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Se abre la sesión a las nueve y cuarenta minutos de
la mañana.

El señor PRESIDENTE: Vamos a comenzar las com-
parecencias que tenemos señaladas en el orden del día de
la Comisión. En primer lugar, quiero informar a la Comi-
sión de que la comparecencia prevista para las doce y me-
dia del presidente de la Comisión Nacional del Mercado
de Valores, don Juan Fernández-Armesto Fernández Es-
paña no podrá llevarse a cabo. Don Juan Fernández-Ar-
mesto me dirigió el jueves pasado una carta que dice —y
doy lectura a ella—: Mi respetado amigo, acabo de tener
conocimiento de mi comparecencia para el miércoles 29
de octubre por la mañana. Ese día estaré en Estados Uni-
dos como consecuencia de mi participación en una confe-
rencia organizada por el Banco Interamericano de Desa-
rrollo en la que participo como ponente y a la que asistirá
un buen número de presidentes de las comisiones de valo-
res de Hispanoamérica. Esta reunión ha sido organizada
hace meses y me resulta muy difícil cancelar mi presencia.
Tampoco resulta factible, dado que los restantes partici-
pantes son presidentes, que me sustituya otra persona den-
tro de la Comisión Nacional del Mercado de Valores. Por
esta razón, al tiempo que te expreso mi más firme deseo de
comparecer en la Comisión que presides, te rogaría que
buscaras otra fecha en la cual mi presencia no creara tantas
dificultades. Termina su carta diciéndome: No obstante lo
anterior, si estimas que la comparecencia de este miércoles
29 es de tal trascendencia que no puede ser pospuesta, te
rogaría me lo indicaras hoy mismo para cancelar mi viaje
a los Estados Unidos.

Con toda sinceridad, debo decir a la Comisión que, en
efecto, considero que la presencia aquí del señor Fernán-
dez-Armesto es necesaria. Su comparecencia es muy im-
portante, pero pensé que su contenido no tenía esa urgen-
cia que nos llevara a que suspendiera su presencia en
Washington para participar en esa conferencia. Quiero rei-
terar aquí las palabras del señor Fernández-Armesto y la
voluntad del presidente de la Comisión. En Mesa y Porta-
voces, cuando nos reunamos, estableceremos la fecha para
que comparezca en esta Comisión.

Señor García-Arreciado.

El señor GARCÍA-ARRECIADO BATANERO: In-
tervengo para coincidir plenamente con la decisión que ha
adoptado el señor presidente. El señor Fernández-Armesto
hizo un esfuerzo importante para encontrarme, consiguió
hacerlo en un sitio inverosímil, me dio las mismas explica-
ciones y participo de su razonamiento de que, siendo im-
portante, su comparecencia no era urgente y, por tanto, po-
díamos esperar a una fecha que entrase mejor en sus previ-
siones. (El señor Sedó i Marsal pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Insisto en que comparecerá.

— COMPARECENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE
DE LA COMPAÑÍA TRASMEDITERRÁNEA
(TRÍAS DE BES I SERRA) PARA INFORMAR

SOBRE EL NUEVO PLAN ESTRATÉGICO DE
LA CITADA COMPAÑÍA, CON ESPECIAL RE-
FERENCIA A LAS RUTAS QUE SE PRESTAN
CON LAS ISLAS CANARIAS Y LAS BALEA-
RES, ASÍ COMO CON CEUTA Y MELILLA;
DESTINO DE LOS FAST-FERRIES, SERVICIOS
EN TIERRA A PRIVATIZAR Y LAS ANUNCIA-
DAS REDUCCIONES DE PLANTILLA. A SOLI-
CITUD DEL GRUPO SOCIALISTA DEL CON-
GRESO (Número de expediente 212/000464).

El señor PRESIDENTE: Señor Sedó.

El señor SEDÓ I MARSAL: Señor presidente, sólo
voy a decir unas palabras para manifestar, sin que ello su-
ponga desatención hacia la Comisión, que nuestro grupo
no desea estar presente en esta comparecencia.

El señor PRESIDENTE: Entiendo que se refiere S. S.
a la comparecencia que vamos a celebrar ahora.

El señor SEDÓ I MARSAL: A esta primera compare-
cencia. (El señor Sedó i Marsal se ausenta de la sala.)

El señor PRESIDENTE: Vamos a entrar en esta pri-
mera comparecencia del día de hoy, del presidente de la
Compañía Trasmediterránea ante la Comisión de Infraes-
tructuras para informar sobre el nuevo plan estratégico de la
citada compañía, con especial referencia a las rutas que se
prestan con las islas Canarias y las Baleares, así como con
Ceuta y Melilla; destino de los fast-ferries, servicios en tie-
rra a privatizar y las anunciadas reducciones de plantilla.

Esta comparecencia ha sido pedida por el Grupo Socia-
lista del Congreso. Tenemos con nosotros al señor Trías de
Bes a quien damos la bienvenida cordialmente, como a to-
das las autoridades comparecientes, pero en este caso con
especial hincapié, ya que ésta es su antigua casa en donde
ha estado como diputado y como compañeros le agradece-
mos su presencia.

Tiene la palabra el señor Trías de Bes.

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA TRAS-
MEDITERRÁNEA (Trías de Bes i Serra): Quiero agra-
decer las palabras de bienvenida, no sin cierta añoranza,
del señor presidente. Comparezco a petición del Grupo So-
cialista para dar cuenta de cuanto se expone en la petición
de comparecencia y contestar a cuantas preguntas deseen
formular los señores diputados.

Muy recientemente, el día 5 de marzo de este mismo
año, comparecí ante la Comisión correspondiente del Se-
nado y expuse detalladamente, en una larga intervención,
los ejes fundamentales del plan estratégico de la compañía.
No voy a reiterar aquella intervención puesto que está en el
«Diario de Sesiones» del Senado y sería además muy largo
porque fue exclusivamente para explicar ese plan estraté-
gico. Hoy nos traen aquí otras muchas cuestiones que iré
desgranando y en las que me entretendré para que luego
SS. SS. me pregunten sobre ellas y yo pueda darles expli-
caciones al respecto.
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El plan de empresa se elabora con el acceso de mi per-
sona a la presidencia de la compañía. No había un plan de
empresa que comprendiera una actuación a tres años y se
elaboró en el último trimestre de 1996 un plan de negocio
—como me gusta a mí llamarle también—, un plan estra-
tégico que comprendiera los ejercicios de 1997, 1998 y
1999. En el año 1997 era esencial desarrollar una política
de empresa ajustada a las previsiones de ese año en las que
se volcaran las primeras actuaciones de la empresa en rela-
ción a una reestructuración y un nuevo diseño de finalida-
des a conseguir. El citado año 1997 se enmarcaba, además,
en el ejercicio en el que termina el actual contrato-pro-
grama con el Estado, que ha durado veinte años, contrato-
programa que se suscribió en 1977 y que finaliza el 31 de
diciembre de este mismo año. Es el ejercicio en el que nos
encontramos y que requería de unas actuaciones urgentes.

En 1998, otro ejercicio comprendido en el plan, era
esencial prever una serie de actuaciones dado que es el pri-
mer año de actividad de la empresa sin subvención estatal,
es decir, sin la protección del contrato-programa, con una
nueva situación y ante un nuevo marco jurídico. Y 1999,
también comprendido en plan estratégico, es el primer
ejercicio en el que la compañía y las demás navieras se van
a debatir en el mercado en libre competencia con otros ar-
madores de la Unión Europea. Es asimismo el año de la li-
beralización de cabotaje con las islas y las plazas de Ceuta
y Melilla, el primer año en el que se va a competir abierta-
mente con los armadores que quieren venir de la Unión
Europea. Saben SS. SS. que hasta 1999 España está aco-
gida a una cláusula de salvaguarda por la que no se aplica
la liberalización del cabotaje a los armadores de la Unión
Europea, cláusula que también tienen Francia e Italia; no la
tienen los griegos por el carácter específicamente archipie-
lágico de su país, que les llevó a suscribir una cláusula
hasta el año 2004. A partir de esa fecha se nivelarán todas
las relaciones entre los armadores de la Unión y se compe-
tirá en régimen de absoluta libertad.

Para afrontar estos hitos: finalización del contrato, pri-
mer año de competencia de la compañía con armadores es-
pañoles sin protección estatal y primer año de liberaliza-
ción se confeccionó este plan estratégico por el que hoy se
me pregunta. Desgrané en el Senado el plan estratégico, en
aquella comparecencia del 5 de marzo, hace muy poco
tiempo, y poco habría que añadir a lo que dije entonces. Se
han ido cumpliendo las previsiones del plan que, en gran-
des trazos, diseñaban una reestructuración de la compañía
que estaba sobredimensionada en gastos de personal, que
buscaba una reducción de los gastos generales, no sólo a
través de la reducción de plantilla, como es obvio, sino
también a través de una reducción de gastos de manteni-
miento y de gastos superfluos. Se han ido cumpliendo, mes
a mes, hasta esta comparecencia —espero que en el futuro
siga siendo así—, con los fines y objetivos previstos en el
plan. En general, ciframos la reducción de gastos entre un
20 y un 30 por ciento de los que hoy sufre la compañía en
la aplicación del plan estratégico a tres años, y estimamos
un incremento de ingresos mediante políticas mucho más
agresivas desde el punto de vista comercial, más valientes
desde el punto de vista empresarial, saliendo del clásico

objetivo de la compañía, que era la cobertura de unas lí-
neas amparadas en un contrato con el Estado.

Dado que el marco jurídico va a cambiar a partir del 1
de enero de 1998, la compañía debe actuar mucho más li-
bremente, con mayor imaginación y como si se tratara de
una empresa privada. Así lo plasmamos en el plan estraté-
gico a tres años y así lo estamos cumpliendo. Ha habido un
incremento de ingresos de la compañía, mes a mes, supe-
rior al 3 por ciento, que era lo marcado en el plan estraté-
gico, y estamos empeñados en cumplir estos objetivos.
También se ha producido una reducción de plantilla me-
diante la aplicación de instrumentos legales. Nada hemos
hecho que no estuviera dentro de la más estricta legalidad
que forzara una situación que propiciara una reducción de
plantilla, como quizá se hubiera podido hacer. No hemos
querido y, además, lo hemos hecho de acuerdo con las or-
ganizaciones sindicales. Así, se pusieron en marcha las ba-
jas incentivadas, las jubilaciones anticipadas y todos los
instrumentos que la legislación laboral nos ofrecía para re-
ducir esa plantilla de forma absolutamente voluntaria. De
los 2.000 empleados más o menos, en cifras redondas, que
yo me encontré al acceder a la presidencia de la compañía,
hoy hemos llegado a una plantilla de 1.543 empleados, ci-
fra actual que se acerca mucho a los 1.500 que se conside-
ran idóneos en el plan estratégico. En el plan estratégico a
tres años se preveía una plantilla idónea para la compañía
de 1.500 y en estos momentos, sin haber desarrollado más
que una pequeña parte del plan, ya estamos en 1.543 per-
sonas. Estoy hablando siempre de personal de mar y de
personal de tierra. Ustedes saben que esta compañía tiene
dos plantillas, la plantilla de mar y la plantilla de tierra, que
se diferencian, como es obvio, por el objeto social de la
compañía y se componen de marineros y de personal de
tierra. El aumento o disminución del personal de mar está
muy determinado por el número de buques, por las dispo-
siciones de marina mercante que obliga a unas tripulacio-
nes mínimas y, por tanto, el juego es mucho más estrecho
para los administradores en cuanto a conseguir el adelga-
zamiento de la compañía; los tripulantes son los que tienen
que ser y esta compañía, como es obvio, cumple estricta-
mente las ordenanzas que se fijan en tal sentido. Sí es
cierto que existe en mar una plantilla de casi 1.000 perso-
nas, 933 hoy en día y 250 eventuales. Estamos condenados
a soportar la eventualidad en mar durante cierto tiempo
puesto que esta compañía esta sujeta, como es obvio y na-
tural, a la temporalidad o estacionalidad de sus tráficos en
muchos de sus escenarios.

Con esta cifra de 1.543 personas como plantilla total yo
les quería significar que quizá ya hemos alcanzado el techo
que nos proponíamos lograr con el plan estratégico, lo cual
no quiere decir que todavía estemos sobredimensionados y
que estemos hablando de reducirla a 1.500; de 40 a 50 per-
sonas podrían hoy estar en el fiel de la balanza de si pue-
den continuar en la compañía o no. No queremos forzar la
situación puesto que yo he repetido desde mi toma de po-
sesión que no quería adoptar medidas que no fuesen con-
sensuadas con las organizaciones sindicales. Es obvio que
la modernización de la propia compañía obliga a disminuir
puestos de trabajo. Ésta era una compañía demasiado hin-
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chada en cuanto a puestos de trabajo, llevaba dos o tres
años sin haber tomado una decisión sobre cuál era la plan-
tilla idónea para los fines que se había marcado, y nosotros
nos hemos encontrado con la situación de tener que acudir
a los instrumentos legales para poner en marcha un plan de
ajuste nada cómodo de adoptar, pero ello se ha hecho con
conocimiento de los sindicatos y sin ningún trauma. Ahora
parece que las medidas que queremos adoptar de moderni-
zación de la compañía, como, por ejemplo, la mecaniza-
ción de todo el sistema informático con un mejor sistema
aplicado a nuestras reservas o expedición de billetes, como
de hecho hacen todas las compañías de transporte del
mundo, entre ellas las aéreas, van a provocar unos exce-
dentes de plantilla que intentaremos que sean los mínimos
e intentaremos también que la salida no sea traumática.

He de añadir que los procesos de modernización con-
sisten muchas veces en externalizar servicios. Se ha mag-
nificado esta expresión con la palabra inglesa outsourcing,
pero, en realidad, es sacar fuera de la compañía aquello
que se puede prestar en el mercado, con menor coste para
la compañía y con beneficio para el usuario. Hemos hecho
esta política con contadísimos servicios que presta la com-
pañía. Pensamos seguir haciéndolo, la reserva de billetes
fuera de la compañía es un uso habitual y lo pensamos
aplicar en la nuestra, con lo que también habrá un exce-
dente de mano de obra. En cuanto a la telefonía, implantar
el número 902 para la atención al cliente, reserva de bille-
tes y, en general, para cuanta información dimane de la
compañía no es una modernización excesiva, pero también
provocará unos excedentes en los servicios que hoy los lle-
van a cabo. Por tanto, habrá que tomar una decisión al res-
pecto.

Respecto a flota lo fundamental es modificar los conve-
nios colectivos que están vigentes. Estos convenios ven-
cen a finales de este año y es propósito de la empresa rene-
gociarlos. Para ello se han establecido ya las mesas de ne-
gociación con las organizaciones sindicales, y vamos a ne-
gociar eso abiertamente. Yo ya me he reunido con los se-
cretarios generales de ambas organizaciones sindicales,
naturalmente las más fuertes en la empresa, UGT y Comi-
siones Obreras, y vamos a hacerlo de forma que el resul-
tado sea efectivo, es decir, que el año que viene nos encon-
tremos con unos convenios que no atenacen ni encorseten
a la empresa y que sean de futuro. Olvidemos los conve-
nios del pasado que estaban llenos de sedimentos históri-
cos, como era histórico el contrato-programa que vence
este año con la compañía; olvidemos la historia de esos
convenios que viene muy ligada a los contratos con el Es-
tado que ha tenido la compañía, y partamos de un escena-
rio nuevo como es la libre competencia en un mercado
abierto, en un mercado ciertamente distinto del que se ha
movido la compañía hasta ahora, y con un entorno jurídico
totalmente diferente al que ha regido hasta ahora.

La negociación colectiva no ha hecho más que empe-
zar. No sólo queremos cambiar en el sentido de reestructu-
rar al máximo la dimensión de la compañía, sino que que-
remos modificar los conceptos retributivos. En este caso
son conceptos retributivos muy viejos, heredados de con-
venios anteriores, no ya de la etapa democrática sino de re-

gímenes anteriores y, por tanto, debe adoptarse una rela-
ción laboral en esta empresa absolutamente moderna, efi-
caz y nueva de cara a la libre competencia dentro de la
Unión Europea. Así, hemos empezado a hablar, no se ha
hecho más que constituir las mesas de negociación, tener
las primeras impresiones y a partir de ahí se reunirán las
organizaciones sindicales y la dirección de la empresa para
llegar a conclusiones. Yo estoy convencido de que de esta
negociación laboral van a resultar unos convenios moder-
nos, porque si hay personal sensibilizado en algún sector
es en el sector marítimo. En marina mercante se sabe per-
fectamente lo que está ocurriendo en el entorno, puesto
que es muy sensible a todo cuanto se refiere al futuro labo-
ral de este mundo. Nuestro personal de mar sabe qué rela-
ciones laborales tienen los marineros que están embarca-
dos en otras empresas extranjeras, en otros pabellones,
cuál es el mundo del mar y qué se percibe como emolu-
mentos en ese mundo en las distintas categorías. En un
marco mucho más amplio como el que se nos avecina de
Unión Europea y de libre competencia con terceros, nues-
tros empleados saben perfectamente que las cosas ya no
son igual que antes y que hay que negociar un nuevo esce-
nario que sea justo para ambas partes: para la empresa, a
fin de que pueda desenvolverse con la libertad que re-
quiere una nueva situación, y para los empleados para que
no pierdan poder adquisitivo ni posibilidades de promo-
ción dentro de la empresa.

Yo quería añadir a mis palabras, señor presidente, que
cuanto hemos hecho hasta ahora, en lo que se refiere a re-
cursos humanos, ha sido siempre de acuerdo con los sindi-
catos. Los sindicatos han sido informados puntualmente de
todos los pasos a seguir; fueron informados por el presi-
dente, incluso, de la redacción y elaboración del plan es-
tratégico; se les facilitaron los ejes esenciales del mismo a
su debido tiempo; se incorporaron sugerencias que hicie-
ron los distintos comités de la empresa y hemos ido apli-
cando de forma escrupulosa cuantos objetivos nos había-
mos marcado. Naturalmente, los planes estratégicos no
son catecismos ni reglas de tres que se deban cumplir al pie
de la letra, porque el mercado no es siempre igual, los ne-
gocios son cambiantes, las situaciones son distintas, como
se está viviendo estos días; los cambios de moneda afectan
también al combustible; los costes están sujetos a los vai-
venes del mercado y los planes estratégicos se han de apli-
car de conformidad con esos cambios que se van produ-
ciendo en la actividad económica. Afortunadamente, la si-
tuación económica es favorable para que todos estos cam-
bios se puedan ir traduciendo en la empresa. Estamos vi-
viendo un momento bueno en nuestra economía, como SS.
SS. conocen, y, por lo tanto, toda esta reestructuración,
este plan estratégico, este cambio de escenario en el que se
va a desenvolver el transporte marítimo tiene que ir acom-
pañado de una bonanza económica que va a facilitar mu-
chísimo las cosas. Yo tengo la gran esperanza de que eso
sea una realidad.

Refiriéndome al cambio de marco jurídico, he de mani-
festar que la nueva regulación de las líneas de interés pú-
blico efectuada por el Gobierno en el transporte marítimo
establece que el Estado llevará a cabo un concurso para
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realizar un nuevo contrato con la Administración para la
prestación de estos servicios. El decreto-ley aprobado por
el Gobierno en septiembre recoge, pues, lo que ya estaba
previsto en la legislación europea, es decir, la posibilidad
de que se establezcan obligaciones de servicio público me-
diante la simple autorización o contratos de servicio pú-
blico para determinadas líneas de cabotaje en las que el Es-
tado se asegura la comunicación. Esto no será igual que el
contrato que vence este año, el contrato-programa que ha
protegido a esta compañía, porque era un contrato a pérdi-
das, es decir, que el Estado cubría todas aquellas pérdidas
de explotación y de gestión que tuviera la compañía y, en
cambio, el nuevo contrato es ganado en concurso público,
con unos mínimos que solamente cubren déficit en aque-
llas líneas que no cubriría ningún privado porque son defi-
citarias, aunque sólo lo sean algunos meses del año. El
contrato tiene otra concepción y en él el Estado se asegura
que  ninguna línea va a quedar desatendida, aunque sea de-
ficitaria en baja temporada. Para cubrir ese déficit de baja
temporada está precisamente el contrato que se va a sacar
a concurso de forma inmediata, porque el 1 de enero tiene
que empezar a regir la nueva situación.

Las bases del concurso se están elaborando, se van a
publicar muy pronto, según las noticias que tengo —si no
es esta misma semana será la que viene—, y la Compañía
Trasmediterránea tiene la gran ilusión no sólo de presen-
tarse a este concurso, sino de ganarlo, pero, señorías, hay
que tener en cuenta que es un concurso que se publica en la
Unión Europea y puede que otros armadores tengan la ten-
tación de venir a España a cubrirlo.

Esta nueva situación jurídica hace que todo el plan es-
tratégico que elaboramos entonces y que preveíamos que
pudiera servir para esta nueva situación, va a tener que so-
portar ciertos ajustes en relación con lo que resulte después
del contrato. No sabemos las bases del contrato, no sabe-
mos todavía sus términos, no sabemos la duración del
mismo, pero ajustaremos el plan estratégico, porque es lo
suficientemente flexible, a la nueva situación jurídica.
Esto es lo que quería anunciar a la Comisión. Cierto es que
el precio del contrato está en estos momentos en la trami-
tación presupuestaria que SS. SS. tienen entre manos. Por
lo tanto, tampoco sabemos lo que va a resultar del debate
presupuestario en cuanto al precio final de este concurso.

La situación presenta también un escenario nuevo en
relación con las líneas que se van a cubrir, puesto que las
comunidades autónomas con competencias en la materia,
como son la balear y la canaria, en lo que se refiere al trá-
fico interinsular, tienen competencias absolutas, por lo
tanto, pueden celebrar también concursos para asegurarse
los tráficos, de la misma forma que el Estado o las comu-
nidades autónomas crean conveniente.

Los tráficos que el Estado va a sacar a concurso son los
que comunican la Península con Baleares —no el interin-
sular balear, porque éste está sujeto a la competencia de la
comunidad autónoma balear—, la Península con Ceuta y
Melilla y la Península con Canarias. Los tráficos interinsu-
lares canarios son competencia de la comunidad autónoma
canaria. Estaremos a lo que resulte de los acuerdos del Go-
bierno canario al respecto, que tengo la esperanza de que

se pongan en marcha muy pronto, puesto que en la última
Comisión mixta entre el Gobierno de España y el Go-
bierno de la comunidad autónoma se creó un equipo de tra-
bajo formado por el director general de Patrimonio, el di-
rector general de la Marina Mercante y yo para establecer
las líneas generales de lo que va a ser el futuro tráfico inte-
rinsular canario. Yo tengo la esperanza de que de todo esto
resulte una situación como la que ya ha previsto el Estado,
es decir, un nuevo contrato sacado a concurso que cubra
los mínimos de comunicación entre las líneas, para dejar
todo lo demás en manos de la libre competencia.

Quiero manifestar —y aquí hay algún diputado canario
que conoce bien la situación— que la Compañía Trasme-
diterránea está compitiendo ya abiertamente en Canarias
con otros dos armadores, que la situación de futuro es dis-
tinta a la de la Península y que allí nos adaptaremos a las
circunstancias del mercado, como es obvio. Quiero añadir
que en el estrecho de Gibraltar la competencia ha surgido,
en los últimos años, de forma brutal. Han aparecido y si-
guen apareciendo compañías que con uno o dos barcos ad-
quieren la condición de armadores y solicitan la autoriza-
ción al Gobierno para efectuar determinados trayectos o lí-
neas, que han hecho daño no sólo a la Compañía Trasme-
diterránea sino a aquellas compañías que tradicionalmente
prestaban los servicios. Los mercados se mueven, son cada
vez más complicados y, como es natural, hay que adap-
tarse a ellos con políticas mucho más imaginativas y no
conformarse con poner sólo los barcos para que se llenen
ya que eso era muy fácil con un contrato que amparaba a la
compañía en cualquier circunstancia. Actualmente hay que
hacer políticas comerciales agresivas e imaginativas que
abran nuevos mercados y nuevas posibilidades de negocio.

Esto es cuanto a vuelapluma y a grandes trazos les
puedo ofrecer como información a la petición de compare-
cencia en sus distintos apartados. En mis contestaciones a
las preguntas de los diputados podré completar, señor pre-
sidente, cuantas cuestiones haya olvidado en esta interven-
ción.

El señor PRESIDENTE: Queremos darle las gracias,
señor Trías de Bes, por esta primera intervención. Dado
que la petición de comparecencia ha sido formulada por el
Grupo Socialista del Congreso, tiene la palabra su porta-
voz, el señor Segura.

El señor SEGURA CLAVELL: Señor Trías de Bes,
naturalmente nos sumamos a la salutación cordial que el
presidente de la Comisión ha hecho, y pasamos a hablar
del tema que nos concita.

Esta comparecencia que ha solicitado el Grupo Parla-
mentario Socialista se enmarca en la línea de trabajo que
llevamos a cabo en las Cortes Generales en la actual VI
Legislatura expresamente en los temas de transporte marí-
timo. Como usted recordará dado que la dependencia di-
recta de la compañía es de la Dirección General de Patri-
monio, en septiembre de 1996, se estimó oportuna su com-
parecencia ante la Comisión de Economía y Hacienda de
este Congreso de los Diputados para analizar determina-
dos aspectos de la compañía en aquel momento. Con pos-
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terioridad, el Grupo Parlamentario Socialista del Senado
solicitó su comparecencia centrándola, con mucho interés,
en el análisis de las rutas marítimas que presta la compañía
en la comunidad canaria, de manera específica, en el pro-
blema que se desató en los primeros meses de este año con
el fast-ferry «Almudaina», que, con carácter experimental
y a iniciativa propia de la compañía, se trasladó a Canarias
procedente de la ruta en el Mediterráneo, entre Baleares y
algunos puntos del litoral como Tarragona, etcétera, para
probar las características de ese buque innovador orgullo
de la tecnología marítima española derivada de la empresa
Bazán. Durante un mes hubo un debate intenso entre la
propia compañía y el Gobierno de Canarias que no con-
dujo a solución alguna y, lamentablemente, esa experien-
cia no se convirtió en realidad. Por todo ello, el Grupo Par-
lamentario Socialista del Senado solicitó su comparecen-
cia, que se produjo el 5 de marzo.

El Grupo Socialista ha analizado con extensión los con-
tenidos del plan de empresa de la compañía desde que se
publicitó en el mes de enero, si bien es cierto que formal-
mente no llegó —sería una costumbre deseable que la
compañía así lo hiciera— al Congreso de los Diputados.
Hemos tenido acceso a él porque ha sido un documento he-
cho público pero que expresamente no ha llegado al Con-
greso de los Diputados. En la medida en que hemos podido
acceder a los diferentes datos, hemos analizado la adapta-
ción progresiva y paulatina a lo largo de los meses que lle-
vamos de año y hemos visto que, en efecto, determinados
contenidos que sugirió la consultora que elaboró el trabajo,
Price Waterhouse, se han ido adaptando y cómo otros no se
han podido ejecutar en su plenitud, cosa que nos parece re-
lativamente razonable.

Nosotros quisiéramos indicarle que nos encontramos
francamente preocupados por la evolución de la compañía.
Entendemos que quienes tienen responsabilidades inten-
tan, en ocasiones, hipervalorar el trabajo que vienen desa-
rrollando, y quizá ello no sea malo. Pero nos preocupa
desde el punto de vista de la política de transporte marí-
timo, y de ahí que hayamos solicitado su comparecencia en
esta Comisión específica, en la Comisión de Infraestructu-
ras donde por primera vez, en la VI Legislatura, el Con-
greso de los Diputados va a tener un debate con el respon-
sable máximo de la compañía, con las intervenciones de
todos los grupos, para analizar qué papel va a jugar la com-
pañía en la adaptación a estas políticas de liberalización
del tráfico marítimo que van avanzando en el seno de la
Unión Europea y, naturalmente, en España, uno de los paí-
ses que la impulsó desde los comienzos de la presente dé-
cada.

En esa línea de coherencia, el 17 de septiembre de
1996, el Grupo Parlamentario Socialista preocupado por
el hecho de la no definición de las líneas marítimas de in-
terés público en España, en sesión plenaria defendió una
proposición no de ley cuya exposición de motivos hace
referencia a la propia Compañía Transmediterránea. Se
decía en la exposición de motivos: Las relaciones contrac-
tuales de la Compañía Transmediterránea con el Estado
conservarán su vigencia hasta finales de 1997. A partir de
entonces, cesará su derecho a percibir las aportaciones

vinculadas al mantenimiento de determinados servicios
pero, igualmente, desaparecerá su obligación de sostener
todos aquellos que hoy se prestan. Desde el punto de vista
de la defensa del bien público y del interés general, y dado
que desde el 1 de enero de 1998 las líneas de interés gene-
ral deberán ser objeto de otro tipo de tratamiento, resulta
evidente la necesidad de definir de nuevo esta clase de
servicios marítimos y de regular normativamente la con-
cesión de los mismos. Esta proposición no de ley se deba-
tió en Pleno y se aprobó estableciendo que el Congreso de
los Diputados instaba al Gobierno para que, en el plazo
más breve posible, presentara ante la Cámara la norma
mediante la cual se definiesen las líneas marítimas de in-
terés social y de interés del Estado, con especial atención
al tráfico interinsular en las comunidades archipielágicas,
así como los criterios que impregnarán los pertinentes
concursos públicos mediante los cuales se garanticen, por
parte del Estado, la prestación de los servicios que hasta el
momento vienen siendo atendidos por la Compañía
Transmediterránea y que, teniendo en cuenta las políticas
de liberalización del tráfico marítimo, permitan el mante-
nimiento de servicios públicos del Estado con el necesario
nivel que exige la norma comunitaria.

Aprobada esta resolución plenaria en 1996, casi un año
después, el Gobierno aprueba el real decreto-ley al que us-
ted ha hecho referencia y el propio ministro Rato, en de-
terminadas declaraciones públicas, indica que en esa línea
se recoge una asignación presupuestaria de 900 millones
de pesetas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado,
que esperemos sea incrementado; que se abrirá un con-
curso, etcétera.

Éste es el momento en el que nos encontramos. Noso-
tros entendemos que la política de liberalización del trá-
fico marítimo va a traer consigo un elevado número de
pérdidas de puestos de trabajo. No podemos analizarlo
con ligereza, desde un punto de vista exclusivamente eco-
nomicista y liberalizador porque, por razones de coheren-
cia, es obligación del Estado garantizar el transporte de
pasajeros y mercancías en nuestro país. Usted conocerá
perfectamente el contenido de estudios que tanto la aso-
ciación de navieros españoles como la propia Dirección
General de Marina Mercante han encargado a departa-
mentos de la universidad española que, en síntesis, han
llegado a adelantar la posible pérdida de 86.000 millones
de pesetas por el impacto de la liberalización del cabotaje,
más de 9.000 empleos amenazados y, naturalmente, una
parte de esos empleos están en al Compañía Transmedite-
rránea. El Grupo Parlamentario Socialista y diputados so-
cialistas de circunscripciones con una alta tradición de
tráfico marítimo se han estado preocupando, por cuanto
éste es un país esencialmente ribereño, un país donde más
del 80 por ciento del tráfico de mercancías tiene lugar a
través de los puertos y, consiguientemente son transporta-
dos por barcos; como decía, diputados socialistas de las
distintas circunscripciones, de provincias con tradición
marítima se han preocupado, se están reuniendo y están
oyendo de manera directa a los distintos comités de em-
presa de la compañía, como es nuestra obligación como
grupo parlamentario de la oposición y como auténticos
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servidores públicos. En la provincia de Cádiz, concreta-
mente en Algeciras, se celebró el pasado día 20, hace muy
poco tiempo, una asamblea en la que los diputados socia-
listas por la provincia de Cádiz, doña Carmen Romero y
don Salvador de la Encina, recibieron las preocupaciones
de los miembros del comité de empresa, como las hemos
recibido también los diputados socialistas por las dos cir-
cunscripciones canarias, don Blas Trujillo y quien le habla
en este momento.

El conjunto informativo, desde el punto de vista labo-
ral, nos inquieta notablemente porque hoy hay una reali-
dad incuestionable. En primer lugar, los trabajadores de las
compañías no sólo están preocupados, sino aturdidos ante
las numerosas medidas que viene adoptando la empresa.
En segundo lugar, ven peligrar sus puestos de trabajo con
tan exacerbada política de externalización. Y, en tercer lu-
gar, ante el chupinazo institucional gubernamental, el dis-
paro del cohete que pondrá en marcha la privatización,
aparentemente inexorable, de la compañía, se están adop-
tando medidas que otorgan posiciones prevalentes a algu-
nas navieras para que cuando llegue la privatización plena
estén en posición de ventaja para poder acudir a esa priva-
tización. Se lo argumentaré, señor Trías de Bes.

Nos inquietan medidas absolutamente dispares en el
tiempo. Nos preocupa, por un lado, que los buques ro-pax,
el Santa Cruz de Tenerife y el Las Palmas de Gran Canaria,
construidos por la compañía en el año 1993, que se enmar-
caron en un planteamiento de modernización de la flota
con una inversión superior a los 30.000 millones de pese-
tas, con capacidad de 400 pasajeros respectivamente, mag-
níficamente situados en butacas, con una amplia capacidad
de carga, de pronto desaparecen de las rutas para las que se
diseñaron en Canarias y se adoptan medidas espectacula-
res como, por ejemplo, la transformación de uno de ellos,
para el transporte exclusivo de carga, renunciando consi-
guientemente al de pasaje; se le saca de las rutas internas
en Canarias, se le pone en el Estrecho y se transforma ra-
dicalmente la función esencial para la que se le destina,
con ciertos visos de peligrosidad. Tengo los datos y me
gustaría que usted los matizase y, si no fuesen correctos,
los modificase.

Por otro lado, con la transformación de estos buques se
ha multiplicado prácticamente por cuatro la capacidad de
pasaje de uno de ellos; se le ha puesto en la ruta del Estre-
cho y tenemos dudas técnicas razonables, aunque no es
éste el momento adecuado para comentarlo, de que posi-
blemente se estén violentando medidas de seguridad. Nos
gustaría que nos lo contestase por escrito. Nos preocupa el
impacto que esas transformaciones pueden tener en la pro-
pia capacidad de los buques, tal como establecía el con-
trato-programa para el caso de transporte de tropa, y los
acuerdos que específicamente la Compañía Trasmediterrá-
nea ha llevado a cabo con empresas como Opcsa, con los
buques Isla Colombina e Isla Cartuja, de los que nos gus-
taría que nos hablase. Le pedimos también que nos hable
de la posición de la compañía ante esa nueva empresa de
cruceros con bandera española. Nos gustaría asimismo que
nos explicara cuáles fueron las razones que condujeron a la
venta del J. J. Sister por 800 millones de pesetas, cuando,

parece ser, que muy pocos meses antes y por parte de com-
pañías especializadas, ese barco fue evaluado en unos
1.400 millones de pesetas. ¿Cómo fue posible? Además, le
pedimos el expediente de esa enajenación de un bien pú-
blico en unos 500 millones de pesetas por debajo de la eva-
luación económica que, insisto, parece que se hizo por
parte de esas empresas especializadas. Nos gustaría que
nos explicase razonadamente y de manera documentada
las razones que le han conducido a declarar en manifesta-
ción pública, recogida en el periódico El País el 30 de di-
ciembre de 1996, que la deuda del Estado con la compañía
se cifra en 50.000 millones de pesetas cuando hemos leído
declaraciones de otras personas que no la cifran en esa can-
tidad. Es bueno que sepamos cuál es la realidad. Hemos le-
ído en otro medio de comunicación que, en el ejercicio de
sus responsabilidades, los accionistas minoritarios de la
compañía, titulares de un 4 y pico por ciento, han presen-
tado una querella criminal. Nos gustaría conocer los conte-
nidos y las razones de la misma.

Nosotros tenemos una gran preocupación, insisto, por
muchos aspectos de la evolución de la compañía. Por ello
le solicitamos los resultados obtenidos en el ejercicio de
1996, específicamente por el fast-ferry Almudaina; por el
J. J. Sister, cuando estuvo arrendado a la agencia Schem-
bri; por el Stella Náutica, arrendado en la línea Algeciras-
Ceuta; por el Ciudad de Algeciras, arrendado para la
misma línea; por los dos buques a los que hice referencia
de la naviera Jarugo, el Isla Colombina y el Isla Cartuja.
Entiendo que en esta comparecencia no va a poder respon-
der por el tiempo de que dispone, no porque no domine el
tema, pero espero que nos conteste por escrito por cuanto
el Grupo Parlamentario Socialista va a hacer un segui-
miento exhaustivo de la compañía.

Voy terminando, señor presidente. Le queremos pre-
guntar también el resultado comparativo desde el punto de
vista económico, es decir los resultados actuales, de la lí-
nea Algeciras-Ceuta respecto al año 1995 y a qué se debe
el aumento en pérdidas en el año 1996 respecto de 1995
del grupo de empresas en las que la compañía participa.
Concretamente Navicom ha pasado de perder 12 millones
de pesetas en 1995, a 142 millones en 1996. Nos gustaría
saber si eso es cierto. La compañía Limadet, coparticipada
también por Trasmediterránea, ha pasado de perder 173
millones en 1994, a 354 en 1995 y 423 en 1996. Queremos
saber cuáles son los resultados previstos de la agencia
Schembri, de Limadet y Navicom para los años 1997 y
1998.

Queremos saber cuánto se ha pagado en concepto de in-
demnizaciones por despido del personal directivo y de los
restantes miembros de la plantilla, tanto en tierra como
embarcados en los diferentes buques; en qué situación se
encuentran los litigios pendientes con Isnasa; cuál es el re-
sultado de la regularización del pool de compañías navie-
ras que prestan servicios con Ceuta y con Tánger y cuál es
el resultado de la desaparición de las tarjetas de transporte
de Naviera Mallorquina.

Queremos saber también, con la mayor cantidad de da-
tos posible, aunque no tiene por qué ser ahora —y en este
caso concreto, insisto, algunos miembros de esta Comi-
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sión, como el señor Trujillo y quien les habla, por nuestra
condición de diputados socialistas canarios, tenemos mu-
chos interés— si es cierto que las embarcaciones jet-foil
están perdiendo dinero, qué cantidad y cuál es la previsión
de actuación al respecto.

Queremos conocer, por cuánto se tramitó hace muy
poco aquí el crédito extraordinario de Trasmediterránea
para el año 1995, donde no se producen diagnósticos para-
lelos entre la IGAE y la propia compañía, cuál es la previ-
sión del diferencial con respecto a 1997. Asimismo le soli-
citamos información sobre cuál ha sido la inversión en la
terminal de Barcelona y en la de Las Palmas y cuáles son
los criterios de la dirección de la compañía para la liquida-
ción de las cuentas del Estado.

Queremos saber si, en efecto, la compañía se ha com-
prometido a la construcción de un buque especializado en
cruceros y que nos explique algo que nos tiene notable-
mente preocupados, señor presidente, la carga rodada. Si
históricamente —y se lo indico a modo de ejemplo— el 80
u 85 por ciento de la carga rodada con Canarias se trans-
porta en sus bodegas y en una naviera privada, por ejem-
plo, Suardíaz, transporta un 10 o un 15 por ciento, cómo es
posible que aportando Trasmediterránea un 80 por ciento
de la cartera del negocio y Vapores Suardíaz un 10 o un 15
por ciento constituyan una nueva empresa para llevar a
cabo el negocio de la carga rodada al 50 por ciento entre
cada una. Es posible que podamos tener datos no adapta-
dos a la realidad absoluta; por eso le preguntamos.

Queremos saber también cuál ha sido la empresa que
compró el J. J. Sister y quién es esa empresa Moviline; si
en efecto se están constituyendo con Naviera Suardíaz
otras empresas mixtas en otros lugares del litoral español,
como son concretamente Tercádiz, Terpoval en Valencia y
TCR en Canarias.

Termino, presidente. Tenemos la preocupación de que
por parte de la compañía en decisiones para la constitución
de empresas mixtas se esté privilegiando a alguna empresa
naviera que podrá optar, como dije hace muy poco, prefe-
rentemente al proceso de privatización. Desde luego hay
un conjunto importante de preguntas que le he formulado
y otras que obviamente, en una intervención como ésta
—que intuyo que ya es extensa, contando con la benevo-
lencia del presidente—, no podemos formularle, de las que
queremos contestación y que iremos formalizando por los
mecanismos que el Reglamento del Congreso de los Dipu-
tados nos permite. Trasmediterránea, señor Trías de Bes,
en los veinte años en los que ha disfrutado del contrato-
programa, ha pasado de ser una compañía que en 1977 no
era nada —por ello tuvo que intervenir el Estado— a ser
hoy una importante empresa naviera y está desviándose de
manera notable de la ruta que el dinero público le ha mar-
cado. En efecto, en esa futura privatización se va a correr
el riesgo del troceamiento de la misma. Se habla del frac-
cionamiento en tres empresas. Sobre ello también nos gus-
taría saber cuál es la posición de la compañía. Natural-
mente a quien corresponda en la Administración general
del Estado se le formulará la pregunta. ¿No cree usted que
la línea de trabajo actual de la compañía está favoreciendo
la disgregación de la misma y está posibilitando un libera-

lismo exacerbado que violenta el principio de cohesión al
que el Estado tiene que dar permanentemente solución con
la garantía del transporte con los lugares más alejados?
Créame, señor Trías de Bes, que esta preocupación que ex-
pone este interviniente es, insisto, una reproducción de la
que tienen los transportistas, los pasajeros y los responsa-
bles de las administraciones públicas que de alguna ma-
nera tienen que velar por el transporte de pasajeros y mer-
cancías en los lugares donde ellos tienen responsabilida-
des, llámense Baleares, Ceuta, Melilla, Canarias o bien
otros puntos del Estado español, y créame que en cierta
medida somos también, informalmente, portavoces de la
preocupación de los trabajadores que han entregado un
gran esfuerzo a lo largo de muchos años a una compañía
que ven que se va debilitando en el tiempo.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Se-
gura, por su documentada intervención, que a mí me ha re-
cordado las realizadas con motivo del trámite de los presu-
puestos, por lo cual le digo al compareciente que debe con-
testar a las líneas generales y mandar la información
cuando pueda sobre las preguntas a las que no pueda con-
testar documentadamente.

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida Cata-
lunya, tiene la palabra el señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ SÁNCHEZ: Gracias también
al señor Trías por su comparecencia hoy aquí.

Quiero hacer un pequeño repaso sobre lo que supone
esta empresa pública, Trasmediterránea, que si no re-
cuerdo mal está participada con un 96 por ciento de capital
del Estado y que hoy podemos decir que es empresa aban-
derada en el transporte marítimo, es la primera de España
y se encuentra entre las principales compañías de nuestro
entorno europeo. En consecuencia, nosotros llegamos a la
conclusión de que usted preside una compañía de alto inte-
rés para la economía española y también para el Estado.
Valoramos positivamente la decisión que en 1978 tomó la
UCD al nacionalizar esta compañía, porque así hoy pode-
mos hablar de compañía bandera.

Yo he oído con interés el relato que nos ha ofrecido el
señor Trías de Bes de cómo desde su llegada a la presiden-
cia de esta compañía ha ido tomando medidas para rees-
tructurarla y sanearla. En este caso cabe pensar que cuando
la empresa pública tiene al frente una buena gestión al fi-
nal los resultados son satisfactorios. Quiero dejar clara esta
idea, porque aquí normalmente parece ser que, por lo me-
nos desde las filas de la derecha, cada vez que se habla de
empresas públicas hay un sentimiento de que es algo que
no funciona, que no sirve y que hay que quitarse de en-
cima. Por tanto, insisto en que parece que son positivos los
resultados que usted nos ha estado comentando y llego a la
conclusión de que la empresa pública también funciona
con unos buenos gestores al frente.

Creo que en sus palabras de hoy hay una cierta contra-
dicción con la exposición que usted hizo recientemente en
el Senado, concretamente en marzo, porque allí usted
anunciaba que la compañía Trasmediterránea se iba a pri-
vatizar cuando el Estado lo creyera oportuno. Hoy no he
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oído en su exposición nada de esto. No obstante, como
creo que la idea correcta y acertada es que sí tienen una de-
cisión tomada en línea con la privatización de Trasmedite-
rránea, nosotros estamos preocupados con esta decisión.
Desde el Grupo de Izquierda Unida no compartimos ese
planteamiento y nos preocupa bastante cuál va a ser la si-
tuación de futuro. Nos gustaría saber qué tipo de privatiza-
ción piensan llevar a cabo, si es una privatización global,
por sectores o por actividades, y qué alternativas se están
planteando desde la presidencia de la compañía en este te-
rreno. En caso de que sea una privatización por sectores
nos preguntamos qué pasará con las líneas que no entren
en esta privatización. Suponemos que una vez finalizado el
contrato con el Estado, Trasmediterránea no seguirá ope-
rando en líneas o sectores deficitarios, en líneas que hoy en
día están subvencionadas para poder mantenerse. De sus
palabras de antes he podido deducir y he querido interpre-
tar que, con el nuevo contrato que piensan establecer, estas
líneas van a continuar. Si es posible, nos gustaría conocer
cuál sería el montante económico para mantener servicios
deficitarios que son de interés público y por cuánto tiempo
se va a hacer si existe esta previsión.

Nosotros consideramos que es vital mantener la compa-
ñía Trasmediterránea como empresa puntera en el trans-
porte marítimo y es importante para los habitantes del ar-
chipiélago canario y balear, así como para Ceuta y Melilla.
Entendemos que a estos habitantes hay que ofrecerles la
mejor comunicación posible y esto está garantizado con la
empresa pública. En el caso de que ustedes estén pensando
en una privatización global de la compañía, no sé si me po-
drá ofrecer algunos datos para que veamos cómo se van a
mantener estas líneas con Canarias y Baleares y quisiéra-
mos saber si piensa que desde la empresa privada se va a
poder ofrecer el mismo servicio que el que se está pres-
tando ahora desde la empresa pública.

También nos preocupa que después de haber reducido
la plantilla un 50 por ciento en tierra y un 36 por ciento en
flota, la empresa continúe insistiendo en reducir todavía
más el nivel de empleo. Hoy usted ha incidido bastante en
esta línea argumental y creo que de sus palabras se puede
deducir que siguen peligrando empleos de la compañía
Trasmediterránea. Nosotros tenemos alguna duda sobre
cierta afirmación que usted ha hecho en el sentido de que
los sindicatos han estado participando constantemente en
los programas de la empresa. Según la información que
tengo al día de hoy, los sindicatos se están viendo relega-
dos en todo este proceso y no están satisfechos con su ni-
vel de participación.

Por último quería formularle un par de preguntas por si
me las puede contestar. Cuál es la situación actual de la li-
quidación del contrato que se está negociando con Patri-
monio y cuál es la deuda que mantiene el Estado con la
compañía Trasmediterránea, en caso de que exista; cuál es
el origen y el resultado de la querella criminal presentada
por un grupo de pequeños accionistas por un presunto de-
lito societario.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Coalición
Canaria, tiene la palabra el señor Rivero.

El señor RIVERO BAUTE: Muchas gracias, señor
Trías, por la comparecencia y por la información que ha
transmitido en un primer momento a la Comisión.

Nosotros compartimos un aspecto de su intervención en
cuanto al diseño y al marco global en que la compañía que
usted preside se está moviendo en todo este proceso de la
liberalización de los tráficos marítimos que tiene que cul-
minar el día 1 de enero de 1999 y que se articula a través
de ese plan estratégico que usted acaba de anunciar a la
Comisión, cuyo objetivo, que nosotros compartimos, es
poner a la compañía en condiciones de poder competir
abiertamente con los armadores de la Unión Europea que
vamos a tener en nuestras aguas a partir de la citada fecha.
Por ello nos parece adecuado hacer un esfuerzo por sanear
la empresa, modernizarla y ponerla en situaciones de com-
petitividad para poder conseguir esos objetivos; al tiempo
nos parece loable que ese plan estratégico sea flexible y
que, dados los vaivenes que se producen en un sector tan
complicado como el de los transportes, se vaya adaptando
a las situaciones del momento.

Nuestra preocupación estriba en si para conseguir esos
objetivos de saneamiento y de rentabilidad de la empresa
para ponerla en situación de competitividad, además de lo
que usted ha manifestado sobre reducción de plantilla y
modernización, se va a ir a la disminución de algunos iti-
nerarios o frecuencias que en estos momentos la compañía
mantiene. Nos preocupa desde el punto de vista de los ar-
chipiélagos y de los territorios alejados del Estado, porque
entendemos que el Gobierno tiene que hacer una política
para intentar dar cohesión a todo el Estado y para ello se
requiere poner en marcha unos buenos medios de trans-
porte tanto aéreos como marítimos, porque en definitiva
no hay alternativa al avión o al barco para Ceuta, Melilla,
Baleares y Canarias.

En el mercado de la libre competencia hay algunos he-
chos en los últimos tiempos que demuestran que éste no es
la panacea, que no es la solución total a los problemas del
transporte; probablemente sea la opción que los soluciona
en mayor medida, pero no de forma absoluta. Tenemos una
prueba tras lo ocurrido en el mes de abril de este año con
los tráficos aéreos, con la subida de los precios en las lí-
neas que cubrían el tráfico con las islas Canarias. En ese
sentido, hay que decir que por lo que se refiere al tráfico
marítimo tenemos una ventaja importante —no solamente
la aprobación por el Gobierno del real decreto de septiem-
bre, que prevé la declaración de obligación del servicio pú-
blico— y es que en el proyecto de ley de puertos del Es-
tado y de la marina mercante que se está tramitando en es-
tos momentos en el Senado y que ya ha sido aprobado en
el Congreso se prevé la declaración de obligación del ser-
vicio público para todos los tráficos marítimos en relación
con los territorios alejados. Es esencial y es la única fór-
mula que nos permite garantizar los itinerarios, las fre-
cuencias, los precios y la calidad de los servicios con esos
territorios. En ese sentido me gustaría saber, señor presi-
dente, qué está haciendo la compañía que usted preside
para poder afrontar este asunto ante este nuevo marco que
se abre de liberalización total cuando, por otra parte, tene-
mos en el real decreto y en la ley de puertos del Estado la
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declaración de obligación del servicio público. Me gusta-
ría saber si su compañía tiene evaluada, en el supuesto de
que fuera la adjudicataria del nuevo concurso, la subven-
ción que necesitaría por parte del Estado para poder man-
tener esos criterios de rentabilidad a los que usted hacía re-
ferencia en un primer momento.

Nos interesa saber si Trasmediterránea entiende que
son necesarias más frecuencias en los itinerarios que en es-
tos momentos está cubriendo la empresa y qué coste su-
pondrían. ¿Qué líneas de las que realiza hoy Trasmedite-
rránea no son rentables? ¿Qué criterio tiene el presidente
de Trasmediterránea sobre la rentabilidad del servicio pú-
blico que presta hoy el jet-foil entre las dos capitales cana-
rias? ¿Tiene pensado la compañía resolver los problemas
que se producen con una frecuencia importante de aisla-
miento de la isla de Hierro, unas veces imputables a la
compañía y otras, también hay que decirlo, a las malas
condiciones del puerto de la Estaca?

La línea Cádiz-Canarias y viceversa en estos momentos
está moviendo escasamente 50.000 personas a lo largo del
año. Teniendo en cuenta que el volumen de pasajeros que
se mueven vía marítima entre las islas Canarias es de seis
millones al año, parece desproporcionada la relación entre
las 50.000 personas entre la Península y Canarias y los seis
millones que se mueven entre las islas Canarias. ¿Por qué
no funciona la línea con Canarias con un mayor tráfico de
pasajeros, cuando en los últimos meses sabemos que hay
una demanda importante, no hay pasajes para poderse tras-
ladar a Canarias y el pasaje está ocupado prácticamente
durante muchos meses al año por acuerdos con organiza-
ciones de la tercera edad? ¿No será necesario añadir algún
barco más a esa línea?

Sobre el proceso de privatización me gustaría saber
exactamente cuál es el plan que tiene la empresa. ¿Existen
contactos con empresas privadas interesadas en la compa-
ñía en estos momentos? ¿Ha habido contactos con navieras
que operan en las islas para llegar a acuerdos en todo este
proceso?

Éstas, señor Trías, son las preocupaciones más impor-
tantes que tenemos con respecto a su compañía. Por una
parte, valoramos, como ya he dicho, positivamente todo el
proceso que se ha iniciado en aras de modernizar la em-
presa y ponerla en situación de competitividad, pero, por
otra, entendemos que desde una visión de solidaridad del
Estado no se pueden tener sólo en cuenta criterios econo-
micistas, sino que hay que considerar criterios sociales
para dar cohesión a ese territorio y que se puedan tener
unidos con la Península en frecuencias, precios y calidad
de los servicios los territorios más alejados.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene la
palabra el señor Carreño.

El señor CARREÑO RODRÍGUEZ-MARIBONA:
Voy a ser muy breve, aunque por cortesía al señor presi-
dente, Trías de Bes, voy a hacer algunos comentarios.

En primer lugar, quiero felicitar al presidente de la
Compañía Trasmediterránea porque en un tiempo récord
desde su toma de posesión, el 31 de julio, preparó, pre-

sentó y gestionó la aprobación con la representación sin-
dical de un plan estratégico cuando seguramente en los
cajones o encima de la mesa de su despacho no había nada
ante un tema importante, trascendental y urgente, como
era la caducidad del contrato Estado-Compañía Trasmedi-
terránea que desde hacía veinte años se sabía que iba a ca-
ducar el 31 de diciembre de 1997; veinte años que con ese
ejercicio del contrato transcurrieron tranquilos para una
Compañía Trasmediterránea que, en todo caso, sabía que
el déficit en inversiones y en explotación era absorbido
por las cuentas del Estado; cuentas del Estado, las corres-
pondientes a 1995, que han sido aprobadas por este Con-
greso de los Diputados en junio de este año, con un im-
portante retraso sobre lo que dice el articulado del con-
trato entre el Estado y la Compañía Trasmediterránea, que
luego comentaré brevemente. Por tanto, quiero felicitarle
porque desde esa fecha de 31 de julio de 1997 —las vaca-
ciones de agosto no debieron contar— haya conseguido
ese plan estratégico en rapidísimo plazo. También quiero
felicitarle por la evolución favorable de dicho plan, y no
sólo en cuanto a la necesaria reducción de plantilla, ex-
tremo sobre el que hoy nos ha dicho que en este momento
es de 1.543 personas, cuando según la previsión a 31 de
diciembre debiera ser de 1.500 —es decir, se va a cumplir
esa previsión—, sino fundamentalmente porque se ha
dado un paso importante en la reestructuración de una
compañía que tenía una inercia derivada de esa tranquili-
dad presupuestaria.

También me gustaría desearle éxito ante el triple reto
que tiene a muy corto plazo. Por un lado, le deseo éxito en
la adjudicación de ese concurso de navegaciones de inte-
rés público, en desarrollo del Real Decreto 1466/1997, de
septiembre, en el que, según mis datos, aunque se prevé
una explotación máxima de quince años, por exigencias
de la Unión Europea, se va a reducir ese plazo del con-
trato. Por otro lado, quiero desearle éxito a partir del ejer-
cicio 1998, que será el más difícil en la historia de la com-
pañía, porque va a darse el salto brusco y lo vemos en el
proyecto de presupuesto de la Compañía Trasmediterrá-
nea que está en este Congreso para el año 1998, de sub-
vención cero en inversiones y explotación desde los pre-
supuestos del Estado. Por último, quiero desearle éxito
para el arranque del ejercicio siguiente, en el que se pro-
duce la liberalización del cabotaje marítimo. Quiero ha-
cerle una sugerencia, en la que creo que la Compañía
Trasmediterránea va a tener el apoyo de los diputados de
esta Comisión y del Congreso, y es acelerar los trámites
para que la liquidación del ejercicio 1996 no tenga el des-
fase que tuvieron los ejercicios anteriores para que, al me-
nos al concluir el contrato Estado-Trasmediterránea, se
cumpla por penúltima vez —la última será la del ejercicio
1997— el condicionante de dicho contrato en la fecha lo
más cercana posible.

Por otro lado, he leído unas declaraciones del presi-
dente de la Compañía Trasmediterránea en la revista Puer-
tos del Estado en mayo de 1997, en las que establece una
fechas para el desarrollo y cumplimiento del plan estraté-
gico y otras para la privatización y dice que no se pensaba
en mayo de 1997, sino que se empezará a pensar en esa pri-
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vatización a partir del año 1998. Le agradecería que nos in-
formase sobre este punto.

El señor PRESIDENTE: Para responder a las cuestio-
nes planteadas, tiene la palabra el señor Trías de Bes.

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA TRAS-
MEDITERRÁNEA, S. A. (Trías de Bes i Serra): Agra-
dezco a los señores diputados sus intervenciones. Voy a in-
tentar, en el menor tiempo posible, ciñéndome en lo que
pueda a la hora, contestar a todo cuanto se me ha pregun-
tado y voy a ir al grano.

Voy a pedir excusas, porque algunas de las preguntas
que me ha formulado el Grupo Socialista requerirían en es-
tos momentos que yo dispusiera de la documentación per-
tinente. El propio diputado ha hecho referencia a ello y yo,
con mucho gusto, remitiré por escrito los rendimientos y
los resultados de determinados buques en determinadas lí-
neas. Como sabe el señor Segura y por eso formula la pre-
gunta, tenemos perfectamente tabulados cuáles son los re-
sultados de cada buque en cada línea y, por tanto, esa do-
cumentación se la remitiré con mucho gusto. No podré
desvelar otros datos de tipo mercantil o de carácter comer-
cial. Comprenderá S. S. que lo haga así, puesto que forman
parte de lo que es el mínimo secreto que tiene que guardar
un empresario respecto a sus actuaciones de futuro de ca-
rácter empresarial o de estrategias, puesto que si no, en un
mercado competitivo como éste, estaríamos desvelando
muchas de ellas, de las que se podría aprovechar la com-
petencia. Con esto no quiero ocultar nada de lo que usted
me ha preguntado; solamente deseo significar que si no fa-
cilito algún dato de carácter genérico, será por no desvelar
estrategias que pudieran ser favorables para la competen-
cia y repercutir desfavorablemente en la Compañía Tras-
mediterránea.

Dicho esto, voy a entrar en cuantas cuestiones usted ha
preguntado. Ha manifestado su preocupación por la evo-
lución de la compañía. Ésa es una preocupación que yo
comparto. Usted es buen conocedor, señor diputado, de la
Compañía Trasmediterránea, primero, como diputado y,
segundo, por su condición de canario es un usuario habi-
tual de la misma y conoce muy bien toda la evolución de
la compañía durante estos años. Estoy preocupado por
toda esa evolución, pero no por la que se ha producido
desde mi toma de posesión sino por toda la anterior tam-
bién; es decir, yo he heredado una situación francamente
complicada, en un momento muy especial, que es el de la
finalización del contrato con el Estado, que subvencio-
naba absolutamente todo, pasase lo que pasase, de gastos
de inversión y de explotación, y la única preocupación
que tenían los gestores de esta compañía era que los bar-
cos se llenaran, pero porque estaban allí, puesto que si no
se llenaban, también lo pagaba el Estado. La situación que
yo he heredado es muy distinta, es una compañía sobredi-
mensionada en personal. Piense usted en una cosa que
además conoce bien, que más del 40 por ciento de los in-
gresos o de la facturación de la empresa, para ser más pre-
cisos, se iban en gastos de personal. Esa situación, desde
el punto de vista empresarial, es francamente insostenible.

Ya sé que no se debe cargar sobre el personal la reestruc-
turación de una empresa, Dios me libre, jamás me hubiera
atrevido a hacer eso. Lo que se ha hecho es un plan estra-
tégico que abarcara las distintas áreas de la empresa, pre-
cisamente para que la reestructuración no cargara sobre
las espaldas del personal lo que no debía corresponder a
éste; es decir, la hinchazón o el sobredimensionamiento
de la empresa no era culpa del personal de la empresa y,
por tanto, éste tiene que soportar lo que estrictamente le
corresponda. Son los gestores quienes deben adecuar ese
peso que tienen los gastos de personal sobre los ingresos o
la facturación de la compañía y reestructurarlo de forma
que aquello sea viable. Es lo que yo he intentado o esta-
mos intentando hacer, porque no es fácil en un contexto
como el que tenemos, como el que hemos heredado y
como el que se nos avecina. De todos modos, soy el pri-
mero que comparte la preocupación por la evolución de la
compañía, puesto que la responsabilidad va a recaer en
gran medida también sobre mis espaldas.

Usted conoce bien la legislación actual. El Gobierno,
efectivamente, aprobó en septiembre un decreto-ley, al que
se ha hecho referencia repetidas veces, en el que se esta-
blece la posibilidad de celebrar contratos de servicio pú-
blico para regular servicios de interés público de comuni-
cación entre los territorios de España. Las bases del con-
curso van a publicarse de forma inmediata. Usted ha dicho
que el importe consignado en los presupuestos para dicho
concurso era de 900 millones de pesetas. Es cierto, es la
primera vez que se consigna en un presupuesto una canti-
dad para un contrato de servicio público. Usted considera
que esa cantidad debe ser incrementada y es criterio que
también comparte este presidente. Espero que así sea. El
presupuesto está en las Cámaras y espero que salga de ellas
con un incremento de esa partida. Luego me referiré al
quantum, porque algún diputado me ha preguntado sobre
lo que yo consideraba necesario que cubriera el contrato
con el Estado. Aludiré a ello, por tanto, contestando al di-
putado de Coalición Canaria, si me lo permite.

Usted ha presentado un panorama francamente desola-
dor del futuro, es decir, que se van a perder 9.000 puestos
de trabajo. Desde luego, si me tocan todos a mí, me voy a
quedar sin compañía. En el transporte marítimo 9.000
puestos de trabajo representan una cifra verdaderamente
escalofriante. Yo no creo que eso sea así, pienso que está
habiendo una reestructuración del sector que va a hacer di-
fícil que se pierda dicho número de puestos de trabajo. En
cuanto a la compañía se refiere, voy a intentar cumplir el
plan estratégico. Ustedes saben que dicho plan cifraba el
número de la plantilla en 1.500 personas. He dado las ci-
fras a fecha de hoy y estamos exactamente en 1.543; si te-
nemos que llegar a la cifra de 1.500, estamos hablando de
43 personas —creo que en mi intervención inicial he dicho
que era de 40 a 50—. Me parece que sobre 43 personas va-
mos a ponernos de acuerdo enseguida, porque no creo que
sea un debate esencial; será muy importante para esas 43
personas, pero ojalá todas las reestructuraciones de planti-
lla se cifrasen en una cantidad como ésa. Si de las reunio-
nes del comité de empresa con la dirección de la misma
para la modificación de los convenios colectivos para el
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año que viene se deduce que la reestructuración de la plan-
tilla en esas 43 personas va a suponer un gran cataclismo
en la empresa, soy el primero en poner ese tema en cua-
rentena y tratarlo detenidamente. Pero no creo que ése sea
el gran problema. Estoy convencido de que en el comité de
empresa vamos a establecer de común acuerdo una salida
para esas 43 personas, porque no quiere decir que estén su-
jetas a despido, ni mucho menos, sino que, a lo mejor, tie-
nen una ubicación de trabajo en otro lugar debido a las ex-
ternalizaciones a las que usted ha hecho referencia y que
no son tan graves ni ocultan una privatización como usted
ha insinuado en su intervención. Por tanto, situemos el nú-
mero de puestos de trabajo de los que estamos hablando en
la cifra de 43 y no saquemos las cosas de contexto ha-
blando de 9.000 empleos en juego en el sector, de los que
muchos afectarán a esta compañía.

Yo sé que ha habido tensiones entre los trabajadores de
la compañía en Algeciras, concretamente, y los directores
en dicha zona. Han sido unas tensiones que yo califico de
prematuras, porque no hemos hecho nada más que empe-
zar a hablar. Se han puesto los elementos sobre la mesa
para poder hablar, se han constituido sólo las mesas de ne-
gociación. Sobre las que se han puesto los instrumentos
que la empresa quiere negociar, pero no se ha cuantificado
nada, no se ha acordado absolutamente nada, y se ha pro-
ducido un encierro de trabajadores que reflejaron los me-
dios de comunicación del sur de España la semana pasada.

No tengo nada en contra de las medidas de presión, son
instrumentos legítimos en manos de los trabajadores. Lo
que sí puedo es calificar de prematuro ese encierro, puesto
que no se ha hablado todavía de lo que se va a hacer y, por
tanto, creo que una vez avanzadas las negociaciones, si
surgen cuestiones en las que se pueda discrepar y en las
que se esté frontalmente en contra, se debatirán; lógica-
mente estoy hablando de cuestiones de carácter laboral,
porque las de carácter político es evidente que ya existen y
no se podrían sentar los comités con la dirección de las em-
presas, porque en cuestiones políticas discreparíamos
siempre.

Quiero darle un dato significativo, señor Segura, y muy
concreto. El esfuerzo que ha hecho la plantilla de Trasme-
diterránea en el reajuste que se le ha pedido se puede cifrar
en un 48 por ciento, es decir, desde el 30 de septiembre de
1990, que fue la fecha de la última negociación colectiva,
hasta el 30 de septiembre de 1997, hemos llegado a una re-
ducción en torno al 48 por ciento, un esfuerzo importante.
Quería citar estas cifras porque hacen referencia a la ges-
tión anterior. De 1990 a 1997 ha habido un 48 por ciento de
esfuerzo o de reducción que ha soportado la plantilla de
Trasmediterránea. Gran parte de ese 48 por ciento tuvo lu-
gar cuando mis antecesores estaban en el cargo, lo cual
quiere decir que la reestructuración de la empresa se vio
con claridad también por los que me precedieron, y se ini-
ciaron, como usted sabe muy bien, unas medidas de ajuste
que hoy recibo y continúo para que la compañía tenga su
justa medida, pero el esfuerzo global ha sido del 48 por
ciento.

En Algeciras, lugar donde se produce la protesta de los
trabajadores antes de empezar a negociar, el esfuerzo ha

sido del 11 por ciento, es decir, es donde menos ha afec-
tado la reducción de plantillas, que siempre se ha hecho,
señor Segura, mediante instrumentos voluntarios, y el es-
fuerzo que ha hecho la plantilla de Trasmediterránea aco-
giéndose a esos instrumentos ha sido, de promedio durante
siete años, del 48,9 por ciento; en Algeciras solamente ha
sido del 11 por ciento. No hemos querido presionar en Al-
geciras, donde debe hacerse una reestructuración porque
es evidente que sobra personal, porque consideramos a di-
cho puerto de extraordinaria importancia en los tráficos y
en el futuro de la compañía. Ya se verá lo que ocurra en la
negociación colectiva. Pido a los comités de empresa, y al
de Algeciras muy concretamente, que la negociación
avance y que cuando surjan problemas se debatan, y si del
debate no hay una posición clara de la empresa o los traba-
jadores están en contra de las medidas que se adopten, que
lo manifiesten de la forma que sea, pero no de forma anti-
cipada, porque es absolutamente extemporánea y puede
entorpecer las negociaciones.

Dice el señor Segura que están aturdidos por las medi-
das que estamos adoptando desde la empresa, por ejemplo,
por las medidas de externalización exacerbada de los 
servicios. Les voy a contar qué externalizaciones de los
servicios se han hecho en la compañía hasta ahora, todas
ellas previstas en el plan estratégico y, por tanto, conocidas
desde hace meses. El señor Segura tiene en sus manos el
plan estratégico —no me lo han pedido nunca, pero lo re-
mitiré con mucho gusto a los diputados y a la Mesa de la
Comisión si lo creen conveniente— y conoce que las me-
didas están previstas ahí. ¿Qué servicios se han externali-
zado? Pues el servicio de lavandería. Es absolutamente atí-
pico que una naviera tenga un servicio de lavandería pro-
pia. Ya sé que lo de la lavandería es muy chocante y tiene
ribetes irónicos, pero fue lo primero que se externalizó en
aplicación del plan estratégico. También se externalizaron
los servicios jurídicos, con un ahorro de cincuenta millo-
nes de pesetas al año. Se externalizó la delegación de Ma-
hón y la de Ibiza, porque consideramos que la conversión
de esas delegaciones en agencias que trabajasen para la
compañía pero también para terceros eran un buen inicio
para la aplicación del plan estratégico en unos lugares no
conflictivos y donde el servicio se ha continuado prestando
desde que está en manos privadas de forma correcta, nor-
mal y con un buen servicio para el usuario. Es decir, en
Ibiza y en Mahón se sigue prestando hoy un servicio, si
cabe, mejor que el que se prestaba antes, puesto que el
agente tiene mucho interés en que nuestros buques se des-
pachen con diligencia y rapidez y el cliente esté atendido.
Eso también ha absorbido a la mayoría de empleados de
las propias delegaciones, esto es, ha evitado que hubiera
regulaciones de plantilla, dolorosas para los trabajadores.
Muchos se han acogido a bajas o a jubilaciones anticipa-
das, pero otros han sido absorbidos por el nuevo agente
que se ha hecho cargo de los servicios.

¿Qué se pretende ahora? Mejorar y simplificar los siste-
mas y procesos informáticos de la empresa. Ello va a con-
llevar también una reducción de personal en los servicios
informáticos. Veremos cuál es el volumen, la necesidad de
la empresa y los servicios que requieran un reajuste. Toda-
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vía no se ha hablado de ello, sólo se recoge a título enun-
ciativo en el plan estratégico donde se habla de mejora y
simplificación de sistemas y procesos. Eso comportará se-
guro una reducción de personal, pero lo haremos de forma
absolutamente consensuada.

Qué medidas se han adoptado que les asusten o les ten-
gan aturdidos, como dice su señoría. No ha habido otra ex-
ternalización más que las que le he anunciado. Se van a
privatizar o a externalizar —no debemos buscar otras pala-
bras para lo que es de hecho la privatización de algunos
servicios, como es la externalización— la venta y el con-
trol de billetes de la compañía. Esto lo hacen hoy día mu-
chas compañías y muchas agencias de viajes; es decir, bi-
lletes de la compañía los venden fuera de la compañía mu-
chas empresas y los sistemas por los cuales se venden los
billetes son absolutamente sofisticados y mecanizados y
también se prestan desde fuera de la compañía, ya que es
un hábito normal. Si no nos modernizamos en ese sentido
y extendemos los billetes a mano mediante triplicadas fór-
mulas complicadísimas, no nos vamos a adaptar al proceso
de modernización. Se exagera cuando se dice que se están
externalizando tantos servicios o que se está haciendo una
externalización exacerbada de los mismos. Se están adop-
tando unas medidas muy sencillas que otras empresas han
tomado en el ámbito público y en el privado y no han cau-
sado mayor alarma.

Se ha referido a medidas adoptadas por la empresa que
van colocando a otras navieras de cara al futuro —he
creído entender— en posición de ventaja ante una posible
privatización de la empresa. Se ha referido a ello dos ve-
ces, así lo tengo anotado. Quiero tranquilizarle en este as-
pecto, señor Segura. No hay medida que se haya adoptado
que sitúe a ninguna naviera en posición preeminente res-
pecto a alguna futura privatización.

Ha hablado de que se están constituyendo empresas
mixtas como son Tercádiz, Terpoval y TCR en Cádiz, Va-
lencia y Las Palmas, respectivamente. Usted sabe que son
empresas de terminales de carga polivalentes, es decir, de
manipulación portuaria de mercancías, y que estas socie-
dades mixtas, 50 por ciento de Trasmediterránea y 50 por
ciento de una compañía privada, las he heredado, es decir,
estaban ya constituidas. Por tanto, lo que he hecho es re-
coger el instrumento que se me ha dejado y, si cabe, me-
jorarlo poniendo al frente de ellas a gerentes competentes,
con el debido respeto para los anteriores; yo he puesto a
personas de mi confianza al frente y son empresas con las
que, si hoy las uniéramos en forma de holding, sacaríamos
todavía mejor provecho en nuestro posicionamiento en
los puertos, porque quiero significar ante la Comisión que
el negocio marítimo no estriba sólo en el transporte marí-
timo, como SS. SS conocen, sino en todo aquello que lo
rodea como es la manipulación de mercancías, la operati-
vidad portuaria y también el posicionamiento en los puer-
tos. Gracias a estas empresas de terminales polivalentes
de carga se está actuando con agilidad, y no se está traba-
jando sólo para Trasmediterránea, se está trabajando tam-
bién para terceros, con lo que ello significa de posibilida-
des de ingresos para la compañía. Sobre que se esté favo-
reciendo a una empresa concreta en posición de ventaja

respecto a la futura privatización, en todo caso yo no he
iniciado este proceso con la empresa a la que usted se ha
referido, yo he heredado esta situación y lo único que
hago es profundizar en la operatividad de esas empresas a
las que usted se ha referido y que existen en los puertos ci-
tados para que sean rentables y competitivas. Por tanto,
aquí no hay trato de favor a empresa alguna. Por otra
parte, que conste, señor Segura, y usted lo sabe mejor que
yo, que la Naviera Suardíaz, con la que tenemos estas em-
presas de manipulación portuaria, es una naviera seria,
por no decir de las más serias del sector y, por tanto, con
mayor competencia en lo que estamos llevando entre ma-
nos y desde ese punto de vista no tiene ningún tipo de ob-
jeción técnica; al revés, yo creo que deberíamos estar con-
tentos por estar asociados a unas empresas que conocen
bien su negocio, que son solventes y que no ofrecen posi-
bilidad de problemas de tipo económico en ese aspecto.
Podemos confiar en que son sólidas y en que nos ayuda-
rán a consolidarlas para tener una buena posición en los
puertos y afrontar así la competitividad del futuro con ma-
yor facilidad.

Me pide usted después, en una larga y prolija relación
que voy a intentar desgranar lo más rápidamente posible,
que le aporte una serie de datos. Yo se los facilitaré con
mucho gusto. Los cambios que se han hecho en los buques
a los que se ha referido usted son modificaciones que van
en beneficio de los tráficos y en beneficio del usuario; es
decir, no se ha hecho ni una modificación que vaya en de-
trimento del servicio ni de línea alguna. Usted dice que
tanto el Santa Cruz de Tenerife como otros buques han su-
frido algún tipo de transformación que incluso podría po-
ner en peligro su seguridad. Usted sabe que eso no es ver-
dad, que el control real al que se someten hoy los buques
por parte de la inspección de buques y por parte de las au-
toridades de la Dirección General de la Marina Mercante
es tal y las inversiones en medidas de seguridad son de tal
magnitud que es imposible que en estos momentos este-
mos ante el peligro de que no se hayan adoptado las medi-
das de seguridad oportunas. Tanto es así que la empresa
acaba de conseguir el certificado de calidad del Bureau Ve-
ritas ISO 9002, que se acaba de otorgar a la Compañía
Trasmediterránea por la calidad en el servicio de sus bu-
ques y cumplimos todas las normas habidas, las del Solas,
las de la IMO, absolutamente todas; en las transformacio-
nes de buques también, porque no queremos que se nos
diga que ha estado mal hecha una transformación para
luego tener que hacer una inversión nueva que no hayamos
previsto en la adaptación de los buques. Por tanto, yo ahí
quiero salir en defensa de los buques de la compañía, por-
que seguimos escrupulosamente todas cuantas medidas de
seguridad se nos indican precisamente para no caer en in-
versiones nuevas que luego podrían ir en detrimento de las
previsiones de la compañía.

En cuanto al rendimiento del Isla Colombina y del Isla
Cartuja, con mucho gusto le remitiré por escrito la cuenta
de explotación de esos dos buques, como usted me ha soli-
citado, porque, como usted comprenderá, no me esperaba
una pregunta tan concreta; le enviaré esos datos por escrito
con muchísimo gusto.
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Me pregunta usted por la incipiente creación de una
nueva empresa de cruceros de bandera española. Yo creo
que la imaginación en nuevos mercados debe ponerse al
servicio de la empresa. Hay que abrir nuevos mercados,
uno de los cuales, en mi opinión, es el turismo y que esta
compañía no ha explotado suficientemente. Sólo tiene un
buque de cruceros que usted conoce, el Don Juan, perte-
neciente a la agencia Schembri, de la que luego hablaré
porque usted ha dicho que esta compañía, participada por
Trasmediterránea al cien por cien, ha tenido grandes pér-
didas; le diré por qué razón las ha tenido. La agencia
Schembri tiene un barco de cruceros que yo he traído al
Mediterráneo, porque creo que es el escenario idóneo
donde pueden desarrollarse, y me he limitado a impulsar
la creación de una futura empresa de cruceros mediante la
constitución de una UTE, una unión temporal de empre-
sas, con cinco empresas privadas para que estudien la via-
bilidad de constitución de una empresa de cruceros que se
llame Cruceros de España. He impulsado el proyecto con
verdadera ilusión y el mes pasado se firmó la unión tem-
poral de empresas entre Sol Meliá, Hoteles Barceló, Via-
jes Iberia, Air Europa, Unión Naval de Levante y Trasme-
diterránea. Firmamos esta unión temporal de empresas
para estudiar la viabilidad de la constitución de una em-
presa de cruceros. Yo quiero que este estudio de viabili-
dad esté acabado a la mayor brevedad y se pueda consti-
tuir la empresa de cruceros a la que se refería S. S. en su
intervención lo antes posible, empresa en la que Trasme-
diterránea va a tener una pequeña parte —la mayoría del
capital va a estar en manos privadas—, e iniciar una vía de
negocio nueva como son los cruceros turísticos hoy abso-
lutamente en auge en el Mediterráneo. Yo me niego a
creer que España sea incapaz de desarrollar una actividad
de cruceros teniendo buenos hoteleros, buenas agencias
de viajes, buenos operadores turísticos, buenos navieros y
buenos astilleros. Por tanto, si reunimos todas esas condi-
ciones en nuestro país, lo que me he limitado a hacer es
impulsar la creación de esa unión temporal para constituir
una futura empresa.

¿Por qué vendimos el J. J. Sister, que es un barco muy
antiguo? Pregunta usted por qué lo vendimos por 800 mi-
llones de pesetas cuando no sé qué valoraciones atribuían
un precio mayor. Se vendió al precio que se pudo, en el
momento que se pudo, en la situación del mercado que se
pudo, al cambio de divisa que se pudo. El barco era un
pozo sin fondo de gastos, y usted lo sabe. Estaba amarrado,
cada día que pasaba era un chorro de dinero que se perdía,
el plan estratégico preveía ya la desinversión de aquellos
buques que no reuniesen por su edad las garantías sufi-
cientes como para prestar los servicios y creímos necesario
vender el J. J. Sister, decisión de vender que, de hecho, ya
habían adoptado antecesores míos, pero que no se había
llevado a la práctica, y lo vendimos en el momento que
creímos oportuno. Las fluctuaciones de los cambios mone-
tarios no los controla el presidente de la compañía, como
usted comprenderá, señoría. Se vendió por 800 millones de
pesetas y a pesar de las valoraciones que pudieran existir
de otros tiempos, yo creo que fue una magnífica venta y
una inyección de dinero nuevo en la cuenta de resultados

que le vino muy bien a la Compañía Trasmediterránea en
estos momentos de cambio.

El señor PRESIDENTE: Señor Trías de Bes, le ruego
que acelere un poco porque, si no, se nos va a hacer muy
tarde.

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA TRAS-
MEDITERRÁNEA, S. A. (Trías de Bes i Serra): Voy a
acabar, señor presidente, con tres puntos a los que se ha re-
ferido el señor Segura. Gracias por su paciencia y por la
paciencia de los comisionados.

Yo le remitiré el expediente de venta, porque también
me lo ha pedido, y verá usted que se ajusta a cuanto yo he
expuesto. Es un documento concluido, que tiene un princi-
pio y tiene un fin y, por tanto, no veo inconveniente en que
pueda ser facilitado.

Su señoría pregunta a cuánto asciende la deuda del Es-
tado con la compañía. En estos momentos asciende, como
ha manifestado muy bien el portavoz del Grupo Popular, a
dos anualidades referidas a la subvención del contrato con
el Estado del año 1996 y del año 1997; el año 1997 todavía
no está cerrado, apenas queda un trimestre, pero son las
dos deudas por subvención que debe el Estado. Luego el
contrato que vence el 31 de diciembre debe liquidarse,
debe someterse a una liquidación y para ello será necesario
que intervengan la Dirección General del Patrimonio, la
Dirección General de la Marina Mercante y la propia com-
pañía para determinar la cuantía resultante de la liquida-
ción del contrato, que será la parte incógnita, es decir, que
no puedo revelar en este momento, primero porque no la
conozco, segundo porque sería una imprudencia y, tercero,
porque luego serían mal interpretadas mis palabras en rela-
ción con un precio y podría ser determinante incluso de un
hipotético precio de la compañía. Yo nunca he hablado de
cifras concretas, aunque sé que en los medios de comuni-
cación han salido cifras barajando hipótesis. Hay medios
de comunicación que han dicho ¿qué vale la compañía? Y
han cogido el activo, el inmovilizado o cualquier capítulo
del balance y han lanzado al vuelo un precio. A mí se me
ha preguntado acerca de si ése era el precio y yo, señor Se-
gura, he respondido como he podido a esas preguntas.
Nunca he querido poner el cascabel al gato, primero, por-
que no es mi competencia hacerlo y, segundo, porque creo
que sería extremadamente peligroso en estos momentos.
Por tanto, lo que el Estado debe a la compañía es lo que re-
sulte de la liquidación del contrato más dos anualidades de
subvención derivadas de dicho contrato.

Usted me ha preguntado por la querella criminal inter-
puesta por algunos accionistas minoritarios contra el Con-
sejo de Administración de la compañía. Le voy a contestar
lo que hay. En manos privadas está el 4,6 por ciento del ca-
pital de la compañía, proceso de privatización que inició el
Gobierno anterior y que llegó a esas manos privadas a tra-
vés de la Bolsa. De ese 4,6 por ciento, señoría, hay un 2 por
ciento que está organizado alrededor de una compañía que
creo que se llama Transportes e Inversiones. No voy a de-
cir quiénes son los accionistas porque seguramente S. S.
los conocerá mejor que yo, pero ese 2 por ciento de accio-
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nistas han sido los que han interpuesto una querella crimi-
nal contra el Consejo de Administración de la compañía,
porque dicen —y ése es el delito que atribuyen a los direc-
tivos— que ha adoptado acuerdos con abuso de posición
dominante y contrarios a los intereses de los accionistas
minoritarios. Ése es el delito del nuevo Código Penal, creo
que está en el artículo 290, si no recuerdo mal y mi memo-
ria no flaquea, que lo hace con mucha más frecuencia que
antes.

Yo he sido citado por el juez en un procedimiento ordi-
nario. Se alegan por los querellantes siete «incumplimien-
tos», entre comillas, siete incumplimientos por parte de la
compañía, ya no acuerdos sino incumplimientos, y yo he
declarado ante el juez y he rebatido esos pretendidos in-
cumplimientos que ha hecho la compañía, todos ellos de
carácter profundamente civil. Tan es así y tan civiles son
calificados —no los califico yo, los califican los propios
querellantes—, que el mismo día en que yo iba a declarar
en el juzgado de lo penal interponían una demanda civil
por los mismos hechos ante el juzgado correspondiente y
en la jurisdicción civil pertinente. Esto está sub iudice, por
lo que no voy a hablar nada más que del hecho en sí, como
usted me ha preguntado; quizás sea por deformación pro-
fesional, pero jamás comentaré algo que esté en estos mo-
mentos en manos de la justicia.

Me ha preguntado usted por los resultados de Navicom,
Limadet y Schembri. Navicom es una empresa participada
al 50 por ciento por Trasmediterránea y es de transporte de
contenedores. Este año ha perdido dinero; en relación con
1995 ha duplicado las pérdidas, pero no es por mala ges-
tión, sino por la dificilísima situación del mercado de con-
tenedores en el transporte marítimo, que se ha reventado
con una guerra tarifaria producida por operadores sin es-
crúpulos, lo que ha hecho que nosotros, naturalmente, al
mantener criterios de regeneración tarifaria, nos resinta-
mos. No obstante, hemos conseguido una cosa muy impor-
tante para el futuro, puesto que, aunque nos haya causado
unas pérdidas el año pasado, hemos mantenido la fidelidad
de los clientes, los cuales no se han ido a aquellos navieros
que han jugado con el desbarajuste tarifario en el mercado,
sino que han permanecido fieles a la Compañía Navicom,
transportadora, en este caso, de contenedores. Yo tengo la
gran esperanza de que la regeneración del mercado en el
futuro sea un hecho y que esta compañía gane dinero.

En cuanto a Limadet, naviera marroquí, es una compa-
ñía estratégica de Trasmediterránea, de la cual tenemos el
50 por ciento de capital. Pierde dinero desde hace tiempo,
aunque no cantidades alarmantes; este año va a perder más
que otros, pero también es debido a que arrastra una mayor
competencia en el Estrecho, como usted sabe muy bien.
Estratégicamente nos conviene mucho tener un pie en Ma-
rruecos, porque los marroquíes están haciendo lo mismo:
están constituyendo sociedades españolas para, bajo pabe-
llón español, operar en el Estrecho de Gibraltar. Nosotros
hemos mantenido esta participación, creemos que estraté-
gicamente nos conviene y que sacaremos sus rendimientos
en el momento oportuno.

Me habla usted de si se pierde dinero en el jet-foil de
Canarias. El jet-foil de Canarias lo que tiene es un coste ca-

rísimo. Usted sabe que mantener ese servicio es muy caro,
porque los barcos, las unidades que lo hacen, gastan mu-
cho dinero en combustible, aunque, eso sí, es muy eficaz y
está muy incorporado a la vida y al sentir de los canarios
para comunicarse entre las dos islas, hasta tal punto de que,
como usted sabe, no cogen el avión para ir de Santa Cruz a
Las Palmas o viceversa, sino que procuran ir en el jet-foil,
porque es mucho más rápido y, además, se puede hablar y
se puede desayunar, es un poco como el AVE. Aunque la
línea de jet-foil sea este año sensiblemente deficitaria, no-
sotros la vamos a mantener, porque creemos que es el fu-
turo de la comunicación en Canarias.

También es cierto que las tarifas portuarias, es decir,
todo el capítulo de impuestos y el coste de combustible,
han sufrido unas variaciones que nos han hecho aumentar
los costes, pero esperamos en el futuro poder renegociar
con las autoridades canarias y portuarias para tener mejor
tratamiento en el puerto en ese servicio y poder mejorar el
mismo. También pediremos a las autoridades portuarias
que mejoren las instalaciones terminales del jet-foil, por-
que he leído en la prensa que tiene muchas quejas de los
usuarios por el estado en que se encuentran, pero eso ya no
forma parte de la competencia de este presidente, sino de
la autoridad portuaria competente.

En cuanto a la carga rodada, usted sabe que es la espe-
cialidad de la Compañía Trasmediterránea y que el incre-
mento de carga rodada va in crescendo. Yo siempre he di-
cho que el futuro de Trasmediterránea es la carga rodada y
que el pasaje y el transportar vehículos es un negocio com-
plementario. El profundo y verdadero negocio de la com-
pañía va a ser la carga, y en eso estamos haciendo una
apuesta importante, usted lo sabe, porque en Canarias
ahora mismo hemos incorporado un barco ro-ro con mayor
capacidad y estamos llevándonos un tráfico que antes no
nos llevábamos, que, como usted conoce muy bien, comu-
nica con la isla de La Palma. Pensamos insistir en la carga
con Canarias. De ese 80 por ciento del mercado esperamos
llevarnos todavía más cuota con las acciones que estamos
llevando a cabo en estos momentos y que, por estrategia
empresarial, no voy a desvelar, pero no se preocupe S. S.,
que es un empeño del presidente de la compañía y del Co-
mité de dirección de la misma que la carga sea el elemento
central.

Yo no creo que la naviera se esté desvirtuando, como
afirma S. S., con el dinero público, sino que lo que estamos
haciendo es reajustar la compañía para, precisamente, ha-
cerla lo más rentable posible y, desde luego, no está en los
planes del presidente el troceamiento de la misma. Yo sé
que hay pretensiones e intenciones por parte de alguna ad-
ministración de trocear de alguna manera la compañía,
pero creo que, más bien, son declaraciones de intenciones
que voluntades decididas a fondo.

El gran activo de Trasmediterránea es su tamaño. So-
mos la quinta naviera europea y eso no se puede trocear,
porque es difícilmente troceable. ¿Cómo se trocea una
compañía naviera: por líneas, por sectores, por cargas, por
pasaje, por barcos? Naturalmente, antes de adoptar la deci-
sión, la compañía puede colocar los barcos donde quiera,
porque los barcos son instrumentos al servicio del negocio
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y lo que haría la compañía ante un rumor de troceamiento
sería desplazar barcos de un sector a otro, con lo cual difí-
cilmente se puede trocear. Yo creo que el gran activo de
Trasmediterránea es precisamente su tamaño, y no es in-
tención de la empresa el troceamiento favoreciendo el
fraccionamiento, como usted ha expuesto en su interven-
ción en esa liberalización exacerbada en la que usted acusa
a la compañía. No hay una posición de liberalización exa-
cerbada; lo que hay es una preocupación para que los
transportistas, los usuarios y los trabajadores sigan con-
tando en el futuro con una empresa importante, de peso en
el mar. Es una compañía pequeña para el Estado, pero
grande en el transporte marítimo, porque es la primera
compañía en España, la primera de bandera y una de las
más importantes de Europa.

Esto es cuanto yo puedo decirle, señor Segura. Creo
que, grosso modo, he contestado cuantas cuestiones quería
conocer. Las otras respuestas las tendrá usted por escrito
como le he prometido.

Quiero agradecer a Izquierda Unida su intervención. A
muchas cosas ya le he contestado cuando lo he hecho al se-
ñor Segura, puesto que eran preguntas que se referían a lo
mismo, privatización, etcétera, pero voy a hablar algo más
de privatización.

No se está haciendo por parte de la compañía nada que
pueda indicar que se ha iniciado el proceso de privatiza-
ción. No depende de la compañía iniciar ese proceso. Esa
decisión la va a adoptar el propietario, que es el Estado, y
en este caso la va a adoptar el Sepa, la Sociedad Estatal de
Participaciones, que es quien realmente tiene potestad para
hacerlo. Yo solamente voy a poner esta compañía en situa-
ción de competir en el mercado como las mejores compa-
ñías de Europa, públicas o privadas. Y no es una operación
de maquillaje lo que estamos haciendo; es una operación
de adaptar la compañía a un marco competitivo del futuro,
y, a partir de ahí, se podrá tomar la decisión, pero ya no ha-
blamos de fechas. Yo creo que durante 1998 no va a po-
derse adoptar ningún tipo de decisión —igual me equi-
voco, ojalá sea así y se pueda adoptar—, pero no corres-
ponde al presidente tomar ninguna medida que pueda sig-
nificar el pistoletazo de salida de la privatización porque el
mandato que yo tengo es el de poner esta compañía en con-
diciones, repito, de ser competitiva en el futuro y que
pueda ofrecer un servicio mejor, si cabe, que el que puedan
ofrecer nuestros competidores europeos, sobre todo de
cara al 1 de enero de 1999.

Quiero tranquilizar al portavoz de Coalición Canaria en
cuanto a su preocupación. Espero que no tengamos que li-
mitar itinerarios o frecuencias. Digo espero porque no de-
pende sólo de mí ni de la compañía. Usted sabe muy bien
que la competencia en estos momentos del Gobierno cana-
rio para regular los tráficos interinsulares es un hecho y
que se ha creado un grupo de trabajo entre la Dirección
General de la Marina Mercante, el Gobierno canario, la
Dirección General de Patrimonio y la Compañía Trasme-
diterránea para hallar una solución al futuro de las comu-
nicaciones interinsulares.

Yo creo que el Gobierno canario va a hacer lo razona-
ble, que es abrir un concurso. Supongo que los operadores

de allí nos vamos a presentar, pero no sé en qué medida, en
qué grado, si todos a todo o sólo en parte, depende de las
bases del concurso, que no están desde luego en mi mano,
que desconozco y que supongo que el Gobierno canario to-
davía no ha elaborado, aunque espero que lo haga en breve
porque el 1 de enero tenemos que operar bajo un nuevo
marco jurídico. Por tanto, tengo la gran esperanza de que
esa comisión de trabajo que se creó el otro día en la Comi-
sión Mixta Gobierno central-Gobierno autonómico cana-
rio sirva para despejar las incógnitas que son las mismas de
S. S. y que comparto. Estamos haciendo en la compañía lo
que podemos hacer, que es ajustar al máximo con las uni-
dades precisas los tráficos para no perder dinero, estar en
situación de adaptarnos al nuevo marco jurídico que se
ofrezca, mover lo mínimo los barcos —porque mover los
barcos es caro— y mantener cuantos itinerarios estamos
haciendo, si es posible, en el nuevo contrato con el Estado
en la comunicación Cádiz-Canarias o con el nuevo con-
trato con el Estado con la comunidad autónoma que se sa-
que a concurso en el futuro.

¿Son necesarias más frecuencias? Si me lo pregunta a
mí personalmente yo diría que en algunas líneas sí y en
otras no. Yo creo que, efectivamente, se podría mejorar la
comunicación con la isla del Hierro; además, hay un trá-
fico emergente, cual es el turístico, en el que se podría pro-
fundizar, pero son opiniones de un empresario que, si le
dejaran las manos libres, naturalmente iniciaría líneas de
negocio en Canarias que no han tenido lugar y que están un
poco a la espera de lo que resulte de las regulaciones futu-
ras.

¿Por qué no hay más ofertas en la comunicación Cá-
diz-Canarias? Es un poco lo mismo, porque estamos espe-
rando a ver qué pasa con el futuro contrato con el Estado,
y también a ver qué pasa con la regulación de las admi-
nistraciones canarias; es decir, ¿qué ocurrirá cuando ten-
gamos despejado el marco jurídico de ambos escenarios?
¿Podremos decidir si aumentamos la inversión en el trá-
fico Cádiz-Canarias mediante la incorporación de alguna
unidad nueva al mismo? Yo soy partidario de invertir en
flota y creo que el futuro está en manos de las compañías
que tengan flota renovada y flota nueva, y si por mí fuera
ya habría hecho esa inversión, pero comprenda que nos
encontramos un poco atados de pies y manos ante un in-
cierto futuro jurídico que se despejará en los meses veni-
deros, y muy concretamente durante este trimestre. Es-
pero que en una próxima comparecencia pueda celebrar
que se ha solucionado de la forma que yo digo cuanto
acabo de exponer.

Me decía el señor Carreño, del Grupo Popular, que una
de las labores sería incitar el celo de SS. SS. para que las
percepciones de 1996 y 1997 se reciban por parte de la
compañía o se liquiden por parte del Estado lo antes posi-
ble. Le devuelvo la pelota al señor Carreño: ayúdeme a que
esas liquidaciones se efectúen cuanto antes mejor, porque
irá en beneficio de la compañía. Pero ayúdenme también,
señorías, los grupos parlamentarios, para que de la tramita-
ción presupuestaria en esta Cámara y en la Cámara Alta
salga un presupuesto que permita celebrar un contrato en
el futuro que cubra las necesidades de la Compañía Tras-
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mediterránea y sirva para que el servicio que se presta
pueda mejorarse.

Nada más, señor presidente, y muchísimas gracias por
su paciencia.

El señor PRESIDENTE: Esta intervención final del
señor Trías de Bes ha sido suficientemente detallada para
contestar absolutamente a todas las preguntas. Vamos muy
retrasados en las comparecencias, por lo cual voy a dar un
minuto parlamentario, que en ningún caso sería más de tres
minutos de reloj, para el que quiera intervenir, pero, insisto
como siempre, no para reabrir el debate, sino para algún
tema que haya quedado olvidado o alguna consideración.

Señor Segura, tiene la palabra.

El señor SEGURA CLAVELL: Soy consciente de que
nos encontramos prácticamente cerca del mediodía, que hay
diferentes comparecientes a continuación y que estamos si-
multaneando diferentes comisiones en una mañana muy ata-
reada de este miércoles. En consecuencia, agradeciendo la
posibilidad que me da el presidente, con esa diferenciación
de las cualificaciones del tiempo —tiempo real, tiempo si-
déreo y tiempo parlamentario—, voy a hacer uso del tiempo
parlamentario para hacer dos o tres matizaciones.

Reconozco y agradezco con toda sinceridad el hecho de
que el presidente de la Compañía Trasmediterránea haya
intentado, en la medida de sus posibilidades, disponibili-
dad de tiempo y de datos, contestar en estos momentos a la
mayor cantidad de preguntas que le he formulado. Otras,
como ha indicado, las contestará por la vía que estime
oportuno. Seguiremos un análisis permanente de la evolu-
ción de la compañía, porque nos interesa el tráfico marí-
timo en España. Pero hay dos matizaciones. En primer lu-
gar, cuando yo hice referencia a la posibilidad de perder
9.000 puestos de trabajo no fue un comentario ligero, su-
perficial derivado de una improvisación. La Comisión de
las Comunidades Europeas encargó en España a un equipo
multidisciplinar integrado por diferentes departamentos de
diferentes universidades españolas un estudio, y ese estu-
dio académico, en síntesis, alerta sobre la posibilidad de
perder 86.000 millones de pesetas en concepto de pérdidas
de ingresos por fletes y en indemnizaciones por despidos
en las industria auxiliar al propio transporte marítimo. Y a
este costo se le tendría que añadir la pérdida aproximada-
mente de 9.000 puestos de trabajo en empresas navieras y
en otros sectores relacionados. También dice el estudio que
se prevé que en los territorios insulares, incluyendo Ceuta
y Melilla, se pierdan más de 1.900 empleos en empresas
navieras e industrias auxiliares. A este impacto se ha de su-
mar el que produjo la primera fase de la liberalización en
cumplimiento de la entrada en vigor del reglamento
3.577/1992 y la situación del mercado, según apuntan los
elaboradores de ese informe.

Consiguientemente, se trata de un informe académico,
que intuyo riguroso, y que no se podría imputar a un co-
mentario ligero. Trae infinitos datos de otra índole a los
que no he querido hacer referencia. Y enmarcado en ese
planteamiento le hice el comentario de que en España nos
preocupa y hay que mirar con mucho rigor la evolución

progresiva y paulatina del impacto de las medidas de libe-
ralización del tráfico marítimo.

Segunda matización, señor presidente. Le dije que nos
producía estupor —o utilicé un término equivalente— las
decisiones que se toman en la reconversión de determina-
dos buques muy modernos; concretamente, el Las Palmas
de Gran Canaria y el Santa Cruz de Tenerife, que fueron
buques que empezaron a navegar en el año 1993 (es decir,
buques muy jovencitos con tan sólo cuatro años de vida),
se diseñaron dentro de un plan de inversiones de más de
30.000 millones de pesetas de la compañía, que hoy afor-
tunadamente disfruta de una situación de privilegio com-
petitivo gracias a esas inversiones. Esos buques ro-pax,
con una capacidad de carga y de pasaje, con unas tripula-
ciones, con unas características en el sistema de propul-
sión, se diseñan para una determinada función, y de pronto
se reconvierten, se sacan de las rutas interiores en la co-
munidad canaria y se multiplican por dos y por tres la ca-
pacidad de butacas, pero no se incrementa el personal.
Hasta las propias escaleras —que no es tema a hablar
aquí— tienen unas dimensiones que impiden pasar de una
cubierta a otra sin que se crucen dos personas, y esto desde
el punto de vista de la seguridad marítima es un tema serio.

Yo le matizaría al presidente de Trasmediterránea bas-
tante comentarios que ha hecho en contestación a las pre-
guntas que le formulé, que son susceptibles de discusión.
Insisto, el tiempo está agotado. He puesto estos dos ejem-
plos, y lo único que quisiera es que usted supiese que el
Grupo Parlamentario Socialista va a estar permanente-
mente en el ejercicio leal de oposición al seguimiento de la
compañía en lo que se refiere a los puestos de trabajo, a la
potenciación de unidades como la del puerto de Algeciras,
donde juega un papel fundamental, ya que es previsible-
mente uno de los puertos más importantes de Europa, no
solamente en el tráfico con el continente africano, sino de
potenciación de entradas de mercancías en nuestro país. Y
no dude de que vamos a seguir estando en contacto con los
diferentes comités de empresa a través de nuestros dipu-
tados en las distintas circunscripciones.

Señor presidente, la última cuestión. De las muchas
preguntas que le formulé le hice una que me ha sorpren-
dido el matiz de su contestación, y quiero aclarárselo. He
leído en prensa que un grupo de accionistas ha llevado a
cabo una actuación de naturaleza judicial contra la compa-
ñía, y desconozco su contenido, y al contestarme a esa pre-
gunta usted me dice que quizás yo conozca a los accionis-
tas. Señoría, por mi labor docente en una escuela de náu-
tica en este país durante más de veinte años puedo presu-
mir de que conozco a todos los capitanes, jefes de má-
quina, primeros y segundos oficiales, y tripulantes de todas
las flotas españolas; en consecuencia, no sé a qué se podía
usted referir, ¿a esas buenas relaciones personales que
mantengo con personal de la flota?

El señor PRESIDENTE: Señor Rivero, tiene la pala-
bra muy brevemente.

El señor RIVERO BAUTE: Muy brevemente, señor
presidente.
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Simplemente dos precisiones. A mí me hubiera gustado
que el señor Trías me hubiera contestado si la compañía
tiene evaluado cuál es el dinero que necesita de subven-
ción del Estado para, en el marco del nuevo concurso que
se pretende abrir, poder mantener esos criterios de rentabi-
lidad, entre otras cosas porque entendíamos que podíamos
echar una mano en el proceso de aprobación de los presu-
puestos, ya que los 800 ó 900 millones de pesetas son in-
suficientes. Coalición Canaria entiende que debe de haber
3.000 y por eso ha presentado una enmienda en ese sen-
tido, pero no sabemos si nos estamos pasando por arriba o
nos estamos quedando cortos. Simplemente era por ayu-
darle a alcanzar esos objetivos que tiene la empresa.

Para que la comparecencia no se quede sólo en una
cuestión de fuegos artificiales y poco práctica, entendemos
que los mayores retos que en estos momentos tiene plan-
teados el tráfico marítimo deben centrarse en despejar dos
incógnitas: una me parece que está adecuadamente canali-
zada por parte de la dirección de la empresa, y es la mo-
dernización de la misma para ponerla en situación de com-
petitividad; y el segundo gran reto es para el servicio que
presta con los territorios alejados, donde hay que combinar
los criterios que antes decía de rentabilidad con los crite-
rios sociales; ahí es necesario sensibilizar por parte del Go-
bierno y de todos los grupos políticos. La sensibilidad de
los grupos políticos que se sientan en este Congreso ya se
ha manifestado en el mes de mayo con una moción apro-
bada por unanimidad por todos ellos; la del Gobierno es-
peramos que se plasme con las aportaciones necesarias en
los Presupuestos Generales del Estado. Confiamos en que
en la Comisión bilateral Canarias-Estado que se ha creado
se puedan despejar todas esas cuestiones que garanticen,
no solamente para Canarias sino para Ceuta, Melilla y Ba-
leares, los itinerarios, las frecuencias, la calidad de los ser-
vicios y —lo que es más importante— los precios que en
un régimen liberalizado como en el que vamos a entrar no
pueden estar al libre albedrío de la libre competencia.

El señor PRESIDENTE: Señor Trías, tiene la palabra
muy brevemente para contestar estas últimas intervencio-
nes.

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑÍA TRAS-
MEDITERRÁNEA (Trías de Bes i Serra): Contestaré al
señor Segura muy brevemente. No dudo de los datos que
maneja S. S., estoy seguro de que son buenos. Por la expe-
riencia que yo tengo sé que siempre acude a las comisiones
muy documentado, y en absoluto pongo en cuestión los pa-
peles que maneja. Lo único que puedo precisar es que en
su segunda intervención usted ha atinado mucho más, ha
hablado de 1.900 puestos de trabajo en España no sólo de
navieras sino de todos los negocios que rodean el trans-
porte marítimo. No conozco el informe, pero podríamos
estar de acuerdo en esas cifras, que como es obvio siempre
son opinables. Ya no son 9.000, sino 1.900 puestos de tra-
bajo que afortunadamente no se refieren a nuestra empresa
sino a todo en su conjunto. Para no alargar esta discusión,
porque sería absurdo, únicamente le voy a decir que en los
últimos quince años España ha perdido el 75 por ciento de

su flota. No lo atribuyo a la etapa anterior de gobierno, me
estoy refiriendo a un dato absolutamente objetivo debido
posiblemente a las condiciones generales del mercado y al
factor que han jugado los segundos registros, las banderas
de conveniencia, etcétera; es decir, luchar contra esos ele-
mentos ha sido muy difícil, y lo cierto es que España ha
perdido tonelaje importante en los últimos quince años.
Habría que tomar medidas para que no desapareciera lo
que nos queda, y en eso es en lo que estamos.

En cuanto al diseño de los buques, reafirmo que los bu-
ques de una empresa han de tener un carácter fundamental,
que es su polivalencia; es decir, han de ser buques que sean
de posible utilización en otros trayectos según las conve-
niencias comerciales y mercantiles. Cumplimos las nor-
mas de seguridad incluso en las remodelaciones, donde
tiene su explicación el aumento de la capacidad de butacas,
por ejemplo, y si quiere luego lo hablamos detenidamente.

A Coalición Canaria quiero agradecerle su interven-
ción, porque me facilita mucho más las cosas. En un con-
trato con el Estado para cubrir los servicios que otra em-
presa privada no cubriría en el supuesto de que fuese total-
mente libre, el importe de 1.500 millones de pesetas sería
suficiente para cubrir los servicios esenciales. Estoy extra-
yendo de ellos lo que significa carga, que se liberaliza ab-
solutamente, estoy hablando de transporte de pasajeros
para cubrir los itinerarios esenciales y deficitarios en épo-
cas de temporalidad baja.

Respecto al tráfico intercanario, que es el gran deficita-
rio, estamos hablando de más dinero, y quizá las cifras bai-
len porque usted ha hablado de 3.000 millones. Creo que
los trayectos deficitarios que hoy cubre Trasmediterránea
en Canarias podrían ascender a 2.800 millones de pesetas.
Es una cifra que lanzo así porque se ha barajado la canti-
dad de 3.000, y de ahí viene. Yo creo que 2.800 en Cana-
rias serían suficientes, y para el resto de tráficos del Es-
tado, 1.500 millones de pesetas sería lo necesario para im-
plementar esa partida de 900 que hoy obra en los Presu-
puestos Generales del Estado.

Nada más, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Suspendemos la sesión du-
rante unos instantes para pasar a la segunda comparecen-
cia.

— COMPARECENCIA DE LA SEÑORA PRESI-
DENTA DE LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA DE
MUNICIPIOS Y PROVINCIAS (FEMP) PARA
EXPLICAR LA POSICIÓN DE DICHA FEDE-
RACIÓN ANTE EL PROYECTO DE LEY DEL
SUELO, APROBADO POR EL CONSEJO DE
MINISTROS EL DÍA 23 DE MAYO DE 1997. A
SOLICITUD DEL GRUPO SOCIALISTA DEL
CONGRESO (Número de expediente 212/000715).

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión.
Con un retraso por el que pido perdón a todos y muy es-

pecialmente a la compareciente, pero los que asisten a esta
Comisión saben que es inevitable que así ocurra, pasamos

– 9300 –

COMISIONES 29 DE OCTUBRE DE 1997.–NÚM. 315



a la comparecencia que se había pedido de la presidenta de
la Federación Española de Municipios y Provincias ante
esta Comisión para explicar la posición de dicha federa-
ción ante el proyecto de ley del suelo, aprobado por el
Consejo de Ministros el día 23 de mayo de 1997. Esta
comparecencia había sido pedida por el Grupo Socialista.

Tenemos con nosotros no a la presidenta de la Federa-
ción Española de Municipios y Provincias, sino a doña
Luisa Fernanda Rudi, presidenta de la Comisión de Urba-
nismo de esta Federación, y que parece, lógicamente, que
es la más indicada para poder hacer esta comparecencia.
Le damos la bienvenida, como hacemos siempre, y en este
caso —vuelvo a insistir, lo mismo que en la comparecen-
cia anterior— muy especialmente, porque esta casa ha sido
su casa durante muchos años y ella la conoce muy bien.
Por ello, vamos a comenzar la comparecencia con la inter-
vención de doña Luisa Fernanda Rudi que tiene la palabra.

La señora PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE
URBANISMO DE LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA
DE MUNICIPIOS Y PROVINCIAS (Rudi Úbeda): Se-
ñorías, buenos días.

En primer lugar, permítanme mostrar mi satisfacción,
mi alegría por estar en esta casa nuevamente, como bien
recordaba el presidente de la Comisión, en la cual he tra-
bajado a lo largo de 10 años, aunque en estos momentos
venga en mi condición de miembro de la Federación Espa-
ñola de Municipios y Provincias, a la cual pertenezco, ló-
gicamente, por mi condición actual de alcaldesa.

Señorías, como todos ustedes saben —y voy a intentar
hacer mi primera intervención lo más rápidamente posible
como consecuencia del retraso por la marcha de la Comi-
sión—, la Federación Española de Municipios y Provin-
cias es una asociación nacional que aglutina la práctica to-
talidad de las diputaciones provinciales y cabildos insula-
res y a más de 5.000 municipios españoles. (El señor vice-
presidente, Morlán Gracia, ocupa la Presidencia.) De-
sarrolla, fundamentalmente, un papel de representación y
defensa de los intereses generales de los entes locales ante
otras administraciones públicas y tiene una tradición en su
funcionamiento —y voy a insistir porque en distintas oca-
siones reiteraré lo mismo—, desde su creación en junio de
1980, de unidad y de consenso en la toma de decisiones.
¿Por qué insisto en lo del consenso en la toma de decisio-
nes? Porque, indudablemente, al ser una asociación plural,
donde estamos representados creo que algo más de 5.000
ayuntamientos, que lógicamente cada uno de ellos tiene
gobiernos pertenecientes a distinto signo político, el espí-
ritu de la FEMP, desde su creación —y aquí está uno que
fue de los primeros presidentes de esa federación y seguro
que lo conoce mucho mejor que yo—, es intentar en todo
momento defender los intereses municipales cuando hay
discrepancias políticas, que lógicamente las hay, llegando
al mínimo común de acuerdo posible. Éste ha sido el espí-
ritu con el cual se ha trabajado para conseguir un docu-
mento que todos ustedes tienen y al que luego haré refe-
rencia, en el cual se fija la posición oficial de la Federación
Española de Municipios y Provincias con respecto al pro-
yecto de ley del suelo.

Como les decía, comparezco ante SS. SS. para exponer
las posiciones que mantiene la FEMP en materia de urba-
nismo en un momento de singular importancia, como es el
que representa la tramitación parlamentaria del proyecto
de ley del suelo y valoraciones.

Sus señorías conocen que en los últimos meses se ha
producido un cambio radical en el panorama urbanístico
normativo español. En primer lugar, la aprobación de la
ley de medidas liberalizadoras, resultado de la tramita-
ción como proyecto de ley del Real Decreto-ley 5/1996,
de 7 de junio y, en segundo lugar, indudablemente, la
aparición de la sentencia del Tribunal Constitucional so-
bre la Ley 8/1990 y el texto refundido de 1992. En estas
circunstancias, por último, aparece también la remisión
por parte del Gobierno a las Cortes Generales del pro-
yecto de ley del suelo y valoraciones que hoy me trae
ante esta Comisión.

Estos tres hechos, que podemos definir como auténticos
acontecimientos de enorme trascendencia tanto en el as-
pecto normativo como en el del departo competencial, pro-
ducen el efecto inmediato de plantear la urgencia de clari-
ficar dicho panorama normativo, fundamentalmente en
dos direcciones. Por una parte, la necesaria elaboración de
una legislación estatal que regule las competencias que co-
rresponden al Estado, de acuerdo con el contenido de la
sentencia del Constitucional, y en este sentido al Estado le
compete regular cuestiones de primer orden como son el
derecho de propiedad sobre el suelo, su clasificación y el
régimen de valoraciones. Por otra, y no de menor impor-
tancia para los ayuntamientos, y en concordancia así-
mismo con la propia sentencia, la necesidad de que las co-
munidades autónomas que carecen de legislación en mate-
ria de suelo procedan a elaborar y aprobar sus correspon-
dientes leyes, y en el caso de las comunidades autónomas
que disponen o disponían ya de legislación urbanística
propia, que procedan a su adaptación al fallo constitucio-
nal.

Con su sentencia del 20 de marzo, el Tribunal Constitu-
cional, tras siete años de espera, ha dado por concluida una
prolongada incertidumbre sobre las nuevas vías autonómi-
cas del urbanismo español, pronunciándose acerca de la
constitucionalidad del texto refundido a que hacía referen-
cia de 1992, y declarando, como todos ustedes saben, se-
ñorías, la inconstitucionalidad de una parte sustancial de
sus preceptos por ser contrarios al orden constitucional de
distribución de competencias.

Al limitar el Tribunal Constitucional la competencia le-
gislativa del Estado al ámbito de lo constitucionalmente
atribuido como exclusivo o básico, resulta que el orden
normativo urbanístico vigente ha quedado, a nuestro modo
de ver, de la siguiente manera. En primer lugar, la legisla-
ción estatal plena o básica contenida en el Real Decreto le-
gislativo 1/1992, que no ha sido cuestionada como tal o
que la sentencia ha considerado constitucional. Por otra
parte, la normativa autonómica propia que cada comuni-
dad autónoma haya podido dictar o dicte en uso de sus
competencias. En tercer lugar, aquellos preceptos del texto
refundido de la Ley del Suelo de 1996 no afectados por la
legislación estatal plena o básica contenida en el Real De-
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creto legislativo de 1992 y declarada constitucional y, por
último, el referido Real Decreto 7/1997, de 14 de abril.

En esta situación, el panorama normativo urbanístico
vigente que les acabo de describir, desde el punto de vista
de la gestión municipal resulta de una gran complejidad e
incluso inseguridad en el momento de decidir su aplica-
ción, pero, indudablemente —y no puedo olvidar que me
dirijo a ustedes en mi condición de alcaldesa y represen-
tante de los responsables municipales—, hay que ejecutar
en última instancia esta legislación y el mayor problema ha
surgido en aquellos ayuntamientos —y ha sido preocupa-
ción de la Federación Española de Municipios y Provin-
cias— con planes generales de ordenación urbana vigentes
que fueron en su momento adaptados al texto refundido de
1992 y que recogen previsiones normativas y de gestión
que ahora carecen de cobertura legal al ser declarada in-
constitucional la normativa estatal en que se basaban, ya
que no están previstos algunos de los instrumentos de ges-
tión en la legislación estatal supletoria de 1976 y no existe
normativa autonómica propia.

En este sentido, carecerían de cobertura legal ciertos
mecanismos de distribución de los beneficios y cargas ge-
nerados por la actividad urbanizadora o determinadas pre-
visiones de cesiones de aprovechamiento por parte de los
propietarios como deberes urbanísticos contemplados por
el planeamiento, puesto que estos instrumentos y técnicas
en el suelo calificado como urbano sólo se contemplaban
en el texto refundido de 1976. Esta coyuntura sitúa a los
ayuntamientos en una situación de auténtica incertidumbre
e inseguridad jurídica, incluso en muchos de ellos, me
consta, se han planteado el problema de determinar si la
declaración de nulidad por inconstitucionalidad de artícu-
los del texto refundido de la Ley del Suelo de 1992 con-
lleva la nulidad de los actos dictados en su ejecución o
cumplimiento.

A modo de recapitulación de lo anteriormente ex-
puesto, a la luz de la normativa vigente que se configura a
partir de la sentencia del Constitucional de 20 de marzo de
1997 se concreta y clarifica el mapa de competencias en
materia de suelo y urbanismo y queda constatada la nece-
sidad de disponer con urgencia de una legislación urbanís-
tica completa, tanto en el ámbito estatal como en el auto-
nómico. Pues bien, a las comunidades autónomas, y aun-
que éste no sea su foro, compete en exclusiva emanar nor-
mas sobre la ordenación urbanística. La reacción de estas
comunidades, que carecían de legislación propia en esta
materia anterior a la publicación de la sentencia del Tribu-
nal Constitucional, está siendo hasta la fecha bien dife-
rente, aunque podríamos afirmar que la mayoría intentan
cubrir con la mayor rapidez posible el vacío creado por el
fallo del Constitucional.

Por ello, desde la Federación Española de Municipios y
Provincias entendemos como positivo el hecho de que el
Gobierno haya dado respuesta con prontitud a esta necesi-
dad presentando un proyecto de ley —y me refiero al ob-
jeto de presentarlo, de su contenido posteriormente ha-
blaré— que trata de desarrollar y regular sin demora las
competencias que le corresponden, así como también se ha
acogido con satisfacción la respuesta que desde la mayor

parte de las comunidades autónomas se está dando en este
mismo sentido.

Precisamente por ello consideramos que el momento
actual puede ser propicio, desde el punto de vista funcio-
nal, para retomar la reflexión sobre el necesario desarrollo
de la dinámica descentralizadora desde las comunidades
autónomas y desde la Administración central hacia los mu-
nicipios en materia de urbanismo, suelo y vivienda. En
efecto, nos encontramos con que el pronunciamiento del
Tribunal Constitucional, como hemos visto, supone la re-
serva prácticamente exclusiva de la política en materia de
suelo a las comunidades autónomas y deja en manos del
Estado normas básicas o de carácter muy genérico.

En este ámbito es donde cobra fuerza la propuesta de
descentralización de competencias urbanísticas que la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias defiende en
el marco de lo que denominamos pacto local, que debe cul-
minar en un proceso de redefinición competencial que
conlleva optar por un sistema flexible y moderno de atri-
bución de las mismas a la administración más cercana al
ciudadano, la plasmación del concepto de autonomía local
entendida como la posibilidad de ejercer sus competencias
bajo su propia responsabilidad, sin tutelas ni injerencias
externas.

El principio de subsidiariedad se ha convertido en los
últimos tiempos en un verdadero lei motiv de toda refle-
xión acerca del ámbito de intervención de las entidades lo-
cales. La introducción de este principio por el Tratado de la
Unión Europea ha dado pie a una fuerte corriente de opi-
nión que entiendo trasladable al ámbito intraestatal, y no
sólo para hacerlo valer como criterio de la distribución
competencial en favor de las comunidades autónomas que
ya cuentan con los mecanismos de determinación específi-
cos, sino también para reforzar el principio de descentrali-
zación que debe dar contenido a la autonomía local en el
sentido anteriormente expuesto. Pues bien, una vez clarifi-
cado, tras la sentencia, el reparto de competencias, es
claro, por tanto, que al atribuir la competencia normativa
con carácter exclusivo sobre las materias de ordenación
del territorio y de urbanismo a todas las comunidades au-
tónomas de acuerdo con el texto constitucional, parece,
como digo, congruente que gran parte de las cuestiones re-
lativas a la descentralización de competencias urbanísticas
en los municipios encuentren acogida por parte de los le-
gisladores estatales o autonómicos en su caso y se vean
plasmados en los futuros textos legislativos.

En concordancia con el contenido y consecuencias in-
mediatas de la sentencia del Tribunal Constitucional, será
necesario acomodar las actuaciones urbanísticas munici-
pales a la nueva situación.

Pero, indudablemente, en estos momentos, para la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias resulta
prioritario urgir a las comunidades autónomas carentes de
legislación en materia de suelo y también al parlamento
para que procedan a la elaboración y aprobación de sus co-
rrespondientes leyes de modo inmediato, así como aque-
llas comunidades autónomas que han legislado en estos
años a que procedan a su adaptación el actual panorama
normativo en beneficio de una mayor seguridad jurídica,
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de manera que permita paliar la desregulación en una ma-
teria como es la del urbanismo que afecta de forma tan di-
recta a la gestión de las corporaciones locales.

En este contexto se debe aprovechar la actual coyun-
tura, que conllevará en los próximos meses la promulga-
ción de una nueva ley del suelo estatal y de las autonómi-
cas, para proceder a la revisión a fondo de la distribución
competencial en esta materia. Es el momento de incorpo-
rar a los nuevos textos normativos, por parte de los legisla-
dores tanto estatales como autonómicos, las reivindicacio-
nes del pacto local, entendemos desde la FEMP. Creemos
que no podemos perder la oportunidad que nos brinda este
período y a la luz del dibujo de la distribución competen-
cial entre Estado y comunidades autónomas que se perfila
para conseguir que el proceso de descentralización de
competencias urbanísticas comience a concretarse en el
desarrollo de la legislación estatal y autonómica.

Este proceso debe concretarse, a nuestro juicio, en la
consecución, entre otros, de los siguientes objetivos que
afectan al ámbito competencial de las corporaciones loca-
les en materia de urbanismo, y me van a permitir SS. SS.
que aunque de manera muy breve aproveche para enume-
rar los aspectos que desde la FEMP entendemos priorita-
rios a fin de conseguir su incorporación en la futura legis-
lación.

En primer lugar, la promoción definitiva del planea-
miento urbanístico en aras a conseguir primar el principio
de subsidiariedad para ganar eficacia, rapidez y coordina-
ción administrativa, en este sentido, es hora de que la apro-
bación definitiva de las figuras que corresponden al
planeamiento de desarrollo sea competencia de las corpo-
raciones locales; la atribución a los municipios de la com-
petencia sobre autorizaciones de obras en suelo no urbani-
zable; competencia municipal en la aprobación de expe-
dientes de tasación conjunta y de urgente ocupación; su-
presión de licencias distintas a las municipales y participa-
ción en el dominio público estatal y autonómico; la re-
forma de los jurados provinciales de expropiación para
conseguir una mayor profesionalización de los mismos y
una mejor coordinación con las actuaciones municipales;
la atribución a los ayuntamientos de competencias en la
promoción y gestión de vivienda pública, en especial la
gestión de ayudas para la rehabilitación de los centros his-
tóricos; el reconocimiento a los ayuntamientos del ejerci-
cio de derecho de tanteo y retracto para la adquisición de
vivienda de promoción pública, y, octavo, el informe pre-
ceptivo municipal en los planes de infraestructuras estata-
les y autónomas.

Debo decirles, señorías, que estos ocho puntos que
acabo de enumerar corresponden al documento que desde
la Federación Española de Municipios y Provincias se re-
mitió en su día al Ministerio para las Administraciones Pú-
blicas y se está negociando con el Gobierno para llevar
adelante lo que se ha venido en denominar el Pacto local. 

Aunque afecte de una manera tangencial al contenido
de mi exposición, aprovecho para recordar a SS. SS. que
en estas negociaciones entre la Federación Española de
Municipios y Provincias y el Ministerio para las Adminis-
traciones Públicas hay ya un amplio principio de acuerdo

en lo que respecta a las competencias que están en poder
de la Administración central, que lógicamente es sobre las
que puede decidir el Gobierno central. Hay un segundo
bloque también importante en materia urbanística, como
he ido apuntando, que está en poder de las comunidades
autónomas, y desde la Federación Española de Municipios
y Provincias entendemos que se debería residenciar en la
Administración local; esa negociación no es bilateral entre
Federación Española de Municipios y Provincias y Go-
bierno, sino que tendrá que ser una negociación entre par-
tidos políticos que posteriormente se vea refrendada en el
Parlamento, tanto en el Congreso y en el Senado como en
los parlamentos autonómicos.

Ya que en estos momentos tengo la oportunidad de es-
tar en el Congreso de los Diputados hablando en nombre
de la Federación Española de Municipios y Provincias, en-
carezco a todos los grupos políticos que sean ágiles, si es
posible, en la consecución de ese acuerdo de desarrollo de
Pacto local. Todos los que nos movemos en la política lo-
cal y todos los ayuntamientos, seamos del color que sea-
mos, estaremos encantados de que se aplique, por fin, el
principio de subsidiariedad y tengamos el rediseño o el di-
seño completo de lo que debe ser la administración en Es-
paña.

Dicho todo esto, voy a entrar a detallar el documento al
que hacía referencia en un principio. Es un documento que
fue remitido desde la Federación Española de Municipios
y Provincias a los grupos parlamentarios, creo que ha sido
en septiembre, y recoge el contenido por el cual hemos
sido capaces de alcanzar un consenso dentro de la federa-
ción.

Si me permiten, señorías, para que tengan la idea un
poco más clara de cómo se ha llegado a este consenso 
—puesto que el documento lo tienen en su poder y su-
pongo que todos los grupos lo habrán estudiado y lo cono-
cen— les voy a explicar cuál ha sido el proceso de elabo-
ración del mismo, que lógicamente aparece reflejado en
las actas de las distintas reuniones que en el seno de la fe-
deración, tanto en la Comisión de urbanismo como en la
Comisión ejecutiva, se han ido produciendo.

En primer lugar, hubo una reunión de la Comisión de
urbanismo de la Federación Española de Municipios y
Provincias el 24 de febrero de 1997 en la que se acordaron,
entre otros, los siguientes acuerdos: dirigirse al Ministerio
de Fomento y trasladar allí la disposición de los responsa-
bles municipales para conocer y debatir el texto del borra-
dor de la nueva ley del suelo. Teníamos noticia de que
existía un borrador y ése fue el primer punto de acuerdo. El
segundo punto de acuerdo fue constituir un grupo de tra-
bajo integrado por técnicos representantes de ayuntamien-
tos de perfil diverso, puesto que, como les decía en un
principio, y sigo insistiendo en ello, la Federación Espa-
ñola de Municipios y Provincias es una asociación de ca-
rácter plural. A este grupo de técnicos se le encargó elabo-
rar un documento básico que analizara los aspectos más re-
levantes y de mayor incidencia en materia de urbanismo,
suelo y vivienda, de acuerdo con el diagnóstico que se
pueda realizar desde el punto de vista de la gestión y com-
petencias municipales.
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En el seno de la Comisión de urbanismo fue creado,
como les decía, un grupo de trabajo integrado por técnicos
de ayuntamientos que forman parte de dicha comisión y
designados de acuerdo a la correspondiente representación
política de la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias, resultado de las últimas elecciones municipales.
La relación proporcional de la composición del grupo de
trabajo que tiene la Comisión ejecutiva de la FEMP y, por
tanto, todas las comisiones de trabajo, fue la siguiente: tres
técnicos de ayuntamientos gobernados por el Partido Po-
pular que respectivamente fueron Madrid, Pontevedra y
Soria; dos técnicos de ayuntamientos gobernados por el
Partido Socialista Obrero Español, que correspondieron a
Barcelona y Corvera, Asturias; uno de Izquierda Unida,
que corresponde al Ayuntamiento de Coslada, en Madrid,
y uno de Coalición Canaria, que corresponde al Ayunta-
miento de Telde, en Gran Canaria.

A dicho grupo, coordinado por los servicios técnicos de
la Federación, se le encargó la elaboración de un estudio,
lógicamente técnico, en una doble vertiente: por una parte,
la incidencia en la gestión municipal de las medidas libe-
ralizadoras en materia de suelo aprobadas durante el úl-
timo año y, por otra parte, avanzar en el sentido de las po-
sibles propuestas por parte de la FEMP en la futura nueva
ley del suelo. Cuando este grupo de técnicos estaba traba-
jando se dio a conocer el fallo del Tribunal Constitucional
sobre el texto refundido de 1992, por cuya incidencia se in-
corporó a los análisis de dicho grupo la repercusión de la
sentencia.

Siguiendo con la relación cronológica, el 13 de marzo
de 1997 el Ministerio de Fomento, contestando a la peti-
ción de la FEMP, remitió de forma oficial el texto del de-
nominado borrador del anteproyecto de la nueva ley del
suelo. Copia del mismo fue distribuida a todos los miem-
bros de la Comisión ejecutiva y a todos los integrantes de
la Comisión de urbanismo y patrimonio histórico artístico.

El día 21 de abril de 1997 hubo una nueva reunión de la
Comisión de urbanismo de la FEMP, en la cual se adopta-
ron los siguientes acuerdos. Con respecto a la incidencia
de la sentencia del Tribunal Constitucional, en primer lu-
gar, dirigirse a los responsables del Ministerio de Fomento
con el fin de solicitar una clarificación a la mayor brevedad
posible referente a la situación en que se encuentra la le-
gislación aplicable y el vacío legal en el que podían estar
en ese momento los municipios que hubiesen aplicado téc-
nicas urbanísticas que se sustentaban en artículos que ha-
bían sido declarados inconstitucionales. Asimismo, se
acordó solicitar un dictamen jurídico que pudiera servir de
pauta de actuación a los municipios. En tercer lugar, la
FEMP instó a las comunidades autónomas carentes de le-
gislación en materia de suelo para que procediesen a ela-
borar y aprobar sus correspondientes leyes para cubrir el
vacío legal, como les comentaba hace un momento.

Respecto a la otra parte del trabajo, la nueva legislación
urbanística, en aquella comisión se llegó a un acuerdo,
constatado que en el período transcurrido desde mediados
de marzo hasta el 21 de abril los técnicos habían trabajado
por el método de ponencias, y las posturas de los distintos
ponentes se fueron perfilando y ajustando con el fin de

concretar un posicionamiento común que pudiera ser asu-
mido, en su caso, por los responsables políticos de la
FEMP. Fruto de los diversos documentos y posiciones
mantenidas en un intento de consenso, se elaboró un in-
forme relativo a la posición de los ayuntamientos en
cuanto a la nueva legislación urbanística, con el título de
«Comentarios al borrador del anteproyecto de nueva ley
del suelo».

En esa misma reunión de la Comisión de urbanismo, el
director general de la Vivienda, Arquitectura y Urbanismo,
don Fernando Nasarre, compareció ante la Comisión para
dar explicaciones y dedicó gran parte de su intervención el
análisis de la sentencia del Tribunal Constitucional y la le-
gislación hasta ese momento vigente y también la inciden-
cia de esa sentencia en el texto del borrador del antepro-
yecto de ley del suelo sobre el cual la propia federación es-
taba ya trabajando. En ese sentido, reconoció que el texto
del borrador tenía que ser modificado y adaptado con-
forme al fallo del Tribunal Constitucional y se comprome-
tió a remitir a la FEMP, como así lo hizo posteriormente, el
nuevo texto.

Por último y por no hacer muy largo a SS. SS. el relato
de todo el proceso de gestación del documento de con-
senso, les diré que, tras una reunión intermedia del 26 de
mayo de 1997, el 21 de julio, en la sesión de la Comisión
de Urbanismo de la FEMP, se analizó el último docu-
mento, porque indudablemente los técnicos habían ido ela-
borado distintos documentos que habían sido analizados
por los políticos, y aprobó, por unanimidad de todos sus
miembros, el documento de enmiendas, las últimas aporta-
ciones al proyecto de ley del suelo y valoraciones. Este do-
cumento tenía su base, en primer lugar, en el que habían
confeccionado los técnicos, revisados y asumido en parte
por los políticos, como no podía ser de otra manera, y tam-
bién con las últimas aportaciones que en esa Comisión 
realizaron un concejal de Granada en relación a los muni-
cipios con centros históricos y zonas degradadas y el al-
calde de Telde con relación a los territorios insulares, que
fueron incorporados al texto aprobado por la Comisión.

Como es norma de funcionamiento en la Federación
Española de Municipios y Provincias, el documento de
enmiendas al proyecto de ley del suelo y valoraciones,
aprobado por unanimidad por la Comisión de Urba-
nismo, como suele hacerse cuando se están analizando
en el Parlamento proyectos de ley que afectan a corpora-
ciones locales, fue aprobado posteriormente, creo recor-
dar que en el mes de septiembre, por la Comisión Ejecu-
tiva de la propia Federación Española de Municipios y
Provincias y remitido a todos los portavoces de los gru-
pos parlamentarios antes de la aprobación definitiva por
la Comisión Ejecutiva, pero no sufrió ninguna modifica-
ción, por cuanto en la Federación se tenía noticia de que
el plazo de enmiendas iba a finalizar en esas fechas de
julio, aunque posteriormente fue ampliado, como uste-
des saben mejor que yo. Ésta fue la génesis del docu-
mento de consenso, que contiene las enmiendas que to-
dos los grupos integrantes de la Federación Española de
Municipios y Provincias hemos sido capaces de entender
como comunes.
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No se les escapará que, al ser un organismo de compo-
sición política plural, en algunos aspectos era sencillo lle-
gar al consenso o la unanimidad, puesto que tenían menos
componente político, más componente técnico y, en tanto
en cuanto todos los que estamos allí lo vemos desde el as-
pecto de la Administración local y hacemos política en la
Administración local, era fácil llegar al consenso. Sin em-
bargo, todos los proyectos de ley tienen un contenido polí-
tico que no se les escapará; de la misma manera que en el
Parlamento, en muchas ocasiones, no llegan a acuerdos, en
la FEMP también teníamos el mismo planteamiento, es de-
cir, había aspectos sobre los cuales los distintos represen-
tantes de los ayuntamientos, que pertenecemos a distintos
partidos políticos, no nos poníamos de acuerdo.

Siguiendo ese espíritu de consenso al que hacía referen-
cia al principio de mi intervención, que ha sido el que ha
pervivido desde el fundación de la Federación Española de
Municipios y Provincias, se llegó a alcanzar ese mínimo
común, como lo hemos denominado, que todos ustedes tie-
nen en su poder y que es la posición oficial de la Federa-
ción Española de Municipios y Provincias con respecto al
contenido de la Ley del suelo. Insisto en que de esa posi-
ción oficial se dio traslado al Parlamento. Cuando estába-
mos realizando aquel trabajo, ya hubo algunas cuestiones
que remitimos al Ministerio, aunque no había acuerdo de-
finitivo, pero sí se vislumbrada en las líneas de trabajo. En
el segundo borrador, hubo alguna sugerencia de la Federa-
ción Española de Municipios y Provincias que ya fue in-
corporada por el propio Gobierno al proyecto de ley. En
cualquier caso, insisto, una vez que tuvimos el documento
de consenso y la posición oficial de la Federación Espa-
ñola de Municipios y Provincias, se remitió al Parlamento.

No voy a hacer una descripción exhaustiva de cuáles
son las enmiendas, que afectan a 22 artículos, que la Fede-
ración propone puesto que todos ustedes las tienen, sim-
plemente voy a hacer referencia a alguna de ellas quizá
porque sean los temas que mayor polémica, mayor inci-
dencia, han tenido en los medios de comunicación y en la
opinión pública.

La elaboración de las enmiendas a este proyecto de ley
es de gran trascendencia para el conjunto de las corpora-
ciones locales. Como les decía, se ha realizado con la filo-
sofía del consenso, del diálogo y del acuerdo que intenta-
mos presidan —y hasta ahora se viene consiguiendo— las
actividades de la Federación y con el ánimo de incorporar
al texto de la futura ley la defensa adecuada de los intere-
ses municipales, desde la perspectiva que proporciona la
experiencia en la gestión municipal al aplicar la legislación
urbanística ahora vigente y la labor y el esfuerzo realiza-
dos por parte de los ayuntamientos en estos años.

La primera enmienda a la que quiero hacer referencia es
respecto al porcentaje de cesión, que ha sido el caballo de
batalla de los distintos grupos políticos. No escapará a la
perspicacia de SS. SS. que éste fue uno de los temas más
conflictivos para que los componentes de la Federación
Española de Municipios y Provincias consiguiésemos lle-
gar a un acuerdo, porque había partidarios de que la cesión
fuera del 10 por ciento, había partidarios de que fuera del
15 por ciento e incluso, como habrán podido analizar por

el contenido de la enmienda, en algún momento se habló
de cesiones menores al 10 por ciento. No ha habido una
posición unitaria y en el texto de enmienda que se ha remi-
tido a SS. SS. se plantea la cesión de aprovechamiento en
un 10 por ciento con carácter general, pero que quepa la
posibilidad de establecer una horquilla entre el 5 y el 15
por ciento en los términos que establezca la legislación au-
tonómica y el planeamiento aplicable. Insisto, no creo que
se escape a la perspicacia de SS. SS. que es una redacción
de consenso para intentar remitir a esta casa una posición
unitaria de la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias; posición unitaria a la que costó trabajo llegar, pero
todos nos sentimos muy satisfechos cuando fuimos capa-
ces de aprobarla por unanimidad.

También se contempla en las enmiendas la posibilidad
de permitir a los entes públicos realizar actuaciones que fa-
vorezcan el interés general, así como incorporar el papel
de otros agentes privados al proceso urbanístico. En este
sentido, los propietarios deberían contribuir, en los térmi-
nos establecidos en las leyes, a la acción urbanística de los
entes públicos, a los que corresponderá, en todo caso, al di-
rección y control del proceso.

Asimismo, el texto de las enmiendas establece que las
cesiones de aprovechamiento a la Administración actuante
deben efectuarse en terrenos urbanizados, a fin de evitar
que unos futuros y previsibles aprovechamientos urbanís-
ticos originen costes actuales reales, a veces muy elevados
y siempre con dificultades presupuestarias, financieras y
contables. No se les escapa a SS. SS. que la financiación de
las corporaciones locales también está en un proceso de re-
visión, que indudablemente no nace ahora. Es decir, las
corporaciones locales tienen un sistema de financiación
que entendemos es insuficiente y hacía ya muchos años
que desde la propia Federación se venía insistiendo en este
tema. Lógicamente, todo lo que incide en financiación de
corporaciones locales produce una gran preocupación a los
administradores de ese nivel.

Por otra parte, también se contempla que las cesiones
de aprovechamiento a la Administración actuante deben
efectuarse en terrenos urbanizados. Desde nuestro punto
de vista, quizá las enmiendas de la FEMP definan el suelo
urbano de una manera más precisa que el texto del pro-
yecto de ley. Desde la Federación, entendíamos que suelo
urbano será aquel que, como mínimo, cuente con acceso
rodado, abastecimiento de agua, evacuación de agua, su-
ministro de energía eléctrica, debiendo tener estos servi-
cios características adecuadas para servir a la edificación
que sobre ellos exista o se haya de construir. También se
consideran urbanos los terrenos que tengan su ordenación
consolidada por ocupar la edificación al menos dos terce-
ras partes de los espacios aptos para la misma, según la or-
denación que el planeamiento general establezca.

Indudablemente, es diferente la visión de los problemas
que genera el urbanismo en la gestión directa del día a día,
que es lo que no nos toca gestionar a los ayuntamientos,
que cuando se está legislando. ¿Por qué se ha intentado
acotar la definición del suelo urbano desde la Federación
Española de Municipios y Provincias? Porque en muchas
capitales nos estamos encontrando con graves problemas
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de núcleos de población —en algunos sitios se llaman pe-
danías, en otros se llaman barrios rurales— que están ge-
nerando construcciones ilegales; no es algo que se haya
generado en este momento, es un problema que lleva doce
o quince años, pero lo vemos con preocupación desde las
corporaciones locales y, sobre todo, pretendemos poder
evitar que siga creciendo en la misma dirección.

En cuanto a la definición de suelo no urbanizable, se
propone la condición de que sean terrenos los que estén so-
metidos a algún régimen especial de protección incompa-
tible y también por valores agrícolas y forestales, e intro-
dujimos la cautela —aunque el texto del proyecto de ley lo
contemplaba quisimos matizarlo más— de: como aquellos
otros que el planeamiento general considere inadecuado
para el desarrollo urbano. Es decir, aunque creo recordar
que el texto del proyecto de ley apuntaba esta dirección, y
se refería a aquellos que, en función de un planeamiento
urbanístico razonable o el que se considere adecuado en
cada Corporación municipal, no se estimen válidos para el
desarrollo urbano, se pretendía introducir una frase que
fuera más contundente.

En el capítulo que el proyecto de ley dedica a los dere-
chos y deberes de los propietarios hay una enmienda de la
Federación que introduce la figura del promotor urbanís-
tico. Éste quizá es otro de los aspectos más llamativos de
las enmiendas presentadas por la Federación. En aras de la
brevedad no voy a ir detallando otra serie de enmiendas. 

Sí debo decirles que otro de los aspectos más polémicos
para llegar a un acuerdo dentro de la Federación Española
de Municipios y Provincias era la parte del texto del pro-
yecto de ley que hacía referencia a las valoraciones. Ahí se
llegó también a unos textos consensuados que todos uste-
des tienen y repito y reitero que es la posición oficial de la
Federación Española de Municipios y Provincias. Al hilo
de lo que comentaba antes sobre las dificultades financie-
ras de los ayuntamientos, hay un aspecto que no afecta a
los criterios de valoración pero sí a la efectividad del justi-
precio. Desde la FEMP solicitábamos que en el texto del
proyecto de ley se introdujera que en todas las expropia-
ciones la Administración actuante podrá satisfacer el justi-
precio, por acuerdo con el expropiado, mediante la adjudi-
cación de terrenos o aprovechamientos de valor equiva-
lente situados en el mismo ámbito de gestión que los ex-
propiados o, por acuerdo con el expropiado, mediante ad-
judicación de terrenos o aprovechamientos de valor equi-
valente situados fuera del ámbito de gestión. Creo que el
sentido de esta enmienda está claro. Si ustedes, señorías, se
trasladan por un momento a un sillón de la alcaldía de un
ayuntamiento, entenderán perfectamente cuál es el sen-
tido. Es facilitar que cuando hay dificultades de tesorería
los ayuntamientos puedan pagar las expropiaciones con
parte de su activo, siempre, insisto, que ese activo sea
suelo y, como bien dice el texto de la enmienda, con terre-
nos situados en el mismo ámbito de gestión que los expro-
piados o por adjudicación de terrenos de valor equivalente
aunque estén situados fuera del ámbito de gestión.

Con respecto a los procesos expropiatorios hay otro as-
pecto sobre el que yo quería llamar la atención a sus seño-
rías. El texto del proyecto de ley plantea el riesgo de repe-

tición de expedientes realizados hace mucho tiempo. To-
dos somos conscientes de que los plazos que pueden trans-
currir hasta la fijación del justiprecio por vía judicial son
muy largos y lógicamente se dificulta la gestión de las cor-
poraciones locales. En este sentido la propuesta de en-
mienda de la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias recoge que en los expedientes expropiatorios serán
aplicables las disposiciones sobre valoración contenidas
en esta ley siempre que no se haya alcanzado la fijación
definitiva del justiprecio en vía administrativa. Es un ele-
mento de agilización de la gestión sobre el que yo quería
llamarles la atención.

Por último, en las enmiendas de la Federación también
acordamos trasladar la preocupación de los municipios in-
sulares dadas sus especiales características. Fue una apor-
tación de última hora de los representantes de un munici-
pio de las islas Canarias en la Comisión de Urbanismo que
solicitan del legislador la adopción de medidas que permi-
tan preservar dicho territorio como suelo no urbanizable
rústico residual estableciendo las correspondientes limita-
ciones de uso en concordancia con la legislación urbanís-
tica. En esto también quiero detenerme aunque sea de ma-
nera muy breve. Todo los alcaldes y los políticos que esta-
mos en la Administración local, sobre todo en las grandes
ciudades, tenemos el mismo problema: la degradación de
los cascos históricos. Éste es un problema reiterativo y que
se viene produciendo básicamente en las capitales. Cuanto
mayor es la capital mayor es el problema, y somos muchos
los ayuntamientos que estamos trabajando en programas
especiales de rehabilitación de cascos históricos. Por ello
se ha introducido una enmienda en la cual se dice que ante
la realidad existente en numerosos municipios españoles
en los que existen áreas de suelo urbano con un alto grado
de recesión y degradación de su trama urbana, se solicita
del legislador la consideración de dichas situaciones arbi-
trando desde la legislación urbanística las medidas básicas
que permitan favorecer un desarrollo adecuado de este
suelo, así como impulsar su rehabilitación y reactivación
social y económica. Indudablemente en la degradación de
los cascos históricos no solamente influye la degradación
urbanística, sino que conlleva también una degradación
social y económica, y todos tenemos comprobado que en
el momento en que se reactiva urbanísticamente una zona
sirve de motor para la reactivación social y económica.

Señorías, a modo de conclusión deseo terminar mi in-
tervención agradeciendo a los integrantes de esta Comi-
sión la oportunidad que han brindado a la Federación Es-
pañola de Municipios y Provincias para exponer estas re-
flexiones sobre asuntos que preocupan a los políticos que
estamos en la Administración local y, sobre todo, porque
es criterio de la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias propiciar foros y participar en cuantos se nos plan-
tean acerca de los problemas de urbanismo en este caso y
en cualquiera de los problemas del ámbito de la Adminis-
tración local.

El momento actual del urbanismo nos exige a todos
quizá más que nunca un esfuerzo de colaboración y coor-
dinación de todas las administraciones implicadas. La
existencia de competencias concurrentes entre municipios,
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comunidades autónomas y Estado nos urge, como hemos
visto, a replantear la futura legislación urbanística. En el
estudio de la problemática suscitada y en la contribución a
dicha búsqueda de soluciones en este esfuerzo común, to-
dos los representantes, alcaldes y alcaldesas de la Federa-
ción Española de Municipios y Provincias, de la que formo
parte, ofrecemos nuestro papel de interlocutores y defen-
sores de los intereses municipales en aras a la aprobación
de una nueva legislación urbanística que suponga un
marco más sencillo, claro y eficaz y que sirva para poten-
ciar la actuación, así como la mayor eficacia y agilidad en
la gestión urbanística, que indudablemente ha de redundar
en una calidad de vida de todos los ciudadanos.

El señor VICEPRESIDENTE (Morlán Gracia): Va-
mos a dar comienzo a la intervención de los grupos. En pri-
mer lugar, va a tomar la palabra doña Cristina Narbona,
por el Grupo Socialista, que ha sido el grupo solicitante de
la comparecencia.

La señora NARBONA RUIZ: Señora Rudi, el Grupo
Socialista agradece su presencia esta mañana con nosotros,
pero ello no impide que también reitere su protesta formal
por la no comparecencia de la Presidenta de la FEMP.
Nuestra petición creemos que ha sido atendida en el conte-
nido, en la medida en que usted ha hecho una exposición
detallada y completa de los aspectos que la motivaban,
pero creemos que cuando se solicita al máximo responsa-
ble de una organización que venga al Congreso, no hay
ninguna excusa para que no lo haga en la fecha que le sea
posible. Como digo, esto en absoluto impide que le agra-
dezca y le reconozca el contenido y la profundidad de su
intervención.

Queremos recordar aquí como Grupo Parlamentario
Socialista que, como la propia señora Rudi ha indicado,
la Federación Española de Municipios y Provincias
constituye un ejemplo de asociación para la defensa de
los intereses de las entidades locales que ha venido fun-
cionando de manera muy beligerante, y tenemos que se-
ñalar que esa beligerancia queda puesta de manifiesto en
el documento de enmiendas, que constituye práctica-
mente una enmienda de totalidad al proyecto de ley
aprobado por el Gobierno y que en estos momentos nos
disponemos a comentar.

Naturalmente lamentamos que el Gobierno no haya
consultado adecuadamente a la Federación Española de
Municipios y Provincias antes de aprobar el proyecto de
ley, como ha quedado claro en las palabras de la señora
Rudi cuando en el recorrido temporal que ha venido ha-
ciendo han aparecido tres meses de sombra, entre el 21 de
abril y el 21 de julio, momento durante el cual, en el mes
de mayo, el Consejo de Ministros aprueba un texto sobre el
que la FEMP todavía no había tenido ocasión de pronun-
ciarse. El pronunciamiento de la FEMP, como se nos ha
explicado, es de 21 de julio y, por lo tanto, el malestar que
causó entre los alcaldes y en la organización a nivel gene-
ral fue manifiesto, un malestar que además venía acrecen-
tado por las reiteradas manifestaciones, incluso del Minis-
tro de Fomento, definiendo a los ayuntamientos como los

mayores responsables de la especulación en el mercado del
suelo.

Creemos que mientras se está intentando hablar de
pacto local, se está haciendo una operación de gran calado
en contra de los ayuntamientos precisamente con la pre-
sentación de este proyecto de ley, y, desde luego, el Grupo
Socialista defiende el contenido de las enmiendas de la
FEMP porque creemos que refleja la enorme preocupación
que ese texto les comporta.

Señora Rudi, quisiera preguntarle si, en ese proceso que
nos ha detallado, algunas de las cuestiones que han desa-
parecido a lo largo del debate hasta llegar al documento
definitivo son lo que usted denominaba elementos técnicos
o políticos. Me refiero al hecho de que con fecha 3 de ju-
nio el documento previo al último recogía una serie de
consideraciones de gran importancia por parte de los
miembros de la Comisión, acuerdos a trasladar a los res-
ponsables de la FEMP, entre otras cosas, mostrar el males-
tar respecto de las afirmaciones contenidas en la exposi-
ción de motivos del proyecto de ley, que desde luego tiene
una enorme carga de profundidad contra los ayuntamien-
tos. En este documento se mostraba también la preocupa-
ción por los posibles aspectos de inconstitucionalidad, se
solicitaba trasladar a la Comisión de Haciendas Locales de
la FEMP la preocupación por la menor repercusión en tér-
minos de ingresos derivada de la disposición adicional se-
gunda en cuanto a la menor recaudación por IBI y se pedía
al Gobierno que preparase un texto refundido que pudiera
evitar la inseguridad jurídica de un texto como el que fi-
nalmente el Gobierno ha traído a esta Cámara, que cierta-
mente no es un texto refundido.

Respecto de estas cuatro cuestiones, señora Rudi,
quiero preguntarle, en primer lugar, si el hecho de que ha-
yan desaparecido entre el informe del día 3 y el informe
del día 24 de julio responde a que no eran elementos técni-
cos, sino políticos; si ha pedido la FEMP algún informe ju-
rídico sobre la supuesta inconstitucionalidad del texto del
Gobierno; si se ha hecho algo en relación con las repercu-
siones fiscales de este proyecto de ley, y, en síntesis, si el
informe se ha cambiado porque desde la Presidencia que
usted ostenta en la Comisión de Urbanismo se ha conside-
rado que no se debía entrar en estos aspectos quizás porque
fueran políticos y no técnicos. Quisiera, en primer lugar,
que me contestara a esto.

En segundo lugar, señora Rudi, usted ha repasado las
enmiendas de la FEMP quizás concediendo más atención a
aquello que ciertamente los medios de comunicación han
convertido, como usted decía, en el caballo de batalla, el
porcentaje de la mal llamada cesión de suelo a los ayunta-
mientos, pero tengo que decirle que me ha sorprendido que
no haya dedicado ningún comentario a cuestiones relativas
a la construcción de viviendas de protección oficial, clara-
mente obstaculizada por el proyecto de ley del Gobierno y
que haya pasado con rapidez sobre el aspecto que sí ha de-
finido como polémico; me refiero a las valoraciones del
suelo. (El señor presidente ocupa la Presidencia.)

Independientemente de si esa forma de presentar la sín-
tesis de las enmiendas que han sido remitidas a los grupos
parlamentarios pueda responder a su propia valoración del
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proyecto de ley en aquellos aspectos más o menos polémi-
cos frente al debate parlamentario, sí quisiera decirle que
en estos momentos ya sabemos lo que el Partido Popular
ofrece en el trámite parlamentario puesto que ha presen-
tado enmiendas y podemos comparar las enmiendas de la
FEMP con las enmiendas del Grupo Popular. Quisiera sa-
ber si como presidenta de la Comisión de Urbanismo se
considera satisfecha, teniendo en cuenta que apenas han
sido recogidas por el Partido Popular dichas enmiendas. Y
voy a señalar solamente algunas cuestiones.

Por lo que se refiere a la cesión del suelo, la horquilla
definida por consenso dentro de la Federación Española de
Municipios y Provincias lleva a la posibilidad de que la le-
gislación autonómica establezca un 15 por ciento, es decir,
lo que de hecho ya muchas comunidades autónomas han
establecido en sus respectivos ordenamientos, pero ese 15
por ciento o hacia abajo, hasta el 5 por ciento, siempre con
el suelo que se cede urbanizado. Bien, ésa es la petición de
la FEMP. Frente a eso, el Partido Popular en estos momen-
tos sigue ofreciendo que el máximo de la cesión obligato-
ria sea el 10 por ciento y remite a las legislaciones autonó-
micas para que en su caso establezcan quiénes costearán la
urbanización de lo que se cede. Quisiera saber si cree que
esto es suficiente desde el punto de vista de la reacción que
va a comportar en los ayuntamientos. Una propuesta de
este tipo significa dejar en manos de las comunidades au-
tónomas la decisión sobre quién costea la urbanización de
lo que se cede y, en cualquier caso, limitar al 10 por ciento
el máximo de la cesión.

Por otra parte, respecto de la presencia de la iniciativa
privada en los procesos de urbanización, como bien sabe la
señora Rudi, ésta ha sido una reivindicación de nuestro
grupo político, incluso del Partido Popular de Valencia
para mantener el modelo que allí se está desarrollando, y
finalmente en las enmiendas del Partido Popular se ha
coincidido al menos en este aspecto con la FEMP, permi-
tiendo que la iniciativa privada que no sea propietaria
pueda ser protagonista de los desarrollos urbanísticos, pero
prácticamente aquí quedan las coincidencias. Quiero seña-
larle, por ejemplo, que el Partido Popular no ha cambiado
la definición de suelo no urbanizable, donde ustedes pe-
dían, como nos parece absolutamente lógico, que desapa-
recieran esos calificativos completamente cargados de
sentido, de acuerdo con el Partido Popular, justificados y
racionales en el caso del desarrollo de la ciudad. El Grupo
Popular aquí en sus enmiendas no ha hecho ninguna con-
cesión. En realidad no importa porque todos los demás
grupos políticos están de acuerdo en que desaparezca esa
definición de suelo no urbanizable y, por lo tanto, esto se
cambiará, pero no por la contraoferta del Partido Popular.
También quisiera indicarle que, por ejemplo, nada ofrece
el Partido Popular en lo que se refiere al tratamiento del
suelo urbano no consolidado que esté dentro de actuacio-
nes de reforma interior, donde la FEMP, con buen criterio,
pedía que existieran mecanismos de cesión, cosa que ha
desaparecido en el proyecto de ley del Gobierno y que no
ha reaparecido en las enmiendas del Partido Popular.

También hay otras enmiendas de la FEMP relativas en
particular a los procesos de expropiación y a la reversión.

Quiero señalar que, a nuestro juicio, una de las cuestiones
de mayor gravedad es la propuesta que hace el Gobierno
en su texto respecto a la posibilidad de que se dé reversión
de los patrimonios incorporados al patrimonio municipal
de suelo cuando exista una recalificación de esos terrenos.
Naturalmente la FEMP pedía que sea causa de reversión
desapareciera del texto. Pues bien, sigue en el texto y aquí
nos encontramos con que los grupos nacionalistas no pare-
cen haber sido sensibles a esta situación, por lo menos no
en número de votos suficiente como para concitar un
acuerdo parlamentario.

La Federación de Municipios pedía en materia de valo-
ración que desapareciese el calificativo real en el valor del
suelo, cosa que desde luego para nada desaparece en las
enmiendas planteadas por el Partido Popular, como tam-
poco esa referencia al valor de fincas análogas que la
FEMP pedía que desapareciera para que el valor de refe-
rencia fuera siempre el valor catastral. No sé, señora Rudi,
si estoy hablando de aspectos técnicos o políticos, pero
creo que, desde luego, desde el punto de vista de los ayun-
tamientos, esto tiene una enorme trascendencia. No es lo
mismo valorar un suelo a valor catastral que valorarlo de
acuerdo con un valor de referencia que genera gran incer-
tidumbre en estos momentos en cuanto a su interpretación.
Por supuesto, todas las referencias a vivienda de protec-
ción oficial —numerosas— que aparecían como no podía
ser menos en el texto de la FEMP no figuran en absoluto
en las enmiendas del Grupo Popular. Tampoco aparece
algo que usted ha señalado como importante, que es el
pago en especie del justiprecio a los propietarios.

De la lectura en paralelo de las enmiendas de la FEMP
y de las del Partido Popular cabe afirmar que éste no ha te-
nido en cuenta estas enmiendas, salvo en lo que se está pre-
tendiendo hacer un cierto guiño, en la denominada cesión
obligatoria de suelo donde hay un principio de aproxima-
ción. En cualquier caso, queda en manos de las comunida-
des autónomas que cuando legislen establezcan que los
suelos se cederán si se aprueba así con la urbanización cos-
teada por sus propietarios. Como digo, no hay ningún cam-
bio en la posición del Partido Popular en lo que se refiere a
la valoración del suelo.

Yo quisiera saber si ante esta circunstancia, como presi-
denta de la Comisión de Urbanismo de la FEMP, usted
tiene intención de reiterar al Gobierno las sugerencias que
se han hecho, si usted tiene intención de recuperar esas
preocupaciones mostradas en el informe del 3 de julio de
este año, a las que antes me refería, puesto que siguen vi-
vas incluso después de leer las enmiendas del Partido Po-
pular.

Nos ha dicho que el Gobierno incorporó a su texto al-
guna sugerencia de la FEMP —nos hemos quedado sin re-
ferencia del documento o de la fecha en que se produjo, an-
tes de la aprobación del texto— y le agradeceríamos que
nos dijese qué sugerencia fue y si era una de las formula-
das en uno de los documentos cuya existencia puede veri-
ficar el grupo de trabajo con clara transparencia.

Usted mencionaba antes, como una preocupación ló-
gica en su calidad de alcaldesa, la de que se creen núcleos
de población separados en el espacio de las áreas consoli-

– 9308 –

COMISIONES 29 DE OCTUBRE DE 1997.–NÚM. 315



dadas. Esta preocupación sigue viva en la medida en que
no ha cambiado. Ha habido algún matiz del Partido Popu-
lar en lo que se refiere a la definición de suelo urbano, pero
no es suficiente ni incorpora claramente la petición que ha-
cía la FEMP. Ante estas circunstancias y en el momento en
que iniciamos el trámite parlamentario concierto retraso
respecto a la inicial petición de urgencia del Gobierno, qui-
siéramos conocer —quien hubiera podido contestárnoslo
hubiera sido efectivamente la presidenta de la FEMP— si
la Federación tiene intenciones de plantear al Gobierno la
necesidad de que en el trámite parlamentario se tengan
más en cuenta las consideraciones que han sido formula-
das por parte de esta asociación. Reitero, señor Rudi, que
el Partido Socialista entiende como absolutamente justifi-
cadas, razonables y derivadas de una buena gestión urba-
nística las propuestas que la FEMP ha hecho en el docu-
mento del 24 de julio, y en la tramitación de las enmiendas
parciales y en los debates que ahora comienzan nosotros
las tendremos en cuenta.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
de Izquierda Unida, tiene la palabra don Julián Fernández.

El señor FERNÁNDEZ SÁNCHEZ: Señora Rudi,
quiero darle la bienvenida a esta Comisión.

Nosotros esperamos que de su comparecencia salga
algo positivo, porque consideramos conveniente que en
esta Comisión se oiga también la voz de los ayuntamientos
porque, por experiencia, venimos observando que hay gru-
pos presentes en esta Comisión a los que parece que el mu-
nicipalismo les interesa muy poco. El tema que nos ocupa
es de vital importancia tanto para las comunidades autóno-
mas como para los ayuntamientos, que son los destinata-
rios finales del nuevo proyecto de ley que se está trami-
tando y de ahí deriva la importancia que le damos a este
asunto.

Como usted bien conoce, del intenso debate que se ha
suscitado en el seno de la Federación de Municipios y Pro-
vincias podemos sacar la conclusión de que el proyecto de
ley que el Gobierno ha remitido a esta Cámara, y que pró-
ximamente vamos a debatir, no convence a la Federación,
a la oposición ni a los ayuntamientos. Cuando digo que no
convence a los ayuntamientos supongo que usted tendrá la
misma constancia que los grupos de la oposición cuando
los alcaldes y los ayuntamientos se dirigen a nosotros para
manifestar su malestar por las medidas que últimamente se
vienen tomando respecto a la ordenación del territorio. Po-
demos afirmar que desde la llegada del Partido Popular al
Gobierno de la nación la ordenación del territorio en los
municipios está en un grave retroceso. La primera medida
que tomó el Gobierno del Partido Popular respecto a la
modificación del texto refundido de 1992 de la Ley del
Suelo fue el Decreto-ley 5/1996, que luego pasó a ser pro-
yecto de ley y que ha tenido unas consecuencias bastante
nefastas para los municipios. Se conocía que próxima-
mente saldría la sentencia del Tribunal Constitucional en
materias que algunas comunidades habían puesto en duda
y el Gobierno tenía la intención de redactar un nuevo pro-
yecto de ley sobre el suelo. Nosotros entendemos que

aquel proyecto de ley ha sido fatal, como la realidad ha de-
mostrado, en los distintos municipios y autonomías. In-
cluso usted por su condición de alcaldesa lo ha podido vi-
vir muy de cerca. Creo que en Zaragoza ha habido muchos
equipos redactores de planes generales que han aconsejado
a las corporaciones locales paralizar sus proyectos en tanto
no se aclarara la indefinición a que nos ha sometido ese fa-
moso decreto-ley.

Podemos afirmar que la liberalización del suelo que nos
propone el PP, por lo menos hasta ahora, está siendo un
fracaso y no ha mejorado en nada la situación del mercado
de la vivienda. Éste es un hecho que yo me atrevería a ca-
lificar de innegable, porque el precio de la vivienda ha se-
guido subiendo a pesar de las medidas que se han adop-
tado. Por eso, calificamos de fracaso las medidas que hasta
ahora ha adoptado el Partido Popular en esta materia.

Nos preocupa seriamente la posición gubernamental en
cuanto a responsabilizar a los ayuntamientos de todos los
males. Nos preocupan las manifestaciones que desde dis-
tintos ámbitos se han venido haciendo. El señor Nasarre
pretende acabar con la especulación de los ayuntamientos,
el señor Rato acusa al ayuntamiento de impedir el abarata-
miento del suelo y el ministro de Fomento dice que la Ley
del Suelo acabará con la especulación de los ayuntamien-
tos. Yo creo que ustedes, desde su posición de representan-
tes de los ayuntamientos, tenían que decir algo. No he oído
que hayan alzado sus voces en contra de estas afirmacio-
nes, por eso nos gustaría que en esta comparecencia usted
nos explicara cuál es su punto de vista personal ante estas
afirmaciones que atentan contra los municipios y los alcal-
des de nuestros pueblos y ciudades.

El proyecto de ley de suelo y valoraciones, que mañana
se debatirá en esta Cámara, profundiza en la idea de pri-
vatizar la gestión urbanística a fuerza de mermar las fa-
cultades de las administraciones públicas y el problema
que se nos plantea en el futuro es grave. Desde junio los
ayuntamientos reciben un tercio menos de suelo. El Par-
tido Popular y el Gobierno proponen ahora una banda de
cero a 10 en cuanto al aprovechamiento, lo que va a supo-
ner una nueva merma de la participación pública en las
plusvalías que genera el suelo. Me gustaría conocer en
este terreno, aparte de lo que usted nos ha contado y la en-
mienda que hemos podido leer de la Federación que esta-
blecen una banda distinta, qué opinión le merece la pro-
puesta del Gobierno en este tema. Entendemos que, con
esta concepción que hace el Partido Popular sobre la Ley
del Suelo y la ordenación del territorio, los ayuntamientos
se van a ver privados de patrimonios municipales de
suelo, tan necesarios para la construcción de viviendas
públicas.

Quiero referirme también a los acuerdos que ha tomado
la comisión de urbanismo y patrimonio histórico de la
FEMP en su reunión del pasado 21 de julio. Por unanimi-
dad de sus miembros se aprobó un documento con en-
miendas al proyecto de ley del suelo y de valoraciones, en-
miendas que todos conocemos porque han sido remitidas a
nuestros grupos. La valoración política que mi grupo hace
de la posición de la FEMP es positiva. Sin duda alguna la
aportación de la FEMP supone un serio varapalo al texto
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del Gobierno y, lógicamente, ayuda a mejorar algunos ar-
tículos concretos de la ley.

Queremos felicitar a las personas que han intervenido
en la mejora del texto del Gobierno, llegando, además, a la
unanimidad en sus conclusiones. Consideramos que es po-
sitiva la enmienda al artículo número 3 del título I, que ha-
bla de la participación de los ayuntamientos en el aprove-
chamiento urbano, al subir la banda a la que antes me refe-
ría en un 50 por ciento. Desde nuestro punto de vista, esta
medida es regresiva ya que permite subir la banda en un 50
por ciento, llegando a un 15 por ciento de aprovecha-
miento, pero también disminuirla hasta un 5 por ciento,
con lo cual mejora algo pero no lo suficiente. Considera-
mos positiva también la enmienda al artículo 4.2, que po-
tencia la actuación pública cuando los agentes privados no
alcancen los objetivos previstos; y la enmienda número 12,
que recoge la posibilidad de que en suelo urbanizable pue-
dan participar agentes distintos a los propietarios del suelo,
idea que se está poniendo en práctica en alguna comunidad
y es bastante interesante.

Sólo me queda desear que la FEMP, a través de sus re-
presentantes, defienda con fuerza la posición oficial y de
consenso a que han llegado y que la militancia política de
su presidenta y de usted misma no impida ejercer todas
aquellas acciones y medidas de presión que se crean perti-
nentes para mejorar el texto del Gobierno en orden a lo
consensuado por la FEMP.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió), tiene la palabra el señor
Recoder.

El señor RECODER I MIRALLES: En primer lugar,
quisiera dar la bienvenida más cordial ante esta Comisión
a la señora Rudi, alcaldesa de Zaragoza, presidenta de la
Comisión de Urbanismo de la FEMP y, además, antigua
compañera durante muchos años de trabajos parlamenta-
rios. Sea bienvenida a esta Cámara, en nombre de nuestro
Grupo Parlamentario.

La señora Rudi nos ha expuesto algo que ya conocía-
mos porque, como ha reiterado a lo largo de su interven-
ción, la FEMP nos ha llenado de documentos y de pro-
puestas de enmienda durante estos últimos meses acerca
de un debate que ha sido permanente en la Cámara durante
lo que llevamos de legislatura y que en este momento se
reinicia, especialmente mañana que tenemos el debate de
totalidad sobre el proyecto de ley del suelo y valoraciones.
La FEMP es una organización que tiene muchas cosas que
decir en tanto en cuanto representante de la mayoría de
ayuntamientos españoles; por tanto, agradecemos sus ma-
nifestaciones, sus opiniones y la documentación que nos
ha hecho llegar. Nuestro grupo parlamentario las ha tenido
en cuenta en el momento de elaborar sus enmiendas, como
el resto de grupos parlamentarios, aunque obviamente los
hemos pasado por el cedazo de nuestros planteamientos
ideológicos, como han hecho también todos los grupos
parlamentarios.

Partimos —la señora Rudi se refería a ello— de una si-
tuación derivada de una sentencia del Tribunal Constitu-

cional reciente; sentencia, en cierta forma revolucionaria,
en todo caso contundente, que ha dejado en el cajón del ol-
vido a la antigua Ley del Suelo aprobada durante el man-
dato socialista. Esta sentencia ha tenido un elemento clave
que la define, como es delimitar muy claramente, en aque-
llos ámbitos donde existe una competencia estatal, de la
Administración central, el contenido básico del derecho de
propiedad, y ha venido a decir que todo lo demás, en lo que
se refiere a esta materia, es competencia de las comunida-
des autónomas. Como decía muy bien la señora Rudi, ha
creado un vacío legal, porque nos ha venido a decir que el
derecho estatal no tiene carácter supletorio y que las co-
munidades autónomas tienen la obligación de legislar en
aquellos ámbitos donde tienen competencia. En conse-
cuencia, los ayuntamientos están sufriendo en este mo-
mento una situación grave, especialmente aquellas comu-
nidades autónomas que no habían hecho uso de esa com-
petencia y no disponen de legislación propia en materia
urbanística. Existe un vacío legal que hay que llenar a dos
niveles: a nivel autonómico y a nivel estatal.

Coincidimos totalmente con ustedes en la necesidad de
aprobar con urgencia una nueva ley. Es un debate, como
decía hace un momento, que estamos manteniendo de
forma especialmente intensa y centrada en la nueva ley
desde la aprobación de la sentencia del Tribunal Constitu-
cional. Quizá deberíamos haber iniciado antes los trabajos
parlamentarios. Hay algún grupo en la Cámara que ha in-
sistido, legítimamente, en que el debate hubiera comen-
zado antes, pero sabe la señora Rudi, como antigua parla-
mentaria, que aquí hay un juego de mayorías-minorías y
que para aprobar una ley, en una situación en la cual nin-
gún grupo parlamentario dispone de mayoría absoluta, se
necesita un consenso. Todo el mundo sabe que si antes no
hemos podido iniciar el debate es porque no existía un con-
senso básico en esta ley, aunque en este momento podemos
afirmar que está en vías de existir. Por tanto, se inicia el de-
bate con carácter de urgencia y no se preocupe S. S. porque
de aquí a pocos meses va a aparecer una ley en el Boletín
Oficial del Estado. ¿Va a ser mejor o peor? Ya lo veremos.
En cualquier caso, va a satisfacer una parte de las preten-
siones de los ayuntamientos integrados en la Federación
Española de Municipios y Provincias.

Quisiera plantear dos cuestiones en relación a los obje-
tivos de esta ley. Parece, señor Rudi, que existe una dialéc-
tica, que deduzco de todo este largo proceso de elabora-
ción de conclusiones y propuestas de enmienda, que tam-
bién ha existido dentro de la Federación Española de Mu-
nicipios y Provincias, en relación a las distintas formas de
entender el urbanismo y a las soluciones presentadas por
los diferentes grupos políticos para resolver los problemas
del urbanismo. A veces, estas cuestiones se afrontan desde
una perspectiva muy ideológica. Hay determinados grupos
que entienden que el urbanismo tiene que ser práctica y ex-
clusivamente competencia pública, mientras que otros gru-
pos políticos estiman que el urbanismo debe dar un mayor
protagonismo a los ciudadanos privados. Tengo la sensa-
ción de que a veces este debate nos hace perder el objetivo
real de lo que debiera ser esta ley. No debiera ser una ley
que diera más o menos competencias a unos u otros, sino
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que debería encontrar unos mecanismos eficaces, justos y
equilibrados para conseguir lo que interesa a todos los gru-
pos políticos: que el ciudadano pueda disponer de una
oferta de vivienda más barata de la que dispone actual-
mente. Éste es el objetivo con que afronta nuestro grupo
parlamentario este debate.

Sobre la mesa tenemos alguna experiencia. No parti-
mos de cero. España tiene una legislación urbanística que
arranca de los años cincuenta, legislación que entonces fue
notablemente progresista para la época, lo que pasa es que
luego no se aplicó. Pero tenemos algún modelo más re-
ciente. Tenemos un modelo pretérito, que es el que aprobó
esta Cámara en los años noventa —nuestro grupo no lo
votó—, y que ha sido desautorizado en dos frentes: en pri-
mer lugar, por el Tribunal Constitucional. El Tribunal
Constitucional nos ha dicho que este Parlamento no puede
aprobar una ley como aquélla porque supone excederse de
las competencias que constitucionalmente tenemos atri-
buidas. Primera premisa al afrontar el debate. En segundo
lugar, tenemos una ley que ha sido desautorizada por la
práctica. Si analizamos cuáles han sido los efectos de la
aplicación de la ley que aprobó en el año 1990 y el texto re-
fundido de 1992, veremos que ha sido una ley ineficaz
para conseguir ese objetivo que manifestaba hace un mo-
mento, que entiende nuestro grupo parlamentario que debe
ser aquél, que debe guiar la acción en política urbanística
de la Administración central, de las comunidades autóno-
mas, de los ayuntamientos y de todas aquellas personas
que estamos, de alguna forma, ejerciendo una responsabi-
lidad pública, como es conseguir que la vivienda sea más
barata en este país. Desde esa perspectiva, la ley anterior
también ha sido desautorizada por los hechos.

Se ha referido S. S. a una serie de principios. No quiero
entrar en un debate con usted, sólo le voy a dar nuestra opi-
nión sobre algunas de las cuestiones que ha planteado. Una
parte muy importante de las cuestiones que preocupan a la
Federación Española de Municipios y Provincias en rela-
ción a la política urbanística —creo que usted también lo
ha dicho– son los temas que han de ser objeto de un diá-
logo bilateral entre los ayuntamientos y las comunidades
autónomas, sobre todo desde la sentencia del Tribunal
Constitucional, por tanto, poco tenemos que añadir. Ya se
entenderán ustedes, ayuntamientos, con sus respectivas
comunidades autónomas.

Ha hecho referencia S. S. a cuestiones con las que
puedo estar de acuerdo y que nos afectan más de cerca,
como, por ejemplo, la reforma de los jurados provinciales
de expropiación. Es una cuestión básica de estas políticas,
cuyo objetivo es dotarnos de una mínima seguridad jurí-
dica que en este momento no existe a nivel de los jurados
de tipo administrativo, como pueden ser los jurados pro-
vinciales que, según la Ley de expropiación forzosa, tienen
que resolver los expedientes en ocho días, pero que en la
práctica se dilatan y se puede medir el tiempo por anuali-
dades. Nos podríamos extender a la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, pero no hace falta que manifieste
cuál es su estado. Tengo muy presentes las manifestacio-
nes del presidente del Tribunal Superior de Justicia de Ca-
taluña cuando decía, hace muy poco, que cualquier expe-

diente que entrara en este momento en el Tribunal no sería
visto hasta dentro de tres años, como mínimo. Es una si-
tuación gravísima que enturbia las relaciones entre los ad-
ministrados y la Administración pública y que tendríamos
que corregir.

Por último, refiriéndome a las enmiendas que ha desa-
rrollado, que ya conocíamos porque nos las habían plan-
teado, no voy a hacer un repaso exhaustivo, pero sí algunos
comentarios. En cuanto a los porcentajes de cesión, parece
que ésta sea una ley cuya principal cuestión a debatir son
los porcentajes de cesión. Hablamos tanto de porcentajes
de cesión porque es algo que todo el mundo puede enten-
der, en una ley donde nadie entiende nada. No es que la ley
sea complicadísima en sí, es que el urbanismo es un tema
muy complejo. Intentar entender todo el entramado legal y
de conceptos que se mueve a su alrededor es difícil, no
sólo para los ciudadanos de la calle sino también para los
responsables urbanísticos de los municipios y para la gente
que en principio tiene una formación que le permitía en-
tender la materia, como pueden ser los abogados o los ar-
quitectos. Es un tema realmente complejo. Lo de los por-
centajes de cesión parece la cuestión clave de este pro-
yecto de ley, pero para nosotros no lo es. Es una cuestión
que tiene la importancia que tiene.

Quisiera manifestarle dos principios con los que afron-
tamos este debate. La ley que aprobemos debería permitir
que las comunidades autónomas pudieran hacer su política
en relación a cuáles han de ser los porcentajes de cesión
obligatoria. Ésta es la primera cuestión. La segunda cues-
tión —no se lo teme a mal, se lo digo con toda cordiali-
dad— es que las cesiones de suelo no deben servir para fi-
nanciar los ayuntamientos, porque éste no es el objetivo
previsto en ninguna de las leyes urbanísticas que se han he-
cho en España en los últimos 40 años. Otra cosa es que te-
nemos mal resuelto el tema de la financiación municipal, y
los ayuntamientos han recurrido a mecanismos que les da-
ban leyes sectoriales, pero, en principio, la ley no lo prevé
para esto. Hay que tener en cuenta que podemos estar per-
virtiendo el objetivo real de algo que es deseable, como
que los ayuntamientos puedan hacer sus patrimonios mu-
nicipales de suelo para desarrollar sus propias políticas de
vivienda.

Otro tema que nos ha planteado es la cesión de suelo ur-
banizado. Tengo alguna duda, señora Rudi, y se la mani-
fiesto clara y sinceramente. Éste es un país con realidades
de desarrollo urbano muy distintas. Tenemos zonas alta-
mente urbanizadas y ocupadas por el desarrollo humano y
zonas semidesiertas. No hace falta que nos vayamos de
una punta a otra del territorio. En su comunidad autónoma
usted tiene las dos realidades perfectamente ubicadas.
También tenemos realidades muy distintas en cuanto a la
aplicación de la política urbanística al territorio. ¿Qué
quiero decir? Voy al grano. Hay comunidades autónomas
donde se ha optado por una gran intensidad de ocupación
del suelo, es decir, muchos pisos, uno encima de otro. Y
hay comunidades autónomas que hemos optado por un de-
sarrollo más armónico pero con menor intensidad, es decir,
menos metros cuadrados de techo sobre metro cuadrado de
suelo. La obligación de ceder suelo urbanizado puede lle-
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varnos al caso donde no salgan los números. Podemos es-
tar aprobando una ley que teóricamente sea muy intere-
sante, como pasó con la ley socialista, que teóricamente
era una ley innovadora pero ineficaz. Nos podría pasar
ahora exactamente lo mismo. Una persona que se enfrenta
con una promoción tiene que tener claro en primer lugar
que le van a salir los números. Si las ocupaciones son ba-
jas sobre el territorio y encima tiene que ceder suelo urba-
nizado, quizá no salgan los números. Tengámoslo en
cuenta y aprobemos una ley lo suficientemente flexible
como para que no entorpezca las distintas opciones en ma-
teria de política urbanística.

Estoy totalmente de acuerdo con la Federación Espa-
ñola de Municipios y Provincias cuando se intenta reforzar
el carácter público de la dirección y control de la política
de suelo. Hay que retocar el artículo 4 del proyecto de ley
para que sea una acción básicamente de control y de direc-
ción pública, otra cosa es que los ciudadanos privados ten-
gan un papel protagonista en el mismo.

Agradezco sinceramente a la señora Narbona el eficaz
trabajo que ha realizado de comparación de las enmiendas
de los distintos grupos parlamentarios. Es realmente bri-
llante ver la cantidad de datos que salen de la libreta de la
señora Narbona. Se lo agradezco porque nosotros no lo he-
mos podido hacer todavía. El éxito del famoso modelo va-
lenciano, tan defendido por el Partido Socialista y por la
señora Narbona, todavía está por ver. Es un modelo teó-
rico, distinto, pero no hemos tenido tiempo de evaluarlo.
No tenemos ninguna preocupación al respecto, pero no nos
sentimos entusiastas con él porque, repito, todavía no se
pueden evaluar los resultados.

Por último, y termino señor Presidente, respecto a las
valoraciones, estamos totalmente de acuerdo con la Fede-
ración Española de Municipios y Provincias cuando critica
este nuevo concepto del valor real que introduce el pro-
yecto de ley. Pensamos que el concepto es terriblemente
inestable, inconcreto, perverso en sí mismo, y todo aquello
que hagamos para introducir en el sistema valores de refe-
rencia más estables redundará en beneficio de todos.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Popular, tiene la palabra el señor Ortiz.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: Ante todo, y aunque
sea obvio, mi gratitud y mi satisfacción a la señora Rudi
por su presencia ante nosotros. Es una pena que esta pre-
sencia sea tan breve que se limite a la comparecencia de
hoy. En todo caso, nuestra gratitud y nuestra felicitación
por la objetividad de su exposición.

No sabía cuál era la pretensión del Grupo Parlamentario
Socialista al pedir esta comparecencia, pero ahora ya lo sé.
Se trata de poner en evidencia y capitalizar un hipotético
descontento o confrontación entre la Federación Española
de Municipios y Provincias como asociación que agrupa a
los municipios de este país, al Gobierno y al grupo parla-
mentario que le apoya. Se trata, parece, de capitalizar, evi-
dentemente en beneficio suyo y ejerciendo legítimamente
la oposición —no discuto de ninguna manera la legitimi-
dad de su planteamiento—, este supuesto descontento en-

tre el Gobierno y el Partido Popular, por una parte, y la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias, por otra.
Quiero decir que no va a cumplir su objetivo, no lo va a lo-
grar, y lo siento por ella, porque tengo un especial afecto
en lo personal por la señora diputada, pero evidentemente,
no olvido su condición de adversaria política.

No tiene sentido entender que las sugerencias que ha
formulado la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias constituyen una enmienda a la totalidad. La en-
mienda a la totalidad es la que han formulado el PSOE e
Izquierda Unida y que justamente vamos a debatir ma-
ñana; ésas son enmiendas a la totalidad. La Federación Es-
pañola de Municipios y Provincias, en un ejercicio de ob-
jetividad y prudencia, ha formulado un conjunto de suge-
rencias, que obviamente han sido incorporadas en térmi-
nos de enmiendas del Grupo Parlamentario Popular en
buena medida, como tendré ocasión de explicitar. No hay
enmienda a la totalidad, hay un planteamiento de sugeren-
cias y hay sobre todo el reflejo —y éste es importante— de
dos modelos distintos de urbanismo presentes en este país
y en los distintos grupos políticos, que al estar presentes en
la Federación Española de Municipios y Provincias se
pone en evidencia que son modelos discrepantes y distin-
tos.

Evidentemente, hay dos datos que hay que tener sobre
la mesa para valorar en esta comparecencia las posiciones
de unos y de otros. Por una parte, la condición de asocia-
ción pluralista que es la FEMP por definición; en segundo
lugar, repito, la existencia de dos modelos de urbanismo,
incluso de propiedad urbana presentes en el mapa político
de nuestro país. La FEMP es una asociación plural. Ha-
ciendo un ejercicio importante de consenso que es de
agradecer se ha logrado esto que ha llamado la señora
Rudi el mínimo común, pero todavía —y ella ha hecho al-
guna referencia al respecto— no es del todo un mínimo
común y hay una cierta ambigüedad en algunas de las pro-
puestas que se plantean para dar satisfacción a unos y a
otros. Me imagino que se habrá producido la aceptación
de las enmiendas de uno a cambio de la aceptación para la
incorporación al capítulo global de las propuestas de
otros. En definitiva, la valoración de la documentación
que nos facilita la FEMP hay que hacerla con realismo y
hay que entender que expresa un mínimo común en algu-
nas cosas, pero un mínimo no tan común en otras, como es
obvio, y como se ve claramente al hacer el análisis de los
distintos renglones o capítulos en que se plasma el propio
documento.

Naturalmente, en ese contexto de la FEMP, que es plu-
ralista, se han reflejado los dos modelos distintos de dere-
chos de propiedad urbana y de urbanismo presentes en el
mapa político español. Hay un modelo que da un sentido
restrictivo al derecho de propiedad y a su contenido esen-
cial, que entiende que los derechos o facultades urbanísti-
cas subordinadas a la titularidad dominical, es decir, el de-
recho a urbanizar y el derecho a edificar, el derecho a la
edificación y el derecho a la urbanización no forman parte
del contenido esencial del derecho de propiedad, y hay una
expresión que lo dice todo en la exposición de motivos de
la enmienda de totalidad de Izquierda Unida, casi en la
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misma medida que el PSOE, cuando afirman que estas fa-
cultades son demaniales, es decir, que forman parte del do-
minio público, que no corresponden al propietario y consi-
guientemente que la Administración competente las puede
hacer objeto de concesión administrativa. Es decir, se con-
vierte el derecho de propiedad urbana en el grado límite en
una concesión administrativa. En la misma línea se mueve
el Grupo Parlamentario Socialista y la Ley 8/1990 y el
texto refundido de 1992. Frente a este modelo, otros, entre
ellos el grupo al que represento en estos momentos, en-
tienden que estas facultades forman parte del contenido
esencial, que lo que se condiciona al cumplimiento de los
deberes urbanísticos es su ejercicio. Hay una importante
distinción entre titularidad y ejercicio. Y naturalmente es-
tas dos distintas concepciones del derecho de propiedad se
trasladan y tienen reflejo y repercusión en múltiples aspec-
tos que van hasta el mismo concepto de licencia. La licen-
cia urbanística para nuestra tesis es una autorización admi-
nistrativa reglada; para la otra es un título atributivo de fa-
cultades urbanísticas.

Estos dos modelos —y no sigo más— se plasman entre
otros en los capítulos objeto de debate mañana y en esta
comparecencia, porque da la sensación, señora Narbona,
de que el punto de referencia no es tanto el documento de
la FEMP como las enmiendas del Grupo Parlamentario
Popular, con lo cual evidentemente se desvela que de lo
que se trata es de confrontar al grupo parlamentario que
apoyo al Gobierno y la diagnosis o documentación de la
FEMP. Como digo son dos modelos distintos y uno de los
capítulos en los que se manifiesta esta discrepancia es en el
concepto mismo de propiedad urbana, pero sigue después
el capítulo de las cesiones, que la señora Narbona, que
mide muy bien sus palabras, las ha mencionado como las
mal llamadas cesiones, porque evidentemente arrancando
de un concepto del derecho de propiedad urbano distinto,
entiende que las facultades de urbanizar y de urbanización,
de edificar y de edificación son públicas y por tanto no hay
una cesión del propietario al ayuntamiento, sino que hay
una cesión del ayuntamiento o de la Administración ac-
tuante al propietario. Por consiguiente, el segundo tema
objeto de discrepancia es el tema que llama la señora Nar-
bona las mal llamadas cesiones y para nosotros son sim-
plemente las cesiones.

Un tercer capítulo objeto de discrepancia y también
fruto de la presencia de dos modelos distintos en esta Cá-
mara y en la FEMP es el peso de la iniciativa privada.
Como dijo el profesor García de Enterría, el urbanismo es-
pañol se enfrenta con un problema de equilibrio difícil en-
tre actuación pública y actuación privada. Entendiendo en
todo caso que el urbanismo es una función de carácter pú-
blico, un modelo pone el énfasis y el peso en la actuación
privada y otro lo pone en la pública. Consiguientemente 
—y no sigo más— hay la confrontación de dos modelos
diferentes, insisto, en el hemiciclo de esta Cámara y en el
del Senado y en la Federación Española de Municipios y
Provincias, que no tiene más remedio que reflejarse a pe-
sar del ejercicio de prudencia y objetividad que ha hecho la
FEMP a la hora de componer eso que ha llamado la señora
Rudi el mínimo común.

En este orden de cosas quiero ante todo afirmar que no
hay confrontación entre la Federación Española de Muni-
cipios y Provincias y el Gobierno y el grupo parlamentario
que le apoya. El Grupo Popular al que yo represento en
este momento ha actuado con los hechos y no con pala-
bras. Se ha aludido a palabras o a manifestaciones de de-
terminadas personalidades públicas, etcétera. Lo paso por
alto, voy a los hechos, y los hechos son que de 22 sugeren-
cias que ha presentado la FEMP, exactamente 11 han sido
acogidas literalmente e incorporadas como enmiendas del
Grupo Parlamentario Popular; que en el espíritu de lo que
se dice hay al menos cuatro o cinco más y que evidente-
mente no tengo más remedio que reconocer que permane-
cen, porque entendemos que pertenecen a otro modelo dis-
tinto de derecho de propiedad y de urbanismo; son otra se-
rie de sugerencias que no nos ha parecido razonable acep-
tar, pero que naturalmente, en el deseo de que en el seno
del debate parlamentario que se inicia mañana se llegue a
un consenso al menos igual o parecido al de la FEMP, es-
tamos dispuestos a tener en cuenta en el trámite de en-
miendas de carácter parcial en el momento oportuno.

En todo caso, quiero hacer una afirmación de munici-
palismo frente al planteamiento que ha hecho el represen-
tante de Izquierda Unida, en la perspectiva del Partido Po-
pular a la hora de, a través del Gobierno, formalizar este
proyecto de ley. Las referencias y el respeto al planea-
miento en el proyecto de ley son constantes, lo cual signi-
fica respeto a las competencias que, en el marco de la au-
tonomía local, corresponden a los municipios. Es obvia la
asunción, y su incorporación al proyecto, del principio de
subsidiariedad. Consiguientemente, en estos planteamien-
tos de globalidad en que han incurrido uno y otro grupo no
tengo más remedio que manifestar nuestra discrepancia.

Pasando al capítulo de las enmiendas en concreto —ya
he dicho que aproximadamente el 50 por ciento se han in-
corporado literalmente— me quiero referir a los tres o cua-
tro aspectos más llamativos. En materia de cesiones, el
modelo del Gobierno sigue siendo el mismo. No digo que
permanezca inmutable en el curso del debate parlamenta-
rio, porque coincido con el portavoz de Convergència i
Unió en que esto no se puede convertir en el único tema
del proyecto de ley del Gobierno, cuyo objetivo es lograr
un abaratamiento del suelo y de ese modo un abarata-
miento de la vivienda. No se puede convertir en el objetivo
único. Si me permiten la expresión, no podemos convertir
el tema de las cesiones en algo así como el canal de Bea-
gle, que requiera algo así como un arbitraje papal, que sea
el reflejo de una discrepancia absolutamente insuperable.
En este contexto, el Gobierno mantiene, digamos que por
el momento, su posición: moverse en una franja entre el 0
y el 10 por ciento, por decirlo de una manera coloquial y
rápida, y que sean las comunidades autónomas, de acuerdo
con la sentencia de 20 de marzo de 1997 del Tribunal
Constitucional, las que establezcan el quantum específico
de las cesiones, naturalmente en la filosofía de que las ce-
siones son cargas y que en una economía de mercado se
van a acabar transmitiendo inexorablemente, más pronto o
más tarde, a los adquirentes finales de las viviendas o a los
adquirentes finales de los suelos.
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En cuanto a la figura del promotor o del agente urbani-
zador —también en una enmienda al artículo 4, apartado 2,
hemos hecho posible un reconocimiento casi explícito de
la misma, que nos parece, y lo hemos dicho muchas veces,
el aspecto más positivo de lo que es emblemático para el
Partido Socialista, al parecer, que es la famosa ley valen-
ciana.

En lo que se refiere a los costes de urbanización de los
terrenos en los que se materializan las cesiones nos ha pa-
recido que el tema pertenece más al urbanismo que al de-
recho de propiedad, si en este binomio, evidentemente
muy simplificado, concretamos lo que es competencia del
Estado y lo que es competencia de las comunidades autó-
nomas, y al pertenecer más al urbanismo —de ahí también
las enmiendas a los artículos 14 y 18— entendemos que
deben ser las administraciones autonómicas las que, en
función de las especificidades de su territorio, de sus par-
ticularidades y de un conocimiento mayor y más profundo
de la realidad, digan en cada caso, en su propia normativa,
cuándo el suelo que se cede a los ayuntamientos debe o no
debe ser urbanizado y en definitiva a cargo de quién debe
ir los costes de urbanización.

Hemos aceptado prácticamente en su integridad, con al-
guna salvedad susceptible de ser reconsiderada en el de-
bate en Comisión, la definición de suelo urbano. No en-
tiendo cómo la señora Narbona arremete contra ese tema,
cuando la enmienda de texto alternativo socialista lo que
hace es entender, llevando al extremo su respeto a las com-
petencias autonómicas, que no hay lugar a una definición
en su texto de lo que es suelo urbano urbanizable o no ur-
banizable, olvidando que nos movemos en este mundo en
un contexto de significantes y significados, y al signifi-
cante hay que decirle cuál es el significado correlativo. No
basta con que en una norma se diga que hay tres clases de
suelo (urbano, urbanizable y no urbanizable); supongo que
habrá que decir, en términos muy generales, cómo se de-
fine cada una de estas categorías, en términos de categorías
globales, no en la definición concreta —que evidente-
mente sería invadir competencias de otras entidades, en
este caso de las comunidades autónomas—, no en la ex-
presión y el detalle concreto de lo que es suelo urbano, ur-
banizable y no urbano.

Hemos aceptado, insisto, múltiples enmiendas, aunque
no voy a referirme a ellas una a una. 

Finalmente, está el tema de valoraciones, que parece
que es polémico. El Gobierno entiende, a la vista de las
valoraciones que se han manejado en expropiaciones y
para otros propósitos, que hay una disparidad de criterios
de valoración, según el objetivo sea uno u otro, y que hay
que ir a un planteamiento bastante inequívoco en térmi-
nos conceptuales, aunque su aplicación práctica y con-
creta sea de difícil concreción qué es el valor real, el va-
lor de mercado. ¿Cómo se determina ese valor de mer-
cado? Seguramente habrá que matizarlo. Aquí estamos
abiertos a cualquier tipo de enmiendas que se puedan
plantear en el terreno de la valoración específica y deta-
llada de los preceptos de nuestro proyecto, pero evidente-
mente creemos que el que se debe de manejar es el valor
real o el valor de mercado, sin perjuicio, insisto, de que

su matización o su definición al detalle sea objeto de las
enmiendas concretas.

En definitiva, voy acabando, señor presidente, creemos
que no hay una contradicción insalvable entre la posición
de la FEMP y el proyecto de ley ni hay una contradicción
insalvable entre las enmiendas del grupo parlamentario al
que yo represento, en la medida en que recogen los crite-
rios del Gobierno y han ponderado de modo muy particu-
lar las sugerencias de la FEMP, y el documento general de
la FEMP.

No quiero caer en la tentación, señor presidente, de an-
ticipar ahora el debate de mañana entrando en si hemos o
no obstaculizado la promoción de viviendas de protección
oficial, en si hay que mantener adverbios determinados
como el de justificadamente, o adjetivos como el de racio-
nal, que nos parecen temas menores que son perfectamente
salvables en el debate que seguirá al debate de totalidad de
mañana. Lo mismo tengo que decir en lo que concierne a
la reversión. Nosotros creemos que la reversión es un de-
recho del ciudadano y que no tiene sentido cuando el fin de
interés público que justificó la expropiación se mantiene,
pero cuando no se ha producido, cuando no se ha plas-
mado, cuando no se ha concretado ese fin de interés pú-
blico que justificó la expropiación debe proceder clara-
mente el derecho a la reversión. Esto sería, insisto, señor
presidente, entrar en un debate que se inicia mañana y que
sobre todo, a este nivel de detalle, se llevará a cabo en esta
Comisión en el momento oportuno.

Yo no sé si lo que tiene que hacer la FEMP es reiterar al
Gobierno o insistirle al Gobierno, como ha sugerido la se-
ñora Narbona, erre que erre, hasta que acepte literalmente
y una a una todas las propuestas que ha hecho la FEMP. No
creo que sea ése el camino, pero es un tema que corres-
ponde a la FEMP y a la presidenta de su Comisión de Ur-
banismo. Lo que sí quiero reiterar es que habrá aspectos
donde quepa el consenso y aspectos, seamos realistas,
donde el consenso sea imposible, porque estamos en pre-
sencia de dos modelos distintos de derecho de propiedad
urbana, de urbanismo y de presencia equilibrada o dese-
quilibrada entre actuación pública y actuación privada en
esta área tan importante que es el urbanismo. De ninguna
manera puedo entender que el documento de la FEMP sea,
como ha dicho el portavoz de Izquierda Unida, utilizando
otra expresión, un varapalo a la política urbanística y al
proyecto de ley del suelo del Gobierno del Partido Popular,
del que es expresión este mismo proyecto.

El señor PRESIDENTE: Para contestar las cuestiones
planteadas, tiene la palabra la señora Rudi.

La señora PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE
URBANISMO DE LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA
DE MUNICIPIOS Y PROVINCIAS (Rudi Úbeda): En
primer lugar y de forma generalizada, deseo agradecer a
todos los portavoces parlamentarios las palabras amables y
de bienvenida que han tenido hacia mi persona, tanto en mi
calidad de representante de la FEMP hoy por la mañana en
esta Comisión de Infraestructura del Congreso, como tam-
bién en algún caso de vieja compañera de tareas parlamen-
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tarias. En cualquier caso, voy a intentar respuesta a lo que
creo que puedo, es decir, contestando a aquello que es re-
lato de hechos objetivos y de hechos que han ocurrido.
Pienso que flaco favor haría a la Federación Española de
Municipios y Provincias si entrase aquí a hacer juicios de
valor que en algún caso podrían coincidir con unos u otros
portavoces parlamentarios.

Insistía mucho en mi primera intervención en que la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias es una aso-
ciación plural en la cual estamos representados todos los
grupos políticos, por lo que hay algunos aspectos en los
cuales hay coincidencia, mientras hay otros —en algunas
ocasiones muchos, en otras menos— en los cuales los cri-
terios personales de cada uno de los miembros de la FEMP
indudablemente son divergentes. Creo que mi presencia
esta mañana aquí es como presidenta de un órgano corpo-
rativo, de la Comisión de Urbanismo de la FEMP, y que
mis manifestaciones —y he tenido exquisito cuidado de
que en mi primera intervención así fuera y voy a seguir te-
niéndolo de que en la segunda también lo sea— no deben
salirse un ápice de los contenidos debatidos y aprobados
en la Comisión de Urbanismo de la FEMP. Por eso, seño-
res diputados, aquellos portavoces que en sus preguntas
hayan pedido opiniones personales de la señora Rudi me
permitirán que no les conteste. 

No, por supuesto —por Dios, entiéndanme—, porque
no las considere oportunas, sino porque creo, insisto, que
en aras de seguir manteniendo el consenso que a base de
mucho esfuerzo conseguimos en la Federación Española
de Municipios y Provincias, mi comparecencia esta ma-
ñana aquí debe ser como la portavoz del órgano colegiado,
por lo que sobre temas que todavía no han sido vistos en el
órgano colegiado, señoras y señores diputados, podría dar-
les mi opinión personal, pero creo que probablemente sería
de poco interés para todos ustedes.

En primer lugar, señora Narbona, ante su protesta por la
no presencia aquí de la señora Barberá, presidenta de la
Federación Española de Municipios y Provincias, lo que sí
quiero decirle es que no se debe entender —por lo menos
no era ésa la intención de la señora Barberá— como una
actitud de menosprecio o de falta de interés por compare-
cer esta mañana aquí, sino precisamente porque, y si-
guiendo la costumbre que tenemos establecida, el funcio-
namiento de la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias se hace a través de comisiones. Cada comisión de
trabajo está presidida por un miembro de la Comisión eje-
cutiva de la propia Federación y los documentos de trabajo
se elaboran en las comisiones sectoriales que, a su vez, se
elevan a la Comisión ejecutiva, que es donde se aprueban.
por tanto, lo que normalmente se hace es que a cada foro
vayan la presidenta o el presidente de comisión que más
conoce el tema, que más lo ha tratado, por lo que es el que
más información puede dar. Ése ha sido el planteamiento
de la señora Barberá y si se ha pensado en alguna otra cosa,
en su nombre pido disculpas porque conozco cuál ha sido
su ánimo.

Al principio de mi explicación decía que no iba a entrar
en juicios de valor ni voy a decir si el documento de la
FEMP es o no una enmienda a la totalidad. En el debate,

señores parlamentarios, cada uno defenderá sus posicio-
nes, aunque si me permiten una reflexión personal, diré
que tengo que estar haciendo un gran esfuerzo para que no
afloren en mí los diez años de parlamentaria que he pasado
en esta casa, pero voy a intentar mantener, insisto —y les
prometo lograrlo—, la posición institucional. Por tanto, al
hacer sus valoraciones políticas están en su misión, seño-
res parlamentarios, ustedes son los que deben discutirlo y
lógicamente el funcionamiento democrático de la Cámara,
al final, con el juego de mayorías y minorías, será el que dé
contenido al texto del proyecto de ley. Sí quiero decir que
las propuestas de enmienda que se han remitido a todos los
grupos —insisto una vez más, a fuer de ser reiterativa— es
la posición oficial de la Federación Española de Munici-
pios y Provincias.

Si ustedes me preguntasen, fuera de este ámbito, si yo
comparto, como alcaldesa de Zaragoza, como Luisa Fer-
nanda Rudi, el cien por cien del texto remitido por la
FEMP, probablemente se lo tendría que contestar —en este
ámbito creo que no—, lo mismo que si se lo preguntan a
cualquier otro miembro de la ejecutiva de la Federación
Española de Municipios y Provincias, porque lógicamente,
para llegar a un consenso, todos nos vamos dejando —si
me permiten la expresión— plumas en el camino. Proba-
blemente representantes de otros grupos políticos que han
llegado al consenso de este texto han dejado unas, mientras
representantes de otros grupos políticos hemos dejado
otras, con la cual, insisto, la posición oficial de la Federa-
ción Española de Municipios y Provincias son las propues-
tas de enmienda a 22 artículos, de los 43 ó 42 y unas cuan-
tas disposiciones transitorias que tiene el texto del pro-
yecto de ley. (El señor vicepresidente, Morlán Gracia,
ocupa la Presidencia.)

En cuanto a relatos objetivos de los hechos que en algún
momento no me he expresado o que quizás he omitido, ahí
sí que voy a intentar aclarar lo que no he podido dejar claro
en mi primera intervención. Ha existido diálogo entre la
Federación Española de Municipios y Provincias y el Go-
bierno en el proceso de redacción de los borradores de este
proyecto de ley y en mi primera intervención creo que he
hecho referencia explícita a una comparecencia o visita
que hizo el Director General de la Vivienda, señor Nasarre,
a petición de la FEMP, a la sesión de la Comisión de Urba-
nismo, de 21 de abril de 1997. Ya teníamos en nuestro po-
der el primer borrador, pero para ampliar la información y
porque en ese momento ya había aparecido la sentencia del
Tribunal Constitucional, el señor Nasarre compareció ante
la Comisión de Urbanismo de la Federación para expli-
carnos, repito, la postura del Gobierno con respecto a la
sentencia del Tribunal Constitucional y cómo afectaba al
borrador del anteproyecto. ¿Por qué me he saltado una reu-
nión de la Comisión de Urbanismo y he pasado de abril a
julio, que es la última en la que se aprueba el documento de
propuesta de enmiendas? Hay una reunión intermedia, del
26 de mayo de 1997, y en ese momento ya se había con-
vertido en proyecto de ley. Sí debo de decir —y no tengo
aquí el acta de la reunión de 21 de abril, pero estoy segura
de que la señora Narbona la podrá obtener a través de cual-
quiera de los representantes de su grupo en la FEMP y, si
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no, se la podremos mandar desde la FEMP— que en la
comparecencia del señor Nasarre éste nos rogó que las su-
gerencias que tuviéramos hechas ya, aunque no habían se-
guido todo el trámite de aprobación final en Comisión de
Urbanismo y en Comisión ejecutiva sobre el primer borra-
dor —que lógicamente hubo que modificar posteriormente
por la aparición de la sentencia—, se las remitiésemos al
Gobierno para ir adelantando. Yo creo recordar —y hablo
de memoria, señora Narbona— que en esa Comisión de
Urbanismo hubo dos posturas y fue precisamente el repre-
sentante del Partido Socialista el que se negó a que mandá-
semos sugerencias al primer borrador, para ir adelantando,
puesto que —y si no recuerdo mal es el concejal de Urba-
nismo de Barcelona— el Gobierno tenía que mandarnos
un segundo borrador. Esta decisión de la Comisión de Ur-
banismo —y también hablo de memoria y espero no equi-
vocarme— pasó a la Comisión ejecutiva de la FEMP, que
en aquellos momentos decidió —es una información que
yo no había dado anteriormente— mandar esas sugeren-
cias sobre el primer borrador al Gobierno. Ése es el paso,
señora Narbona, que yo antes no había explicado, porque
no había un acuerdo firme de la Comisión de Urbanismo,
pero que nos permitió ir adelantando. En esa comparecen-
cia —y me imagino que constará en las actas de la Comi-
sión, que le harán llegar los servicios de la FEMP, si son de
su interés— el señor Nasarre nos insistió en la urgencia de
que remitiésemos las sugerencias, por cuanto el Gobierno
quería aprobar el proyecto de ley para remitirlo a esta Cá-
mara —en aquellos momentos se hablaba de la fecha del
15 de mayo; se aprobó, creo, algo después.

Los trabajos de la FEMP no pudieron estar a tiempo,
porque han sido complicados para llegar al consenso —se
lo digo en este momento— para remitirlos al Gobierno en
la fecha que éste nos pidió. Por eso, la labor tanto del
grupo de trabajo como de la Comisión de Urbanismo se re-
trasó hasta el 21 de julio para conseguir el consenso ade-
cuado y es por lo que lo remitimos directamente a los gru-
pos parlamentarios, puesto que entendíamos que una vez
que un texto se había convertido en proyecto de ley —y
creo que entendíamos bien desde la Federación Española
de Municipios y Provincias—, el ámbito es el Parlamento,
ya no es el Gobierno, ya son ustedes, señores representan-
tes de los grupos parlamentarios, quienes en el Congreso y
en el Senado tendrán que decidir.

Me habla de un documento de fecha 3 de julio y me
dice que ha desaparecido. No ha desaparecido, señora Nar-
bona, lo que nunca existió, y me explicaré. No existió
como acuerdo de la Comisión de Urbanismo de la FEMP.
En estos meses se ha trabajado en muchos documentos. A
lo que usted hace referencia es a una entradilla de un do-
cumento de los técnicos. Posteriormente, en la Comisión
de Urbanismo, el acuerdo que se toma es el de remitir el
texto que ustedes tienen en su poder, acuerdo que es poste-
riormente ratificado por la Comisión ejecutiva.

Algo que ha venido flotando a lo largo de las interven-
ciones de distintos portavoces, creo que también del de Iz-
quierda Unida, ha sido la preocupación del municipalismo
español por la disminución de los ingresos. Uno esto con
lo que planteaba el representante del Grupo Catalán (Con-

vergència i Unió) diciendo que las cesiones no pueden fi-
nanciar a los ayuntamientos y no voy a entrar aquí, porque
creo que no es mi misión, en un debate sobre filosofía. Lo
que sí quiero que entienda como postura de la FEMP es
que no está resuelta, como usted bien apuntaba, la finan-
ciación de las corporaciones locales. Es un problema que
se viene arrastrando desde el año 1988 cuando se aprueba
la Ley de Haciendas Locales —y no quiero abrir un debate
que, insisto, no me corresponde— y hay que señalar que el
incremento de la demanda de los ciudadanos no ha ido pa-
ralelo con el incremento de los recursos que los ayunta-
mientos tenemos y, lógicamente, cualquier cosa que afecte
a la financiación preocupa.

En ese sentido, antes de la reunión de julio —no re-
cuerdo exactamente la fecha— hay un acuerdo de la Co-
misión de Urbanismo de la FEMP diciendo al Gobierno
que estudie las compensaciones no solamente de la pér-
dida de pasar del 15 al 10, sino en el conjunto de la fi-
nanciación. Aunque no sea del ámbito de esta Comisión,
puedo decirles que hay una comisión de trabajo mixta
entre FEMP y Ministerio de Hacienda que está estu-
diando el nuevo modelo de financiación. En esa vía —y
entenderán que yo no tenga tanta información porque no
presido esa comisión— se está estudiando el conjunto de
la financiación de los ayuntamientos y donde se ha deri-
vado que contemplen la merma de ingresos por bajar del
15 al 10.

Me preguntaba la señora Narbona si en algún mo-
mento se ha barajado la posibilidad de un informe jurí-
dico sobre la posible inconstitucionalidad del proyecto
de ley. Yo, señora Narbona, creo recordar que no. No
tengo aquí las actas, pero no me suena que en ningún
momento se haya planteado inconstitucionalidad de un
proyecto de ley que, por otra parte, sería un término jurí-
dicamente poco definido. Sí se pidió —quizá no me haya
explicado con claridad en mi primera intervención— un
dictamen jurídico sobre la situación en que se quedaban
los ayuntamientos como consecuencia de la sentencia
del Constitucional. Eso sí que ha sido un terremoto en la
gestión del día a día de los ayuntamientos, sobre todo,
como yo les decía en mi primera intervención, de aqué-
llos cuyos planes generales los habían adaptado al texto
refundido de 1992. En el Ayuntamiento de Zaragoza he-
mos podido seguir trabajando porque no estaba adap-
tado. Les pongo un ejemplo gráfico. El Plan general de
ordenación urbana de Zaragoza estaba aprobado en 1986
y el anterior equipo de gobierno, mis antecesores, no lo
adaptaron y en este momento nos ha venido bien porque
nos ha permitido seguir trabajando mejor con lo que ha
quedado vivo de la ley de 1992, completado con la ley de
1976 y con los reglamentos. No les había dicho el nom-
bre del catedrático al cual se pidió, pero se lo puedo de-
cir ahora. El 20 de mayo el profesor don Jesús González
Pérez entregó a la FEMP el dictamen emitido, a instan-
cias de esta Federación, sobre el alcance y repercusiones
de la sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de
marzo en el ordenamiento urbanístico estatal, en cuanto
pueda afectar a los ayuntamientos. Ése es el dictamen ju-
rídico que se pide.
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Me hablaba de las repercusiones fiscales. Creo que ya
lo he contestado enlazándolo con el tema de la financia-
ción.

La señora Narbona me pide que emita opinión sobre la
satisfacción de la Federación Española de Municipios y
Provincias con las enmiendas del Partido Popular. Yo debo
decirle, señora Narbona, que la Federación Española de
Municipios y Provincias como tal, es decir, ningún órgano
colegiado, ha estudiado todavía las enmiendas no del Par-
tido Popular, sino de ningún otro grupo. Por tanto, cuando
se estudien podremos emitir criterio sobre la satisfacción o
insatisfacción en cuanto a las enmiendas presentadas por
todos los grupos parlamentarios. Si yo en este momento
me definiera sobre las presentadas por un grupo o por otro,
flaco favor estaría haciendo a mi labor de representativi-
dad de un órgano colegiado. Además, como usted sabe
muy bien, las enmiendas han sido publicadas en el Boletín
del 23 de octubre —lo tengo aquí delante—, estamos hoy
a día 29 y los miembros de la Federación Española de Mu-
nicipios y Provincias, además de estar aquí en Madrid, te-
nemos que estar en los ayuntamientos gestionando los in-
tereses de nuestros ciudadanos, con lo cual no nos ha dado
tiempo a contemplarlo.

Intenciones de la Federación Española de Municipios y
Provincias. Le puedo adelantar que el trámite legislativo
tiene este primer paso en el Congreso, tiene un segundo en
el Senado, y, desde luego, la propuesta que haré, en mi ca-
lidad de presidenta de la Comisión de Urbanismo a la Co-
misión Ejecutiva, es la de que en el momento en que este
proyecto de ley salga de esta Cámara volvamos a estu-
diarlo, planteemos las enmiendas que entendamos que to-
davía deben de ser contempladas y las remitiremos a los
grupos parlamentarios del Senado, porque pienso que ése
es el trámite que hay que seguir.

Al señor Fernández, de Izquierda Unida, le digo lo
mismo: no voy a entrar en valoraciones sobre cuáles son
los grupos que el municipalismo les preocupa poco o mu-
cho. Debo decirle, porque es la opinión generalizada de la
FEMP, que estamos esperanzados con el proceso del pacto
local en lo que respecta a la relación con el Gobierno, que
es donde menos competencias tienen, que es el traspaso de
competencias que están en manos de la Administración
central a los ayuntamientos. En el grupo de trabajo del
pacto local hay un representante de su partido político y
me imagino que le podrá dar la misma impresión que le es-
toy dando yo. Saliéndome un poco quizá del ámbito de
esta intervención, antes rogaba a todos los grupos parla-
mentarios que representan a los partidos políticos que,
desde luego, en la FEMP estamos muy interesados en que
se llegue a ese acuerdo de partidos para sacar adelante un
pacto local, no hacerlo comunidad a comunidad, porque es
una cuestión de diseño de Estado, si ustedes me permiten.
Todos los representantes de la Federación Española de
Municipios y Provincias, independientemente del grupo
político al que pertenezcamos, estamos muy interesados,
como actores de la política municipal, en que salga ade-
lante el pacto local.

Deseo aclararle una cuestión, señor Fernández. Me dice
que por culpa del decreto-ley ha habido paralización en al-

gunos ayuntamientos respecto a revisiones del plan gene-
ral. Creo que el problema que ha habido, por lo menos con
el que me he encontrado en el Ayuntamiento de Zaragoza,
y no solamente en éste, sino por comentarios que hemos
hecho en la propia Federación, es que lo que ha supuesto
paralización o retraso fue la sentencia del Tribunal Consti-
tucional, porque nos quedamos sin percha legislativa —si
me permiten la expresión— de donde colgar estas revisio-
nes. Debo decirle, y se lo expongo a título de orientación
—y perdonen que lo haga en primera persona—, que el
Ayuntamiento de Zaragoza ha iniciado los trabajos de re-
visión y hace 15 días se han sacado a exposición pública lo
que en el argot se conoce por el avance. ¿Por qué? Porque
entendemos que podemos seguir trabajando mientras los
parlamentarios, tanto en el Congreso como en el Senado,
sacan adelante la ley estatal y porque también sabemos que
la comunidad autónoma está preparando su proyecto de
ley, que va a ir parejo a la ley estatal. Con ello, le intento
adelantar que ésa es la situación en que nos encontramos.
Insisto, las revisiones de los avances de planes generales se
han visto afectadas, a mi entender, por la sentencia del Tri-
bunal Constitucional.

Se ha referido a declaraciones de los señores Nasarre,
Rato y Arias-Salgado, y que no había manifestaciones. Yo
le puedo decir, porque fue público y consta en las actas,
que en la reunión de la Comisión de Urbanismo, de 26 de
mayo de 1997, entre las cuestiones que se acordaron, se
dijo lo siguiente: Asimismo, ante las declaraciones atribui-
das en diversos medios de comunicación a responsables
del Ministerio de Fomento, en el sentido de que la nueva
ley viene a acabar con la especulación de los ayuntamien-
tos, la Comisión de Urbanismo de la FEMP acuerda expre-
sar su malestar y solicita su rectificación. La Comisión de
Urbanismo entiende que, muy al contrario, los ayunta-
mientos españoles están realizando enormes esfuerzos por
mantener y aumentar la calidad de vida de los ciudadanos
en ésta y en todas las áreas de su competencia y mejorar el
diseño de las ciudades, así como pedir una mayor sensibi-
lidad y respeto en un momento en el que se inicia el pro-
ceso de tramitación de una ley cuyos contenidos están
siendo objeto de análisis en el seno de la Federación dada
su trascendencia en el conjunto de las corporaciones.

Con respecto a las personas a las que hacía referencia
en estas declaraciones, debo decirle que el señor Nasarre
dijo que él no lo había dicho, pero, en cualquier caso, no
íbamos a entrar en discusión de quién había dicho que no,
sino que quedó claro cuál era la postura de la Federación
Española de Municipios y Provincias.

El señor Recoder ha planteado más reflexiones que pre-
guntas concretas a mi intervención. Quiero decirle que lo
que los ayuntamientos necesitamos, como todos, pero per-
mítame que hable desde mi parcela en este momento, son
leyes que nos permitan gestionar con eficacia y con agili-
dad. En eso estoy de acuerdo y creo que estaremos de
acuerdo todos. Luego habrá criterios políticos o ideológi-
cos, modelos de propiedad, como aquí se ha dicho, pero lo
cierto, sobre todo en una materia tan compleja como es el
urbanismo y que, además, absorbe un porcentaje elevadí-
simo e importantísimo de la gestión del día a día de los
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ayuntamientos, es que cuanto más clara sea la normativa,
menos problemas de interpretación nos encontraremos en
los ayuntamientos y, sobre todo, menos veces nos veremos
en los tribunales, que, en muchas ocasiones, lo que hacen
es dilatar el desarrollo de las ciudades, por discrepancias
entre la interpretación que a las normativas dan los ayunta-
mientos o los particulares.

Decía S. S. que de la cesión del suelo urbanizado pue-
den no salir los números. Puede que tenga razón, pero le
digo lo que le decía en un principio. No quiero emitir aquí
mi opinión personal, sino la consensuada por la Federa-
ción. En cualquier caso, señores diputados, entiendan que
desde los ayuntamientos, donde siempre tenemos muchas
demandas y escasa financiación, intentamos, lógicamente,
contar con el máximo posible. Ustedes son parlamentarios
y su obligación es tener una visión más amplia y conjugar
los intereses de todos en España: ayuntamientos, adminis-
tración local, autonómica, administrados, etcétera. La vi-
sión que he traído aquí es la que me corresponde como al-
caldesa y representante de la FEMP ante esta Comisión y
probablemente ustedes tengan que analizar otros pros y
otros contras.

Señor presidente, termino mi intervención como la em-
pezaba, insistiendo en que respecto a aquellas cuestiones a
las que no he dado respuesta, que no se entienda que no la
quiero dar, sino que tendría que dar la opinión personal de
Luisa Fernanda Rudi, alcaldesa de Zaragoza, y para más
señas integrada en un proyecto político determinado, que
tiene aquí sus representantes y que creo que son ellos los
que deben dar esas visiones. Por tanto, tampoco puedo
mostrar desacuerdo con algunas cuestiones mencionadas
aquí. A lo mejor no coincido al cien por cien con ellas,
pero no es mi misión en la mañana de hoy.

El señor VICEPRESIDENTE (Morlán Gracia): Como
es tradición en esta Comisión, de acuerdo con el presidente
y con el conjunto de la Mesa, existe la posibilidad de que
los grupos puedan utilizar un segundo turno, no superior a
cinco minutos, como es lógico, y espero que se sujeten al
tiempo porque nos encontramos en una hora avanzada.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra
la señora Narbona.

La señora NARBONA RUIZ: Lamento que sea una
hora avanzada, pero aparte de hacer alguna consideración
sobre lo expuesto por la compareciente, he sido aludida
reiteradamente por el portavoz del Partido Popular. Todos
los aquí presentes saben que hay un artículo del Regla-
mento que prevé mi derecho al uso de un poquito de
tiempo como respuesta al señor Ortiz.

Señor Ortiz, nosotros pedimos la comparecencia de la
presidenta de la FEMP en el mes de junio; es decir, cuando
todavía la FEMP no había podido emitir un informe oficial
sobre el proyecto de ley que el Gobierno ya había apro-
bado. Por lo tanto, cuando pedimos esta comparecencia se
estaba produciendo un hecho que nos parecía que justifi-
caba que pidiéramos a la presidenta de la FEMP una valo-
ración desde esa condición. El Gobierno había aprobado
un proyecto de ley de clara trascendencia para los ayunta-

mientos y la FEMP no había tenido ocasión —como su re-
presentante nos explica aquí esta mañana— por las urgen-
cias del Gobierno de emitir una posición.

En lugar de comparecer entre los meses de junio a sep-
tiembre, lo hace en el mes de octubre. Desde que solicita-
mos su comparecencia se han producido varios aconteci-
mientos que hay que tener en cuenta. Cómo no vamos a te-
nerlos en cuenta si se han presentado enmiendas que han
sido publicadas hace algunos días en el Boletín Oficial del
Estado que ponen de manifiesto, para cada grupo parla-
mentario, en qué medida se ha tenido en cuenta el conte-
nido del informe que la FEMP pudo finalmente aprobar en
la Comisión Ejecutiva en el mes de julio. No pretendemos
capitalizar ningún enfrentamiento, ninguna confrontación.
Si esa confrontación existe en un 10, en un 20, en un 50 o
en un 60 por ciento será algo que se dirá desde la FEMP.
Naturalmente, será valorado por los distintos grupos polí-
ticos y el Gobierno hará o no hará, respecto de ese eventual
conflicto, lo que considere oportuno. Pero no le tengan
tanto miedo al conflicto. Esto también se lo tengo que de-
cir, señora Rudi con todo cariño. Si ha habido un proceso
de debate interno y en él se han manifestado momentos de
tensión frente al Gobierno, tampoco sucede nada porque
quienes la han precedido en etapas anteriores no han te-
nido el más mínimo reparo de ser muy críticos con el Go-
bierno socialista, aunque fueran alcaldes socialistas.

En mi anterior condición de secretaria de Estado he te-
nido —entre comillas— que «sufrir» esa crítica absoluta-
mente saludable. Que un informe que pasa del órgano téc-
nico a la Comisión que usted preside aparque determina-
das observaciones, que creemos que son de importancia,
significa que cuando el informe técnico ha llegado a la Co-
misión se ha considerado oportuno en ella no reflejarlas en
sus conclusiones. Ésa es de las pocas preguntas que yo le
he hecho y que me doy por satisfecha con su respuesta.

No le he preguntado si usted opinaba que esto equivalía
a una enmienda a la totalidad. Eso lo afirmo yo, como re-
presentante del Grupo Parlamentario Socialista, porque
creo que, cuando una asociación de municipios de España
presenta prácticamente a todos los artículos de un proyecto
de ley alternativas que en algunos casos significan una po-
sición completamente contraria a la del Gobierno, eso
equivale a un enmienda de totalidad. Pero yo no pregun-
taba si usted lo ve así, porque su condición no es la de va-
lorar si es o no una enmienda a la totalidad, y lamento que
al señor Ortiz le parezca que esto es una forma no plena-
mente justificada de entrar en un debate político.

En cualquier caso, usted misma lo dice, la FEMP va a
seguir trabajando en estas enmiendas. Según el señor Ortiz
les han aceptado el 50 por ciento. Basta coger lo que dice
que han aceptado del suelo urbano. Han aceptado el 50 por
ciento de esa enmienda; al final, lo que les han aceptado de
verdad es un 25 por ciento que ustedes, en esa necesidad de
consenso, valorarán si es más o menos importante y si
desde la FEMP se requiere o no plantear al Gobierno que
introduzca alguna otra modificación durante la tramitación
de esta norma.

En absoluto pretendo que quede la impresión de que
nosotros queremos generar un conflicto porque éste ya

– 9318 –

COMISIONES 29 DE OCTUBRE DE 1997.–NÚM. 315



existe y, además, entre los propios ayuntamientos de dis-
tinto signo político, y no pasa nada. El conflicto es una
cosa muy saludable y lo que no hay que intentar, como el
Gobierno ha hecho en el debate de presupuestos, es que
cuando existe un informe se diga que no servía para nada,
que es una fábula y que en 24 horas ha cambiado. ¿Por
qué, si es una opinión de un experto en un caso o de un
grupo de expertos en otro? ¿Un informe se cambia en 24
horas y este otro se cambia en 21 días? Quizá los procesos
de modificación de los informes de los expertos de la
FEMP, como tiene representantes de varios partidos políti-
cos, son un poco más lentos.

En cualquier caso, señor Ortiz, creo que no se trataba ni
siquiera de anticipar el debate de totalidad, sino de que los
grupos parlamentarios tuviéramos la ocasión de posicio-
narnos respecto a un informe que la FEMP ha tenido a bien
remitirnos. En ese sentido, yo creo que el debate queda
abierto, y si en otra ocasión el grupo parlamentario que re-
presento solicita que comparezca la presidenta de la
FEMP, lo hará en la medida que crea que no sólo se trataba
de un tema urbanístico. Usted, señora Rudi, lo ha demos-
trado claramente. Usted ha hablado de pacto local y de
otras cuestiones que no eran sólo urbanísticas, y supongo
que si hubiera venido la señora Barberá hubieran sido ob-
jeto de su exposición. Se lo agradezco muchísimo, pero
creo que cuando se pide desde una comisión que venga el
máximo responsable de la FEMP es porque su presencia
tiene sentido. Es posible que en otra ocasión reiteremos
esta petición.

El señor VICEPRESIDENTE (Morlán Gracia): Mu-
chas gracias, señora Narbona.

El señor Fernández, de Izquierda Unida, tiene la pala-
bra.

El señor FERNÁNDEZ SÁNCHEZ: Quiero empezar
hablando de una afirmación que ha hecho la señora Rudi
sobre mi pronunciamiento anterior de que el Real De-
creto-ley 5/1996 ha paralizado el desarrollo urbanístico.
Además, me he referido a un caso concreto, al de Zara-
goza. Yo conozco bastantes más. También he tenido res-
ponsabilidades municipales y, por tanto, conozco bastan-
tes más casos.

Permítame que le lea con brevedad una noticia sobre
Zaragoza, que dice así: El equipo redactor del avance para
la revisión del Plan general de ordenación urbana ya ad-
virtió el pasado mes de diciembre que el diseño de Zara-
goza, el futuro, se estaba haciendo en un momento de in-
definición legal, que es lo que yo le decía. Y sigue di-
ciendo que ello podría dar lugar a contradicciones, puesto
que ya entonces se había anunciado para este año una
nueva reforma de la Ley del Suelo. En el momento actual
—afirman los técnicos— el margen del régimen del suelo
esta dominado por el Real Decreto-ley 5/1996, y la supre-
sión que hace en el mismo de la distinción entre suelo ur-
banizable programado y no programado, con sólo dos dis-
posiciones —subrayan—, provoca numerosas lagunas e
indefiniciones legales. Por tanto, no aconsejan hacer mo-
dificaciones en ese momento.

Esto es una realidad. Esto lo advertíamos nosotros
cuando se estaba tramitando el proyecto de ley, y estamos
viendo que luego la tramitación de los planes y modifica-
ciones ha dado origen a una inseguridad jurídica tremenda
en los ayuntamientos.

Usted es posible que no quiera reconocerlo porque el
Real Decreto-ley 5/1996 está promulgado por el Gobierno.
Lo más seguro es que usted no quiera darme la razón, pero
insisto en que no solamente ha sido Zaragoza, sino bastan-
tes más poblaciones las que se han visto afectadas por este
real decreto-ley mal nacido, mal alumbrado y que no ha
aportado nada positivo.

También quiero referirme a una cuestión que se plantea
reiteradamente cuando se habla de cesión a los ayunta-
mientos de aprovechamientos. A todos los grupos que ha-
blan de cesiones tengo que recordarles que están en un
error tremendo porque existe jurisprudencia que habla de
que a los ayuntamientos no les ceden; los ayuntamientos lo
que tienen reconocida es una capacidad, a través del ar-
tículo 47 de la Constitución, para participar en las plusva-
lías y el aprovechamiento, que es distinto; es decir, el pro-
pietario no cede aprovechamiento al ayuntamiento, son los
ayuntamientos los que fijan el aprovechamiento de los pro-
pietarios. Otra teoría que constantemente maneja la dere-
cha y sus grupos afines es que se diga que los ayuntamien-
tos son los que reciben cesiones de los propietarios, algo
que no es cierto de ninguna de las maneras. Yo creo que lo
he dicho bien en reiteradas ocasiones, pero veo que al final
voy a tener que documentar, como mínimo, al portavoz del
PP para que vaya corrigiendo este léxico.

Cuando el señor Ortiz dice que no hay confrontación
entre la FEMP y el Gobierno, yo creo que está haciendo
una versión torticera de los hechos. En realidad la FEMP
ha presentado un documento consensuado, un documento
íntegro en su conjunto, y aquí no vale decir que el Partido
Popular ha aceptado determinadas enmiendas que corres-
ponden a las planteadas en la Federación por su propio
grupo parlamentario porque, al final, lo que están haciendo
en todo caso será romper ese consenso de la FEMP.

Por mi parte, entiendo que la Federación de Municipios
está en la obligación de defender el documento en su inte-
gridad y no sacarlo de contexto como pretende hacer el se-
ñor Ortiz.

El señor VICEPRESIDENTE (Morlán Gracia): Señor
Ortiz, tiene la palabra brevísimamente. Le ruego, señor
Ortiz, que no se reproduzca el debate por nuevas alusiones.

El señor ORTIZ GONZÁLEZ: No tenga ninguna
preocupación, señor presidente.

Coincido con la señora Narbona en casi todo, sobre
todo en un punto, y es que si ella no tiene miedo al con-
flicto yo tampoco, porque el conflicto es la democracia. Si
por conflicto se entiende que existan discrepancias, el con-
flicto es la democracia y, consiguientemente, tener miedo
al conflicto es tener miedo a la democracia. No voy a incu-
rrir en semejante pecado capital de ninguna manera.

Estoy seguro que no hay confrontación entre la FEMP
y el Grupo Parlamentario Popular o el Gobierno; no la
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puede haber. Por eso he hecho tanto énfasis en la condición
de asociación pluralista, que es la FEMP, para manifestar
que no hay confrontación. Quien parece que pretendía una
confrontación era la señora Narbona. Yo me he limitado a
decir que no creo que exista esa confrontación, pero es que
ahora añado que no es posible la confrontación. El Go-
bierno del Partido Popular es un proyecto político con-
creto, la FEMP es una suma de proyectos del mismo orden,
de proyectos políticos en lo municipal y en lo urbano, y se
ha logrado, por la prudencia y objetividad de los que se han
reunido en el ámbito de la Comisión, lo que ha llamado la
señora Rudi un mínimo común. Entre ese mínimo común y
el Gobierno no puede haber confrontación; lo que puede
haber son discrepancias, en la medida —insisto— en que
estamos en presencia de dos modelos distintos de derecho
de propiedad y dos modelos distintos de urbanismo, que se
hacen presentes en este hemiciclo, en el del Senado, en el
foro de la FEMP y en el foro de la opinión pública, sin nin-
guna duda. Por tanto, no hay confrontación. Coincido con
la señora Narbona en que no hay conflicto. Yo no tengo
miedo al conflicto.

Me queda una curiosidad. Yo he dicho las enmiendas
(la estadística siempre es peligrosa en materia de enmien-
das) que hemos aceptado como consecuencia de las suge-
rencias de la FEMP. Me gustaría saber cuántas enmiendas
de la FEMP ha incorporado el Partido Socialista a su lis-
tado de enmiendas. Yo he dicho las mías y me gustaría co-
nocer las suyas. Pero esto es mera curiosidad, señor presi-
dente, que no pretendo que se me diga ahora, sino que
tiempo habrá para satisfacer esta curiosidad en el trámite
que se inicia mañana.

El señor VICEPRESIDENTE (Morlán Gracia): Se-
ñora Rudi, tiene usted la palabra.

La señora PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE
URBANISMO DE LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA
DE MUNICIPIOS Y PROVINCIAS (Rudi Úbeda):
También de manera muy breve.

Planteaba la señora Narbona que desde la FEMP había
que ser reivindicativos con el Gobierno y que en su etapa
de secretaria de Estado también habían sido reivindicati-
vos alcaldes que compartían el mismo proyecto político.
Señora Narbona, ésta es una opinión subjetiva, tanto la que
yo voy a manifestar como la que usted ha expresado. En
cualquier caso, cuando se ha querido reivindicar desde la
FEMP así se ha hecho, y acabo de leer hace un momento
—en contestación a la pregunta que plantea el represen-
tante de Izquierda Unida— el texto que se aprobó de re-
chazo a manifestaciones de miembros del Gobierno, si no
de primer nivel, sí de segundo, con lo cual yo creo que es
un ejemplo, por lo menos desde la parcela de urbanismo,
que es la que a mí me compete. Le puedo asegurar que
también desde la Comisión ejecutiva se plantean reivindi-
caciones cuando entendemos que son justas y adecuadas.

El proceso de debate interno ha sido muy largo en la
FEMP. Les he hecho precisamente la referencia cronoló-

gica para que ustedes se fueran situando. Empezó el 24 de
febrero y ha llegado hasta el 21 de julio de 1997.

Lo que no hay en la FEMP son procesos de modifica-
ción de informes de expertos. En la FEMP los acuerdos
se toman por los concejales o por los alcaldes que forma-
mos parte o bien de las comisiones sectoriales o bien de
la Comisión Ejecutiva —yo no quiero entrar aquí en pa-
ralelismos ni en comparaciones—, y no ha habido nin-
guna modificación de ningún informe de expertos, sino
que la Comisión de Urbanismo de la FEMP lo que
aprueba —como la Comisión de Tráfico y Transportes
aprobó también una serie de enmiendas que se mandaron
a esta casa en esta legislatura con respecto al proyecto de
ley de seguridad vial— son las propuestas de enmiendas
que queremos que los grupos parlamentarios puedan re-
coger, y que con los acuerdos de la mayoría suficiente
salgan adelante. Ése es el método de trabajo que se sigue
en la FEMP.

Lo que sí es cierto es que para llegar a esas propuestas
de enmiendas hay una larga elaboración, pero no son mo-
dificaciones de informes de expertos.

Señor Fernández, si usted me habla del Ayuntamiento
de Zaragoza, permítame que le diga que algo lo conozco.
No querría entrar aquí en debate con usted sobre el
Ayuntamiento de Zaragoza y sus trabajos de revisión del
plan que, entre otros aspectos, han estado dirigidos hace
más de un año por la persona que se sienta aquí. Lo que
sí puedo decirle (no voy a discutir informaciones perio-
dísticas que, por supuesto, siempre habría que matizar y
ver lo que respondía o no a declaraciones de técnicos) es
que los trabajos de revisión del Plan general del Ayunta-
miento de Zaragoza se inician en el mes de julio de
1996, se presenta un primer documento a la opinión pú-
blica en el mes de diciembre de 1996, y precisamente el
paro que tenemos corresponde a los meses de enero, fe-
brero, marzo, abril y mayo como consecuencia de la apa-
rición de la sentencia. Es a partir de ahí, tras los dictá-
menes adecuados, tanto de los técnicos del ayuntamiento
como de los propios dictámenes que pide la FEMP,
cuando entendemos que podemos continuar trabajando y
cuando se ha hecho. Ése es el planteamiento, indepen-
dientemente de que el decreto de julio de 1996 ha sido
admitido por unos y fuertemente rechazado por otros,
como es público y notorio, porque eso corresponde a
posturas ideológicas.

Señor presidente, creo que no ha habido ninguna pre-
gunta más, con lo cual doy las gracias a SS. SS. por la
oportunidad que me han dado de estar aquí y les pido dis-
culpas si en algún momento ha sido demasiado larga mi
exposición.

El señor VICEPRESIDENTE (Morlán Gracia): Mu-
chas gracias, señora Rudi, por su presencia en esta Comi-
sión y por las explicaciones que ha dado.

Se levanta la sesión.

Eran las dos y treinta minutos de la tarde.
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